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Presidencia de los señores Melero Abaroa, don Patricio, y


Bertolino Rendic, don Mario.


Secretario accidental, el señor Álvarez Álvarez, don Adrián.



Prosecretario accidental, el señor Landeros Perkič, don Miguel.
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X.
Documentos de la Cuenta. 


1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República por el cual retira y formula nueva indicación sustitutiva al proyecto que “Modifica límites intercomunales entre Combarabalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos.”. (boletín N° 6733-06)




2.
Oficio de S.E. el Presidente de la República por el cual formula indicaciones al proyecto que “Modifica ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario, a la inversión privada en investigación y desarrollo.”. (boletín N° 7503-19)




-
Oficios de S.E. el Presidente de la República por los cuales hace presente la urgencia “suma”, para el despacho de los siguientes proyectos:


3.
sobre “Procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores”. (boletín N° 7256-03) (S)




4.
que “Fomenta el Mercado de Cruceros Turísticos.”. (boletín N° 7528-06)
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5.
que “Modifica límites intercomunales entre Combarabalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos.”. (boletín N° 6733-06)




6.
Oficio de S.E. el Presidente de la República por el cual formula indicación al proyecto que “Reajusta monto del ingreso mínimo mensual.”. (boletín 
N° 7737-05)




7.
Primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto, iniciado en moción sobre “Reforma constitucional que exige a los Diputados, estar inscritos en los Registros Electorales de la región a la que pertenece el distrito que representan en el Congreso Nacional, por los menos dos años antes de asumir.”. (boletín N° 7595-07). En estado de Tabla




8.
Primer informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “discusión inmediata”, que “Reajusta monto del ingreso mínimo mensual.”. (boletín N° 7737-05). En Tabla




9.
Primer informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas recaído en el proyecto, iniciado en moción que “Modifica ley N° 17.798, de control de armas y el Código Procesal Penal.”. (boletín N° 6201-02)




10.
Primer informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto, iniciado en moción que “Modifica la Ley General de Telecomunicaciones derogando el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C).”. (boletín N° 7617-15)




11.
Primer informe de la Comisión de Gobierno Interior recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “simple”, que “Fomenta el Mercado de Cruceros Turísticos.”. (boletines N° 7528-06, 7285-06), refundidos




12.
Proyecto iniciado en moción de los señores Diputados Rincón, De Urresti, Farías, Hasbún, Jiménez, Latorre, Meza, Ortiz, Ward, y de la diputada señora Sepúlveda, doña Alejandra, que “Regula el plazo de vigencia de las tarjetas de prepago de las empresas de telefonía móvil.”. (boletín N° 7738-03)




13.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Monckeberg, don Cristián; Bertolino, Browne, Cardemil, Edwards, Godoy; Pérez, don 
Leopoldo; Santana, Sauerbaum, y de la diputada señora Sabat, doña Marcela, que “Modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en sentido que indica.”. (boletín N° 7739-07)




14.
Proyecto iniciado en moción de las diputadas señoras Zalaquett, doña 
Mónica; Cristi, doña María Angélica; Goic, doña Carolina; Hoffmann, doña María José; Molina, doña Andrea; Nogueira, doña Claudia, y de los diputados señores Barros, Hasbún y Walker, que “Establece Defensor de Ausentes para el caso de no ser ubicable el alimentante.”. (boletín N° 7740-18)
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15.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Morales, Arenas, 
Calderón, Macaya, Silva, Squella y Ward, y de las diputadas señoras Cristi, doña María Angélica; Hoffmann, doña María José; Molina, doña Andrea, que “Establece responsabilidad subsidiaria de la Asociación Nacional de Futbol Profesional (ANFP), en caso de daños con ocasión de partidos del fútbol profesional”. (boletín N° 7741-25)




16.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Hasbún, Álvarez-Salamanca, Bauer, Calderón, Macaya, Morales, Moreira, Silva y Ulloa, y de la diputada señora Molina doña Andrea, que “Incorpora a la Ley de Tránsito la obligatoriedad de implementar el Sistema de Posicionamiento Global (GPS) en los vehículos motorizados”. (boletín N° 7742-15)




17.
Oficio del Tribunal Constitucional por el cual pone en conocimiento de la Cámara de Diputados copias del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de diversos artículos del Convenio Internacional para la Protección de las obtenciones Vegetales (UPOV-91). ((boletín N° 6426-10). Rol 1988-11-CPT. (6166). Se tomó conocimiento de copias de las resoluciones del tribunal




15.
Oficio del Tribunal Constitucional por el cual remite copia de la sentencia definitiva recaída en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de “artículo 38 de la ley N° 18.933”. ROL 1737-11-INA. (6172). Se tomó conocimiento




XI.
Otros documentos de la Cuenta. 


1.
Oficios


-
De la Comisión Especial de Deportes, por el cual solicita el acuerdo de la Sala, para que le sea remitido el proyecto, iniciado en moción, que “Modifica artículo 19 N° 10, de la Constitución Política, consagrando el derecho al deporte y la recreación.”, actualmente en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. (boletín N° 7420-07.


-
De Grupo Interparlamentario Chileno-Dominicano, por el cual informa que procedió a constituirse y a elegir como Presidenta a la Diputada señora Goic, doña Carolina. 



Respuestas a oficios. Cuenta 45ª 


Contraloría General de la República:

-
Diputado Burgos, Diputado Latorre, Solicita un pronunciamiento sobre las actividades de carácter político que, públicamente, desarrolla el señor embajador de Chile en la República Argentina, cada vez que se encuentra en territorio nacional. (35421 al 3210).


-
Diputado Montes, Decretos sobre ajustes presupuestarios en los ministerios (37041 al 1557).


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Solicita la pronta tramitación de la toma de razón del decreto de adjudicación de la licitación de servicio de taxis colectivos, a favor de la empresa Nueva Peñalolen S. A. (37058 al 3260).



Ministerio de Interior:


-
Diputada Pascal doña Denise, Solicita informe acerca de la devolución de fondos destinados a la adquisición de viviendas de emergencia, en el marco de los programas de reconstrucción originados en las consecuencias del sismo de 27 de febrero próximo pasado, por parte de la Gobernación de Melipilla, particularmente respecto de los antecedentes que sirvieron de base a la decisión de proceder a su reintegro en arcas fiscales (13585 al 2313).


-
Diputado Monsalve, Solicita informe sobre la existencia de iniciativas o programas tendientes a dar respuesta a las demandas de los ex conscriptos, que realizaron su servicio militar entre 1973 y 1990 (13586 al 3215).


-
Diputado Chahín, Solicita se informe acerca de la etapa en que se encuentra la reconstrucción de la escuela ubicada en Ilohue, comuna de Galvarino, Región de la Araucanía, que fue destruida por un incendio en febrero de 2010 (13587 al 2354).


-
Diputado Jaramillo, Solicita acoger la solicitud para el mejoramiento del alumbrado público de la calle principal de Liquiñe, en la comuna de Panguipulli. (13589 al 936).


-
Diputado Ascencio, Solicita informe sobre las medidas destinadas a dar una solución definitiva a la situación que afecta a alrededor de ciento veinte familias que habitan la Isla Quehui, Comuna de Castro, Provincia de Chiloé, que carecen del servicio de energía eléctrica (13590 al 2487).


-
Diputado Chahín, Solicita información sobre el plan de mantenimiento de caminos públicos en el sector Selva Oscura, comuna de Victoria; como asimismo acerca de la fiscalización a camiones de alto tonelaje que circulan entre ese lugar y la ruta internacional (13591 al 2008).


-
Diputado Arenas, Solicita diversos antecedentes relacionados a la Gobernación de la Provincia de Malleco (13774 al 2535).


-
Proyecto de Acuerdo 245, Fijación de criterios uniformes sobre patente municipal para vendedores ambulantes y artistas de locomoción colectiva. (2178).



Ministerio de Hacienda:


-
Diputado Ascencio, Solicita informar sobre la situación de la nueva escuela de Ayacara, en la provincia de Palena; particularmente, acerca de los recursos para adquirir mobiliarios y la fecha u oportunidad en que estos serán entregados al recinto educacional. (1223 al 2722).


-
Diputado Ascencio, Solicita se informe sobre las razones del retraso en la entrega de los recursos del FNDR correspondientes a la región de Los Lagos, pese a que los proyectos que se financiarán con dichos fondos ya se encuentran aprobados; y, vinculado a lo anterior, se indique cuándo se entregarán los recursos, para que el Gobierno Regional los redistribuya a los municipios y, en particular, a los de la provincia de Chiloé (711 al 3042).


-
Diputado Espinosa don Marcos, Solicita reiterar el oficio número 800, de esta Cámara, de 1 de junio de 2010, en que requiere se informe los motivos por los que, pese a encontrarse provisionado los fondos, no se han ejecutado proyectos de inversión por un monto de 5.600 millones de pesos, en la Región de Antofagasta. (712 al 3165).



Ministerio de Justicia:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita se informe acerca de las razones del despido del antropólogo, con estudios de postgrado, señor Gabriel Salinas San Martín, ex encargado del Patronato Local de Reos de Valparaíso. (4168 al 2334).



Ministerio de Salud:


-
Diputada Sabat doña Marcela, Solicita informar sobre los criterios para la promoción, en el escalafón respectivo de la carrera funcionaria, de los funcionarios del Centro de Salud Familiar “El Aguilucho” y del Centro de Atención Primaria Dr. Hernán Alessandri, ubicados en la comuna de Providencia, Región Metropolitana de Santiago; en especial acerca de la importancia del mérito en dicho proceso. (1941 al 2999).


-
Diputada Sabat doña Marcela, Solicita informar sobre las condiciones laborales de los funcionarios del Centro Dental Dr. Alfonso Leng, ubicado en la comuna de Providencia, Región Metropolitana de Santiago; en particular, acerca de si dichos trabajadores cuentan con protección y seguridad adecuadas para el desempeño de sus funciones. (1945 al 3003).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita informar sobre la factibilidad de asignar, nuevamente, a Nueva Talcuna, en la comuna de Vicuña, con otro paramédico y que éste, además, resida en dicha localidad; y por otra parte, sobre la posibilidad que la nueva posta proyectada para dicho lugar modifique su emplazamiento. (1947 al 2931).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita dotar al Hospital de San 
Fernando de un mamógrafo (1948 al 3015).


-
Diputado Jarpa, Solicita informe sobre el estado de avance del proyecto de construcción de un nuevo recinto de salud provincial, incluido un “centro de diagnóstico y tratamiento”, en la Provincia de Ñuble, particularmente respecto de las fechas consideradas o programadas para su ejecución (1950 al 2448).


-
Diputado Ascencio, Expresa preocupación por el retraso en el proceso de licitación del proyecto de construcción del nuevo Centro de Salud Familiar de Castro, provincia de Chiloé; y solicita que se cumpla con el referido trámite a la brevedad posible. (1954 al 1099).


-
Diputado Venegas don Mario, Solicita remitir un informe en relación con el dictamen N° 22.012 de la Contraloría General de la República, del 12 de abril del año en curso, sobre revisión de remuneraciones del Director, transitorio y provisional, del Servicio de Salud Araucanía Norte. (1956 al 2991).


-
Diputada Molina doña Andrea, Informar respecto de la falta de vacunas pentavalentes en los centros de atención de salud de las provincias de Petorca y Quillota. (1957 al 587).



Empresas del Estado:


-
Diputado Pérez don José, Solicita oficiar para ponerlo en antecedentes de la situación que afecta a vecinos de la comuna de Los ángeles, los que no han recibido la totalidad de las indemnizaciones por los seguros de sus viviendas, dañadas consecuencias del terremoto del 27 de febrero de 2010; y, además, solicitarle disponer lo que sea menester, para solucionar este problema. (1 al 1456).



Municipalidad de Macul:


-
Diputado Burgos, Solicita remitir copia de su intervención, en que se refiere a la práctica de juegos de azar al margen de la normativa que regula esta actividad y en que, además, pide a los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública, y de Hacienda, y al señor Superintendente de Casinos de Juego un pronunciamiento sobre las acciones que adoptará el Gobierno respecto de aquella, y al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado su parecer sobre los eventuales perjuicios al erario fiscal que provoca la antes señalada actividad. (2393 al 1125).



Municipalidad de Maipú:


-
Diputada Zalaquett doña Mónica, Solicita la demarcación adecuada del paso de cebra ubicado en el cruce de las calles Isabel Riquelme Sur y Las Golondrinas Poniente, de la comuna de Maipú, y la instalación de una tapa segura en el hoyo existente en dicha intersección (1502 al 2921).



Municipalidad de Quellón:


-
Diputado Ascencio, Solicita informar sobre las razones por las que la Corporación Municipal para la Educación, Salud y Atención de Menores de Quellón, no postuló al subsidio al transporte escolar correspondiente al año 2011; y, además, la individualización de los sectores rurales afectados por esta decisión. (436 al 3129).

XI.
Peticiones de oficio. Artículos 9° y 9° A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional. 


-
Diputada Molina doña Andrea, Solicita informar sobre las mediciones para detectar contaminación a nivel de suelo, aire y agua, en las comunas de Concón, Quintero y Puchuncaví. (3544 de 14/06/2011). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Solicita disponer se instruya una investigación al funcionamiento del Hospital de Tocopilla, en especial, en relación con la mala atención de pacientes -sobre todo adultos mayores-, la tardanza en el otorgamiento de inter consultas, ausencia de médicos especialistas, falta de medicamentos y,o tardanza en su entrega, y, en pacientes graves, con su traslado al Hospital Regional de Antofagasta; y, además, informar sobre las medidas adoptadas para resolver los problemas que afectan a ese recinto hospitalario, en los aspectos antes reseñados. (3545 de 14/06/2011). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Estay, Solicita la pavimentación de los caminos que unen la ciudad de Victoria con la localidad de Púa, y a esta última con Quino, o en su defecto disponga la realización de obras de mejoramiento de esas rutas (3546 de 14/06/2011). A la señora subsecretaria de Obras Públicas.


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre los recursos destinados para el reforzamiento de las atenciones de urgencia, durante la época invernal, en cada una de las comunas de la Región de Los Ríos; con señalamiento del personal destinado a dicha tarea, y de los montos para la adquisición de medicamentos en los establecimientos públicos de salud (3547 de 15/06/2011). A Ministerio de Salud.


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre los recursos que, mensualmente, han ingresado a las arcas del gobierno regional de Valdivia, provenientes de la recaudación del impuesto específico al juego aplicado al Casino 
Dreams de Valdivia; y además, acerca de las acciones, programas y,o proyectos que han sido financiados con cargo a estos fondos. (3548 de 15/06/2011). A intendente de la Región de Los Ríos.


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre los recursos que mensualmente han ingresado a las arcas del municipio de Valdivia, provenientes de la recaudación del impuesto específico al juego aplicado al Casino Dreams de Valdivia; y además, acerca de las acciones, programas y,o proyectos que han sido financiados con cargo a estos fondos. (3549 de 15/06/2011). A Municipalidad de Valdivia.


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre los planes de trabajo y el cronograma de la draga “Ernesto Pinto”, para el dragado del Río Valdivia, en la Región de Los Ríos. (3550 de 15/06/2011). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre los programas y proyectos para la erradicación de los campamentos en la Región de Los Ríos; además, acerca del catastro de personas que viven en aquellos campamentos; y, por último, respecto de los programas de construcción de viviendas en esa región, desglosados por comuna. (3551 de 15/06/2011). A ministro de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre el estado del estudio para la construcción de un nuevo centro cívico para la Región de Los Ríos, contemplado en el Plan Regional 2010-2014, y acerca del respectivo cronograma para concretar esta obra; y, además, respecto de los proyectos para la restauración de los teatros Cervantes de Valdivia y Galia de Lanco. (3552 de 15/06/2011). A Intendencias.


-
Diputado Marinovic, Solicita información relacionados con la administración de los servicios de alimentación de los jardines infantiles dependientes de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (Junji), adjudicados a empresas privadas; con los sumarios e investigaciones sumarias realizadas por este organismo en la Región de Magallanes y Antártica Chilena, vigentes al 31 de diciembre del año 2010; con los antecedentes considerados para la designación de una asistente social, debidamente individualizada, en la Dirección Regional de Magallanes y Antártica Chilena; y, con el incumplimiento de compromisos laborales con los funcionarios de la JUNJI. (3569 de 16/06/2011). A vicepresidente de Junta Nacional de Jardines Infantiles.


-
Diputado Vargas, Solicita informar sobre el estado conocido de avance del proyecto minero “Pucamarca”, en la vecina República del Perú, ubicado en las cercanías de la frontera chileno-peruana, en la Provincia de Parinacota; y, además, acerca de las gestiones realizadas para evitar eventuales efectos ambientales nocivos de dicho emprendimiento en nuestro país. (3570 de 16/06/2011). A Ministerio de Relaciones Exteriores.


-
Diputado Cardemil, Solicita remitir información y antecedentes relacionados con los subsidios habitacionales correspondientes a las comunas de Santiago, en la Región Metropolitana de Santiago; Constitución, en la Región del Maule; y, Arica, en la Región de Arica y Parinacota. (3571 de 16/06/2011). A subsecretario de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Silber, Solicita informar sobre las circunstancias en las que, el día 21 de mayo de los corrientes, en la ciudad de Valparaíso, el señor Cristóbal Morales Lagos fue gravemente lesionado por la acción de fuerzas de Carabineros; acerca de la investigación realizada sobre estos hechos, su estado, y las eventuales responsabilidades establecidas. (3572 de 16/06/2011). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Silber, Solicita informar sobre las circunstancias en las que, el día 21 de mayo de los corrientes, en la ciudad de Valparaíso, el señor Cristóbal Morales Lagos fue gravemente lesionado por la acción de fuerzas de Carabineros; acerca de la investigación realizada sobre estos hechos, su estado, y las eventuales responsabilidades establecidas. (3573 de 16/06/2011). A Servicios.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita informe sobre el proyecto de construcción de líneas de alta tensión denominado “HidroEnsenada” (3575 de 16/06/2011). A director ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal.


-
Diputado Pérez don José, Contrato y proceso de licitación de la obra Paseo Semi-Peatonal en la calle Colón y el contrato de concesión de estacionamientos subterráneos y de superficie por un período de 35 años, ambos en la ciudad de Los Ángeles, adjudicada a la empresa E. C. M. Ingeniería S. A (3582 de 16/06/2011). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Silber, Procedimiento que permitió efectuar una transferencia de 50 millones de pesos a la municipalidad de Santiago, para reparar supuestos destrozos de mobiliario en el Liceo Barros Borgoño (3583 de 16/06/2011). A Ministerio de Educación.


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Monto de los aportes que realizan la Secretaría Nacional de la Discapacidad y otras instituciones, a la Corporación de Ayuda a Personas Ciegas, Bartimeo, de la IX Región. (3584 de 16/06/2011). A Ministerio de Planificación y Cooperación.


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Diputado Hasbún, Reactivación del pago de becas establecidas en la ley N° 19.123, para educación superior de los hijos de funcionarios de Carabineros de Chile muertos en actos de servicio, considerados víctimas de la violencia política, (3585 de 16/06/2011). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Cerda, Posibles irregularidades en la ejecución del proyecto “Construcción Recinto Deportivo El Sobrante”, en la comuna de Petorca, código Bip 30036789-0, adjudicado a la empresa CPT Ltda. (3586 de 16/06/2011). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Investigación en la municipalidad de Chaitén, remitiendo sus conclusiones a esta Cámara, con el objeto de esclarecer la posible existencia de irregularidades en las compras de insumos en el establecimiento de comercio que administra el concejal señor Claudio Santana 
Barrientos (3588 de 17/06/2011). A contralor regional de Los Lagos.


-
Diputado Espinoza don Fidel, Evaluar nuevamente la decisión del Servicio Nacional de Menores de trasladar a la provincia de Palena el centro de protección a cargo de la Residencia Femenina Chaitén, organización sin fines de lucro dependiente de la Corporación Privada de Desarrollo Social de la Novena Región, Corprix, con el objeto de asegurar la continuidad escolar de las niñas acogidas, e informar su decisión a esta Cámara (3589 de 17/06/2011). A director del Servicio Nacional de Menores.


-
Diputado Harboe, Diputada Rubilar doña Karla, Agregar a la demanda colectiva, interpuesta contra la empresa La Polar, las denuncias formuladas por las personas que se indican en el listado que se acompaña, e informar a esta Cámara. (3590 de 17/06/2011). A director nacional del Servicio Nacional del Consumidor.


-
Diputado Harboe, Diputada Rubilar doña Karla, Investigación sobre posibles irregularidades que atenten contra los derechos de los consumidores cometidas por las empresas del “retail”, como repactaciones por vía telefónica; obligatoriedad de contratar seguros, mantención de deudores en el registro de Dicom, y otras anomalías, informando a esta Cámara acerca de sus resultados. (3591 de 17/06/2011). A director del Servicio Nacional del Consumidor.


-
Diputado Martínez, Solicita informar sobre la compatibilidad de los derechos de aguas vigentes con los concedidos a la empresa Electro Austral Generación Ltda., propietaria del “Proyecto Hidroeléctrico Molinos de Agua”, en el Río Cholguán, en la Provincia de Ñuble, Región del Biobío; y, además, si dicho proyecto energético, de concretarse, respetará el caudal ecológico del afluente. (3592 de 17/06/2011). A director general de Aguas.


-
Diputado Martínez, Solicita remitir información y antecedentes relacionados con el “Proyecto Hidroeléctrico Molinos de Agua”, de la empresa Electro Austral Generación Ltda., que se desarrollaría en las comunas de Tucapel y Yungay, en la Región del Biobío. (3593 de 17/06/2011). A directora del Servicio de Evaluación Ambiental de la Región del Biobío.


-
Diputado Jaramillo, Solicita informar sobre la viabilidad del proyecto de mejoramiento de la carpeta de ripio en el camino Liquiñe - Límite con Argentina, en la comuna de Panguipulli, provincia de Valdivia, Región de Los Ríos. (3594 de 20/06/2011). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Jaramillo, Solicita informar sobre la viabilidad del proyecto para la pavimentación de la calle Arturo Prat, en la ciudad de la Unión, provincia del Ranco, Región de Los Ríos; y además, sobre la aprobación y el financiamiento de dicha iniciativa, por parte de la empresa sanitaria ESSAL S.A. (3595 de 20/06/2011). A ministro de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3596 de 20/06/2011). A Ministerio de Cultura y de las Artes.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3597 de 20/06/2011). A Ministerio de Energía.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3598 de 20/06/2011). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3599 de 20/06/2011). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3600 de 20/06/2011). A Ministerio de Minería.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3601 de 20/06/2011). A ministro de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3602 de 20/06/2011). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3603 de 20/06/2011). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3604 de 20/06/2011). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3605 de 20/06/2011). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3606 de 20/06/2011). A Ministerio de Planificación y Cooperación.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3607 de 20/06/2011). A Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3608 de 20/06/2011). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3609 de 20/06/2011). A Ministerio de Defensa Nacional.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3610 de 20/06/2011). A Ministerio de Relaciones Exteriores.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3611 de 20/06/2011). A Ministerio de Interior.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3612 de 20/06/2011). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3613 de 20/06/2011). A Ministerio de Bienes Nacionales.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3614 de 20/06/2011). A Ministerio de la Mujer.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3615 de 20/06/2011). A Ministerio Secretaría General de Gobierno.


-
Diputado Accorsi, Grado de ejecución del presupuesto vigente al mes de junio del presente año, expresado en porcentajes, y cuáles son las expectativas que su Ministerio tiene hasta el fin del mismo en relación con esta herramienta financiera (3616 de 20/06/2011). A Ministerio Medio Ambiente.


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (111)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
V
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Mendez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Velásquez Seguel, Pedro
IND
IV
8

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Diputados en misión oficial señores Ignacio Urrutia Bonilla, Alfonso de Urresti Longton y Rosauro Martínez Labbe.


-Estuvo presente el senador señor José Gómez.


-Asistieron, también, las ministras del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei Fornet, y de la secretaría general de Gobierno, señora Ena Von Baer; y los ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñan; de la secretaría general de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Transporte y Telecomunicaciones, señor señor Pedro 
Errázuriz Domínguez.-


II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.09 horas.

El señor MELERO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor MELERO (Presidente).- El acta de la sesión 39ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 40ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario accidental) da lectura a la Cuenta.

ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN ESPECIAL DE DEPORTES.

El señor MELERO (Presidente).- Recabo el acuerdo de la Cámara para que el proyecto de ley que modifica el artículo 19, Nº 10°, de la Constitución Política de la República, que consagra el derecho al deporte y la recreación, sea considerado, primero, por la Comisión Especial de Deportes y, a continuación, por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, en la que se está estudiando.

¿Habría acuerdo?

Acordado.


EJERCICIO INDEBIDO DEL SENADO DE FACULTAD EXCLUSIVA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS.
El señor BURGOS.- Pido la palabra por un punto de Reglamento.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, conforme con el artículo 52 de la Constitución Política de la República, es atribución exclusiva de la Cámara de Diputados fiscalizar los actos del Gobierno. Enfatizo esto porque en los últimos días hemos visto cómo el Senado de la República, a mi juicio, ha estado asumiendo atribuciones exclusivas de la Cámara en materia de fiscalización. 

En el denominado escándalo de la empresa La Polar, el Senado de la República, a través de la constitución de comisiones, ha estado no oficiando, sino citando a ministros de Estado, a funcionarios de Superintendencias, etcétera, con el objeto de abocarse al conocimiento de la forma y modo en que éstos actuaron. Sin embargo, es la Cámara de Diputados la que cuenta con esa atribución exclusiva. De hecho, en este caso, en uso de sus atribuciones, ha creado una Comisión Especial mandatando a la Comisión de Economía para actuar.

No es primera vez que se da esta situación. Hace un par de años, un conjunto de diputados planteamos a la Sala la necesidad de oficiar al Senado para los efectos de evitar que la Cámara Alta continuara elaborando oficios de fiscalización. Sin embargo, hoy esa instancia da un paso más, pues ahora no se trata de despachar oficios, sino citaciones. ¿Qué nos espera mañana? ¿Interpelaciones?

Me parece indispensable que la Mesa de la Cámara oficie a la del Senado, haciéndole ver lo inconveniente e inconstitucional que resulta su actitud.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Comparto los juicios emitidos por el diputado señor Jorge Burgos. Por la contundencia de los hechos, sería mejor que esa materia la tratemos en reunión de Comités, con el objeto de transmitir nuestra expresión colectiva y no sólo de la Mesa. 

Sin duda, las facultades fiscalizadoras son exclusivas y excluyentes de esta Corporación. Los hechos relatados tienen mucho asidero. 

Por lo tanto, propongo que en reunión de Comités emitamos un pronunciamiento y establezcamos un requerimiento al Senado en esa dirección.

-o-

El señor AGUILÓ.- Pido la palabra por un punto de Reglamento.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, en días recientes, hemos sido informados de que La Moneda tiene antecedentes muy singulares acerca del vuelco que se habría producido en un crimen histórico, vinculado al Génesis, donde, al revés de lo que piensa todo el mundo, habría sido Abel quien asesinó a Caín.

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, su intervención no tiene nada que ver con el Reglamento. En la hora de Incidentes puede emitir comentarios políticos.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA.

El señor MELERO (Presidente).- Propongo integrar la Comisión Investigadora de la administración y gobierno de la Región del Biobío durante el período de la intendenta señora Jacqueline Van Rysselberghe, con los siguientes señores diputados y señoras diputadas: Gabriel Ascencio, Pepe Auth, Eugenio Bauer, Sergio Bobadilla, Cristián Letelier, Manuel Monsalve, José Miguel Ortiz, José Pérez, Joel Rosales, Karla Rubilar, María Antonieta Saa, Frank Sauerbaum y Pedro Velásquez.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS.

El señor MELERO (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de Comités.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Reunidos los jefes de los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del diputado señor Patricio Melero, adoptaron hoy los siguientes acuerdos:

1. Tomar conocimiento de las tablas de la semana. 

2. Establecer, para la discusión del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, boletín Nº 7737-05, en tabla hoy, martes 21 de junio, un tiempo de cinco minutos por diputado.

3. Incluir en la tabla del jueves 23 de junio el proyecto de ley que regula el contrato de seguros, boletín Nº 5185-03, en caso de que no alcance a despacharse hoy.

4. Trasladar la sesión ordinaria del martes 5 de julio, en atención a la realización del seminario internacional “Los desafíos de un desarrollo integral en el marco de la celebración del bicentenario del Congreso Nacional”, a las 16.00 horas del mismo día.

5. Considerar sobre tabla, en la sesión de hoy, el proyecto de acuerdo que solicita a su excelencia el Presidente de la República formar una mesa de diálogo con los trabajadores de Codelco, división El Teniente, que ponga fin a la paralización de actividades.

-o-

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Farías. 

El señor FARÍAS.- Presidente, ojalá, la Mesa me explique por qué se va a limitar a cinco minutos la intervención por diputado sobre un proyecto tan importante como el del reajuste del ingreso mínimo mensual. Ese proyecto nos interesa a varios y el hecho de que se imponga esa limitación coarta la libertad de quienes desean exponer sus argumentos para aprobarlo o rechazarlo.

El señor MELERO (Presidente).- Señor diputado, la medida obedece a que el proyecto está calificado con “discusión inmediata”, vence el 21 de junio y los Comités, incluido el del PPD, en forma unánime, consideraron, para que pudiera hablar el mayor número de diputados, era necesario restringir el tiempo a cinco minutos, pues, de lo contrario, corresponderían dos discursos de cinco minutos a cada interviniente, pudiendo un diputado ocupar hasta diez minutos. Es una cuestión de economía, en cuanto a poder facilitar la mayor participación de señores parlamentarios en el debate. 

Todos los señores diputados tienen en sus escritorios una publicación editada por la Academia Parlamentaria, cuyos miembros me han pedido resaltarla como un elemento de estudio, pues contiene numerosos e interesantes artículos. 

Asimismo, quiero hacer ver a todos mis colegas que, en las respectivas páginas de la Cámara, está el programa oficial de celebraciones con motivo de nuestro bicentenario, que se inicia el domingo 3 de julio, en Santiago, con el izamiento del pabellón nacional, el Te Deum, y una gala artística.

Al día siguiente, lunes 4, en la mañana, aquí, en el Congreso Nacional, se llevará a cabo una conmemoración con participación de las máximas autoridades del país y de delegaciones extranjeras, y, a partir de las 15.30 horas, se inaugurará un seminario en el que intervendrá el ex Presidente de Brasil Luiz Inácio “Lula” da Silva. 

La Mesa invita, con el mayor afecto, a una activa participación a todos quienes integran el Parlamento -no hay que olvidar que somos la generación del Bicentenario- al acto solemne al que, además, están invitados todos los ex diputados y ex senadores, ocasión en que se entregará la medalla Bicentenario. Solicito que todos los señores diputados y señoras diputadas concurran a esos actos y programen actividades en sus distritos, de modo que el domingo 3, el lunes 4 y la mañana del martes 5 podamos tener la conmemoración que este Congreso merece por su historia.

V. FÁCIL DESPACHO

PRÓRROGA INDEFINIDA DEL FONDO DE DESARROLLO DE LAS TELECOMUNICACIONES. Modificación de la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones. Ter-cer trámite constitucional
El señor MELERO (Presidente).- En la Tabla de Fácil Despacho, corresponde pronunciarse sobre las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica la ley 
N° 18.168, General de Telecomunicaciones, de 1982, con urgencia calificada de “suma”.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín 
N° 7502-15, sesión 44ª, en 16 de junio de 2011. Documentos de la Cuenta N° 1.

El señor MELERO (Presidente).- El honorable Senado ha propuesto una modificación al respecto, en el sentido de incorporar, a continuación de la expresión “servicios de telecomunicaciones”, la palabra “preferentemente”, y una coma (,), después del vocablo “rurales”.

Para referirse a este proyecto, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra. 

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre las modificaciones del Senado en los siguientes términos:

El señor MELERO (Presidente).- En votación las modificaciones del Senado al proyecto que modifica la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, para extender la vigencia de Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, dándole un carácter indefinido en el tiempo. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 102 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobadas. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; 
Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Baltolu Rasera Nino; Barros 
Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; García-Huidobro 


Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez 
Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus 
Aracena Luis; León Ramírez Roberto; 
Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso 
Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve 
Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; 
Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón 
González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina 
Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling 
Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; 
Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristián; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Venegas Cárdenas Mario.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Farías Ponce Ramón.

El señor MELERO (Presidente).- Despachado el proyecto.

VI. ORDEN DEL DÍA

REAJUSTE DEL INGRESO MÍNIMO MENSUAL. Primer trámite constitucional.

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde considerar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el señor Joaquín Godoy.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 7737-05, sesión 43ª, en 15 de junio de 2011. Documentos de la Cuenta N° 2.

-Informe de la Comisión de Hacienda. Documentos de la Cuenta N° 8 de esta sesión.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor GODOY.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda informa, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, el proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual.

Respecto de las constancias reglamentarias previas, se hace constar, en primer lugar, que la idea matriz o fundamental del proyecto en informe consiste en reajustar el ingreso mínimo mensual y fijar los valores de la asignación familiar, a contar del 1 de julio del 2011.

En segundo lugar, que el articulado de esta iniciativa no contiene disposiciones calificadas de orgánicas constitucionales o de quórum calificado para los efectos de su aprobación.

En tercer lugar, que el proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los diputados presentes, señores Auth, Cardemil, Jaramillo, Jarpa, Macaya, Marinovic, Ortiz, Recondo, Rincón, Rosales, Schilling, Von Mühlenbrock y Godoy.

En cuanto a los antecedentes generales del proyecto, el mensaje hace hincapié en que, durante 2010, Chile dio muestras claras de reactivación económica, luego de la crisis que afectó al país y al resto del mundo durante 2009. El producto interno bruto creció a una tasa promedio de 5,2 por ciento durante ese año, esperándose una tasa cercana al 6 por ciento para 2011.

Asimismo, últimamente, el mercado laboral ha presentado fuertes signos de vitalidad, generándose, durante el 2010, un número de empleos que superan ampliamente la meta propuesta inicialmente por el gobierno. Con respecto al desempleo, en el último período, éste ha disminuido significativamente. La última tasa de desempleo nacional registrada es de 7 por ciento, alcanzando los niveles más bajos de los últimos años. No obstante lo anterior, aún existen altas tasas de desempleo en grupos vulnerables, como es el caso de mujeres y jóvenes menores de veinticuatro años del quintil más pobre, para quienes dicho indicador se sitúa en 32,4 por ciento y 53 por ciento, respectivamente.

Por otra parte, es importante tener presente cuáles son los sectores productivos afectados por los reajustes que experimenta el salario mínimo. De acuerdo a los datos emanados del seguro de cesantía, cerca del 75 por ciento de quienes ganan el ingreso mínimo laboran en micro y pequeñas empresas, y, por lo tanto, son ellas las más afectadas por este reajuste. Se destaca que en el país existen más de setecientas mil empresas de este tipo. 

Sin embargo, se plantea por el gobierno que es necesario continuar con una política de incremento del salario mínimo para no afectar las posibilidades de empleo de los grupos más vulnerables ni el desarrollo de las pymes, velando porque el salario mínimo mejore su poder adquisitivo y refleje los aumentos en productividad que ha presentado el mercado laboral; pero, por sobre todo, es importante velar por la empleabilidad de los trabajadores a los que justamente se pretende beneficiar.

Se hace presente también que, en abril de 2010, el gobierno, a través del ministro de Hacienda y la ministra del Trabajo y Previsión Social, anunció la creación de la Comisión Asesora Laboral y de Salario Mínimo, que definió criterios para la fijación del salario mínimo por el período julio 2010-junio 2011. Luego de recibir ese informe, en junio de 2010, se convocó a una segunda comisión, con representantes tanto del mundo académico como de los trabajadores y empleadores, cuyo fin era establecer un marco para la definición clara de los futuros aumentos en el salario mínimo. Dicha Comisión evaluó distintas estrategias para guiar el proceso de definición del salario mínimo.

La referida Comisión, en su informe final, consideró que es necesario velar por el buen funcionamiento del mercado laboral, ya que éste permite asegurar una fuente de ingresos a los hogares, sobre todo a los más vulnerables. Además, se estimó que, desde el punto de vista económico, variaciones en el salario mínimo deben estar alineadas con las variaciones objetivas que experimentan variables económicas fundamentales. Concluyó en que para abordar el reajuste en el salario mínimo deben considerarse las variaciones de productividad media del trabajo, la inflación pasada, los cambios anuales en los niveles de empleo y el ciclo económico. Tomando en consideración estas variables, la Comisión propuso un reajuste de 4,4 por ciento.

El proyecto modifica las siguientes disposiciones legales: la ley N° 18.987, que incrementa asignaciones, subsidios y pensiones que indica; el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contempla el Sistema Único de Prestaciones Familiares; y la ley N° 18.020, que establece subsidio familiar para personas de escasos recursos.

El proyecto incrementa el ingreso mínimo mensual de 172.000 pesos a 180.000 pesos, lo que equivale a 4,7 por ciento, porcentaje que será aplicable también al ingreso mínimo mensual de los trabajadores menores de 18 y mayores de 65 años y al ingreso mínimo mensual con fines no remuneracionales.

Se propone un reajuste, a contar del 1 de julio de 2011, con mayor énfasis en los grupos más vulnerables. En primer lugar, una variación de igual nivel que la propuesta para el ingreso mínimo mensual, tanto para el subsidio familiar destinado a personas de escasos recursos, como para el tramo más focalizado de las asignaciones familiares y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares y el subsidio familiar para personas de escasos recursos establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020. 

Por su parte, para el segundo y tercer tramo de asignación familiar y maternal, se propone un reajuste que contempla la variación del costo de vida desde el último reajuste y el incremento que han tenido en promedio las remuneraciones en el último período.

Con todo, se fija en 7.091 pesos mensuales por carga a los beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de 185.455 pesos; en 5.064 pesos por carga para los beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 185.455 pesos y no exceda los 307.863 pesos; y en 1.600 pesos por carga para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 307.863 pesos y no exceda de 480.162 pesos.

Por su parte, el subsidio familiar se fija en 7.091 pesos, a partir del 1 de julio de 2011.
Antecedentes presupuestarios y financieros:
A partir del 1 de julio de 2011, se fija el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años y hasta 65 años de edad en 180.000 pesos. 

Como consecuencia de lo anterior, se modifican los niveles de ingresos inferiores y superiores correspondientes al grupo C, a que se refiere el artículo 160 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley 
N° 2.763, de 1979, y de las leyes Nos 18.933 y 18.469, de 172 mil pesos a 180 mil pesos y de 251.120 pesos a 262.800 pesos, respectivamente. 

El costo total del proyecto de ley durante el segundo semestre del presente año asciende a 7.433 millones de pesos.

Para 2012, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de Presupuestos.

Respecto de la discusión particular, el artículo 1°, que eleva de 172 mil pesos a 180 mil pesos el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad, fue rechazado por 6 votos a favor y 7 en contra.

El artículo 2°, relativo las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, también fue rechazado por 6 votos a favor y 7 en contra.

Igual suerte corrió el artículo 3°, que fue rechazado también por 6 votos a favor y 7 en contra.

Por último, el artículo 4°, fue aprobado por unanimidad.

Es cuanto puedo informar a la Sala. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín.

El señor LARRAÍN (ministro de Hacienda).- Señor Presidente, haré una breve síntesis de un proceso que fue descrito de muy buena forma por el diputado señor 
Godoy, de cómo llegamos al punto en que estamos. 

El año pasado, cuando también discutíamos sobre el reajuste del sueldo mínimo de los trabajadores -el aumento fue de 4,2 por ciento- muchos honorables diputados, de gobierno y de oposición, nos pidieron que tratáramos de concordar con el mundo laboral, con la gente de las pymes y con el empresariado una fórmula de reajuste anual del salario mínimo. Hicimos el esfuerzo. Si sus señorías recuerdan, el año pasado llegamos con un informe de la Comisión Asesora Laboral de Salario Mínimo, informe que respaldaba la propuesta del Gobierno. 

En esa comisión asesora participaron tres representantes del mundo sindical, dos de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) y uno de la Unión Nacional de Trabajadores (UNT), a los que se sumaron representantes del mundo empresarial y académico, más los representantes del Gobierno. Luego de cinco meses de trabajo, consensuamos un documento que, a mi juicio, es muy importante y significativo. En esa oportunidad, y en forma unánime, establecimos una fórmula que, en términos simples, basó el reajuste en la inflación pasada -otra opción fue la inflación esperada- y en el aumento de productividad

Esa fórmula se aplicó este año y dio un reajuste de 4,4 por ciento. Es decir, aplicada esa fórmula, los 172 mil pesos pasaban a un monto aproximado de 179.500 pesos. Nosotros aproximamos la cifra a 180 mil pesos, y ofrecimos un reajuste de 4,7 por ciento.

Con todo, nosotros hemos escuchado y conversado con nuestros parlamentarios, con parlamentarios independientes, del PRI y de la Concertación. Todos nos han pedido hacer un esfuerzo superior. Ésta es la discusión de todos los años. “¡Por favor, hagan un esfuerzo superior!”, nos dicen. Por eso, ingresamos una indicación que aumenta el porcentaje del reajuste de 4,7 por ciento a 5,5 por ciento; es decir, estamos presentando un salario mínimo de 181.500 pesos. 

-Manifestaciones en las tribunas. 

El señor MELERO (Presidente).- Ruego a quienes concurren a tribunas mantener silencio. Todos son muy bienvenidos a esta Sala, pero les pido que respeten el debate. Está absolutamente prohibido hacer manifestaciones. Por eso, ayúdennos a tener un debate como corresponde. 

Tiene la palabra, señor ministro. 

El señor LARRAÍN (ministro de Hacienda).- Señor Presidente, ese 5,5 por ciento de incremento, equivale a 2,2 puntos por sobre la tasa de inflación acumulada en 12 meses; o sea, representa un 2,2 por ciento de aumento real.

Ustedes saben que el salario mínimo es diferenciado. Para los menores de 18 años y para los mayores de 65, va desde 128.402 pesos a 135.494. Éste es el mismo ajuste que recibirán el subsidio único familiar, la asignación familiar en su primer tramo y el ingreso tope del primer tramo. El segundo y tercer tramo, al igual que ocurrió en el año anterior, se reajustan por el IPC.

Estamos dispuestos a aumentar en 5,5 por ciento el salario mínimo. Hay que recordar que el año pasado se aprobó un reajuste de un 4,2 por ciento. Repito, se ha considerado un reajuste real, es decir, por sobre el alza del IPC, de 2,2 por ciento.

Muchas gracias.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Hago presente a los señores diputados que en sus respectivos pupitres electrónicos se encuentra la indicación que mencionó el ministro, para que la analicen en detalle.

En discusión el proyecto de ley.

Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, como dijo el ministro de Hacienda, éste es un ritual al que nos vemos enfrentados todos los años. Hay quienes, desde una visión tecnocrática, quieren que este ritual democrático no se lleve a efecto y que lo reemplace una fórmula, cuya aplicación aritmética evacue un resultado de reajuste.

En una sociedad como la chilena, con bajísimas tasas de sindicalización y participación de trabajadores en el proceso de negociación colectiva, por las restrictivas leyes que rigen este proceso, reemplazar la principal negociación colectiva que viven los trabajadores de Chile, que es la discusión del salario mínimo, a mi juicio, es un despropósito antidemocrático.

Debemos apuntar a elevar la tasa de sindicalización a los niveles de los países de la OCDE, con quienes nos acostumbramos a medir en otros aspectos. Midámonos también con ellos en un aspecto esencial de la democracia social, que es la sindicalización y la negociación colectiva.

La variación del salario mínimo -éste es un punto fundamental- no sólo impacta sobre los trabajadores que lo reciben, sino sobre el conjunto de la estructura salarial chilena. Porque el salario mínimo, en la práctica, es el piso sobre el cual se constituye la definición de salario en otros ámbitos. Chile es un país donde el salario mínimo representa el 64 por ciento de la mediana de los salarios. La distancia entre el salario mínimo y la mayoría de los salarios es bastante escasa. Por lo tanto, en la medida en que elevemos el salario mínimo, tenderemos a elevar el conjunto de la estructura salarial.

El salario mínimo se ha constituido en una herramienta básica de reducción de la desigualdad. Por consiguiente, en la medida en que se reajuste en niveles inferiores a los que crece el país, evidentemente, estamos retrocediendo en materia de reducción de las desigualdades.

Si el salario mínimo crece 5,5 por ciento y el país crece 6,5 por ciento, evidentemente, el quintil más pobre de la sociedad accederá a una proporción menor de los ingresos globales el próximo año. Es decir, si lo reajustamos sólo en 5,5 por ciento, como nos acaba de informar el ministro de Hacienda, evidentemente, el próximo año Chile será más desigual. Eso no lo podemos permitir como país, particularmente cuando estamos abordando la discusión del ingreso ético familiar. Tendremos que decidir cuánto del ingreso ético provendrá de la retribución digna y decente que recibirá el trabajador por su aporte al desarrollo y cuánto provendrá de los subsidios adicionales que entregará el Estado, reemplazando la necesidad del esfuerzo empresarial para retribuir dignamente el esfuerzo que hace el trabajador.

El salario mínimo debe crecer significativamente más que el crecimiento económico esperado el próximo año. Un 5,5 por ciento, que es menos que el crecimiento, lo único que hace es ampliar las diferencias sociales, en lugar de reducirlas.

Por último, el salario mínimo evidentemente busca aumentar la calidad de vida y el acceso a bienes básicos por parte del segmento más vulnerable de la sociedad. Digamos las cosas con claridad. Hoy la pobreza no está vinculada al desempleo, porque el 20 por ciento de los asalariados, que tienen un empleo decente, pertenecen al quintil más pobre de la sociedad.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, la Democracia Cristiána se va a oponer a la propuesta que hizo el Ejecutivo, porque creemos que están dadas las condiciones para hacer un esfuerzo mayor.

De hecho, en la propia Comisión -le consta al ministro de Hacienda-, plantee que no quedaba clara la lógica de la Comisión Asesora Laboral, que fue creada en 2010. Porque dicha Comisión, luego de considerar distintos parámetros técnicos, a los que el mensaje sólo se refirió en términos muy generales, hizo una propuesta al Ejecutivo de un guarismo y el propio Ejecutivo decidió mejorarlo en un 0,3 por ciento. Si bien esa mejora es muy pequeña, creemos que debe existir, al menos, una fundamentación para diferir de la propuesta que hizo respecto del salario mínimo la propia Comisión mandatada por el Ejecutivo 

Si el Gobierno tiene derecho a disentir de una Comisión que en forma técnica le preparó una propuesta, con mayor razón esta Corporación, que debe sancionar el ingreso mínimo, puede disentir de esa propuesta cuando ni siquiera la ha tenido a la vista o difiere, discrepa y no concuerda con los parámetros técnicos tenidos a la vista.

En otras palabras, si el Ejecutivo no está de acuerdo con su Comisión, ¿por qué nosotros debemos estar de acuerdo con la propuesta de dicha Comisión que, por cierto, es total y absolutamente insuficiente? Creemos que, perfectamente, se puede mejorar la propuesta del Ejecutivo.

Si el Ejecutivo pretende, simplemente, pasar rápido por esta Corporación, para llegar a un acuerdo en el Senado, con mayor razón tenemos el derecho a exigir que se mejore una propuesta que, a nuestro juicio, es total y absolutamente insuficiente.


Las proyecciones de inflación en nuestro país, aún corregidas, son superiores a lo que se ha estimado para este año. Puedo señalar un ejemplo que es por todos conocido y que dice relación con el tema de los combustibles y, por tanto, con el transporte, que incide fuertemente en los presupuestos de la familia. Incide tan fuertemente que cuando una empresa del Estado, como Ferrocarriles, anuncia la reducción de recorridos en San Fernando, Rancagua, Rengo y en otros lugares, la gente se molesta, porque tener un sistema alternativo de buses les es más oneroso para sus bolsillos, más aún si los costos del transporte han subido y siguen subiendo permanentemente en el país. Incluso, nuevamente se ha anunciado un alza de precios de los combustibles para el jueves de esta semana. 

En ese sentido, el Sistema de Protección de Precios de los Combustibles (Sipco), ideado por el Gobierno -desde un comienzo dijimos que eso no iba a funcionar- no ha sido capaz de mitigar en forma adecuada las alzas de precios de los combustibles. Sólo ese ítem, por no señalar otros, porque incide en el transporte y, por ende, en los productos de primera necesidad que consumen las familias, como los alimentos, es base suficiente para fundamentar que una propuesta de alza o aumento del salario mínimo en sólo un 4,7 por ciento es total y absolutamente insuficiente. Si a eso agregamos el otro argumento, que es de mínima ratio lógica: si el Ejecutivo tiene derecho a disentir con su propia comisión, porque no está de acuerdo con esa propuesta y, además, el salario mínimo tiene un componente político, tenemos ese mismo derecho en esta Sala.

Por eso, manifiesto mi oposición a este pequeño e injustificado aumento del salario mínimo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo 
Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, el artículo 3° del Convenio N° 131 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), establece que para determinar el nivel de los salarios mínimos se deben tener en cuenta la necesidad de los trabajadores y los factores económicos. Aquí se ha recordado que después de la discusión sobre el salario mínimo del año pasado, se hizo una recomendación para establecer una comisión de expertos que impida que cada año nos aboquemos a ello, es decir, es una especie de ritual en los mismos términos de siempre. Además, se informó que dicha comisión habría llegado a una regla que incluye inflación, productividad y tasa de desempleo, y que recomendó un reajuste de 4,4 por ciento. Pero es evidente que hubo diferencias en dicha comisión. De hecho, algunos de sus miembros se retiraron y no participaron del arribo a ese guarismo, porque una cosa es la fórmula y otra qué datos se incorporan para obtener un resultado. Sin embargo, habiéndose recomendado un 4,4 por ciento, sorprendentemente el Gobierno llega al Congreso Nacional con una propuesta de 4,7 por ciento. Es decir, negociaron consigo mismos. Lo más sorprendente aún es que continúan negociando consigo mismos, porque hoy el ministro nos informó que hay una indicación que mejora el guarismo de 4,7 por ciento a 5,2 por ciento. Sin duda, es la nueva manera de hacer las cosas. Lo que no toma en cuenta esa comisión, y al parecer tampoco el Gobierno, es que este debate se da en medio de un clima político y social que es ineludible tomar en cuenta, el cual ha sido creado por los propios actores que aquí se sientan a debatir sobre el salario mínimo. Cuando el Presidente de la República dice que lo que ocurre es que el país va bien, pero la política va mal, entonces pienso habría que cambiar la política. Pero, si el país va bien, ¿por qué el Gobierno no otorga un reajuste más significativo para lograr los objetivos que se supone tiene el salario mínimo? Entonces aparece la mezquindad respecto de los sectores sociales más postergados, que alcanzan a un millón de trabajadores que se benefician directamente de la fijación del ingreso mínimo.

Por otra parte, el Ejecutivo considera la cifra total de la inflación, pero no se hace cargo de que uno de sus componentes ha crecido más que todos los otros y se relaciona con el aumento en los precios de los alimentos y del transporte, cuestiones que inciden, de manera directa y muy importante, en la proporción total de quienes obtienen el salario mínimo. 

En consecuencia, a mi juicio, se trata de un reajuste claramente insuficiente y mezquino, por lo que no cabe sino rechazarlo, a fin de solicitar al Gobierno que haga un esfuerzo real y no de maquillaje para hacerse cargo de los problemas del país.

La incerteza de las cifras que componen la regla contrasta con la certeza del malestar que vemos en las calles y que parece no se percibe en La Moneda. ¿Con quién va a seguir negociando el Ejecutivo? ¿Lo hará consigo mismo, con la Cámara de Diputados o con el Senado? ¿Terminará de construir un acuerdo con los representantes de los trabajadores, en especial de la CUT? También debería responder eso, porque parte del rito es que el proyecto pasa por aquí, se espera que termine la sesión y se va al otro lado, al Senado, donde realmente se busca un acuerdo.

Por último, el Gobierno debe hacerse cargo de lo que dice el propio Presidente, ya que él lo dirige, en el sentido de que Chile está bien, pero la política está mal. Pero, cuando él señala que la política está mal, parece que no se da cuenta de que con ello también dice que el Ejecutivo está mal, porque la política es la ciencia del gobierno y de la ciudad. En ese sentido, dada la imprecisión con que él utiliza algunos términos, como ocurrió en una ceremonia a la que concurrió, donde descubrimos que fue Abel quien mató a Caín y no viceversa, convengamos en que, a lo mejor, no se dirigía al Gobierno cuando dijo que estaba mal, sino que al conjunto del sistema político. Por lo tanto, para que dicho sistema pueda mejorar, éste también tiene derecho a exigir hacerse escuchar y obtener los resultados que espera la ciudadanía.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero rectificar lo señalado por el diputado Rincón y recordarle que el aumento es de 5,5 por ciento, según planteó el ministro de Hacienda al inicio de la sesión, lo cual es distinto del 4,7 por ciento que él indicó y que se establece en la indicación presentada.

Cuando se habla del salario mínimo, sin duda es un tema que genera dificultad, debate y tensión. En ese sentido, la invitación que debemos tomar de una vez es ser capaces de ponernos de acuerdo en los criterios para determinarlo.

El año pasado, el diputado Javier Macaya, quien habla y otros colegas de la coalición por el Cambio presentamos un proyecto de acuerdo, después de la sesión en que se debatió el salario mínimo, para solicitar al Gobierno -y fue aprobado por la Sala- que estableciera e institucionalizara la comisión del salario mínimo u otra instancia que estimara adecuada, de manera que pudiéramos construir un debate sobre ciertos parámetros.

Como mencionó el diputado Schilling, el Convenio N° 131 de la OIT se refiere al salario mínimo, cuyo artículo 4°, número 1, señala: “Todo Miembro que ratifique el presente Convenio establecerá y mantendrá mecanismos adaptados a sus condiciones y necesidades nacionales, que hagan posible fijar y ajustar de tiempo en tiempo los salarios mínimos de los grupos de asalariados comprendidos en el sistema protegidos de conformidad con el artículo 1 del Convenio.”.

Por ello, pido a los diputados de la Concertación que nos pongamos de acuerdo con los criterios. Se ha señalado que el guarismo es insuficiente -siempre puede serlo- y que el Gobierno no está siendo generoso. Pero, ¿cuáles son los criterios? Entonces, para trabajar en eso nos debemos poner de acuerdo en los criterios, de cara a los trabajadores y al país.

El año pasado se formó una Comisión que hizo un aporte en esa materia y este año se creó otra más, integrada por representantes de los trabajadores.

Cuando hablamos del criterio del salario mínimo debemos poner en la mesa los que estimamos adecuados. El Gobierno ha planteado al menos dos de ellos en el debate: primero, la inflación. Cuando se habla de inflación, podemos referirnos a la pasada o a la esperada. Pero elijamos una. ¿O acaso vamos a hacer trampa, como en el “El Solitario”, y cada vez optaremos por lo que nos convenga? 

Definamos un criterio. En este caso, se está proponiendo inflación pasada, que se ha utilizado en muchos períodos.

Segundo criterio, productividad. Es muy difícil medir la productividad. Además, requiere acuerdo político, con los trabajadores y con los empleadores.

Algunos también han mencionado la realidad del desempleo, que considero importante. En la actualidad, 16 por ciento de los jóvenes menores de 24 años está desempleado y quiere trabajar, y el 8,7 por ciento de las mujeres se encuentra en igual situación. Si bien esta decisión no es la única determinante, también incide.

Por eso, señor Presidente, quiero hacer una invitación para que éste sea el último debate en que no fuimos capaces de ponernos de acuerdo en los criterios para construir el salario mínimo.

Los parlamentarios que me han antecedido en el uso de la palabra han criticado al Gobierno por no considerar el 4,4 por ciento y utilizar el 4,7 por ciento.

Quiero explicarles la razón. La aplicación del 4,4 por ciento significaba 179.553 pesos; en cambio, el 4,7, como lo ha hecho el Gobierno, significa fijar el ingreso mínimo en 180 mil pesos en esta primera etapa de discusión. Tiene lógica. ¡Hasta cuándo se ve o se busca otra intención detrás de algo tan práctico como es utilizar un porcentaje fácil de implementar!

En ese sentido, la comisión en que han participado hasta última hora representantes de los trabajadores, ha hecho una propuesta que significa un avance. Espero que en el futuro no sigamos debatiendo sólo un porcentaje, sino que seamos capaces de ponernos de acuerdo, como Parlamento, en los criterios para definir el salario mínimo, porque, de lo contrario, ésta será una invitación a un picnic de populismo.

Señor Presidente, para terminar, quiero valorar que el Gobierno haya flexibilizado su posición inicial, para que este aumento sea del 5,5 por ciento, que representa el 2,2 por ciento de incremento real. Es un avance. Espero que el acuerdo de la Cámara sea el mismo al que se arribe en el Senado.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, durante la discusión del ingreso mínimo, el señor ministro de Hacienda dijo en la comisión que Chile registra un índice de Gini de 0,55, lo que lo coloca como uno de los países más desiguales del mundo, en donde la diferencia entre quienes tienen mayores ingresos y quienes tienen menores ingresos es extraordinariamente alta, sobre 15 veces. Lo paradójico es que quienes menos ganan en Chile son justamente los que reciben el ingreso mínimo.

Por ello, es evidente que cualquier cosa que hagamos para aumentar el ingreso mínimo, con el objeto de disminuir esa brecha tan seria como es la desigualdad, es un tema que a todos nos debiera importar.

Señor Presidente, si el aumento del ingreso mínimo no disminuye la brecha entre quienes ganan más y quienes menos ganan, entonces no se me ocurre cómo disminuir esa desigualdad.

Es evidente que si, como Estado, se fija un ingreso mínimo que permita al trabajador subsistir en este país, estamos dando muestras de que vamos hacia un país más equitativo.

Por eso, cuando el país crece a un ritmo como el señalado por el ministro en la Comisión de Hacienda, o sea, sobre el 6 por ciento anual, y que en el último período estamos creciendo incluso más que China en términos reales, no se entiende que no se pueda traspasar ese incremento a quienes hacen posible ese desarrollo económico. No deben beneficiarse sólo las empresas y los emprendedores, sino que también deben recibir esos frutos los trabajadores.

Señor Presidente, tal como planteó el ex Presidente Lagos en las últimas reuniones que hemos sostenido, el problema más importante que tenemos como nación es la desigualdad en la distribución del ingreso. En la actualidad, la mayoría de los problemas que estamos viviendo en muchos ámbitos tiene que ver con esa tremenda desigualdad que existe en Chile, ya que mientras el país crece y pretende ser desarrollado en los próximos años, en que se procura que el per cápita aumente de 15 mil dólares a 25 mil dólares por persona en términos reales, no entrega ni distribuye esa riqueza entre quienes menos ganan. Me parece un despropósito.

Por eso, señor Presidente, lo que ha planteado con mucha legitimidad el mundo laboral, para incrementar el salario mínimo a 190 mil pesos, nos parece algo de justicia, algo razonable, ya que está en el camino de disminuir las desigualdades existentes.

Señor Presidente, se ha dicho que aumentar en forma importante el salario mínimo podría provocar un desempleo mayor. El mundo económico señala que ésta fue la causa que incrementó el desempleo a niveles relativamente altos durante el último período.

Sin embargo, señor Presidente, cuando uno revisa estos temas con otros economistas, se llega a la conclusión de que estamos en un país abierto a la economía mundial y a las recesiones, por lo que los problemas que afectaron el exterior han repercutido fuertemente en el empleo chileno, sobre todo cuando se trata del empleo precario.

Por eso, señor Presidente, lo lógico es ir disminuyendo las desigualdades, por lo que el sueldo mínimo debe aumentar en cada oportunidad, con el objeto de disminuir esa brecha.

Señor Presidente, la bancada radical está en contra incluso del planteamiento del ministro, el que, si bien es cierto, acerca posiciones, no es menos cierto que todavía está muy lejos de lo planteado por los trabajadores, cual es establecer un ingreso mínimo cercano a los 190 mil pesos.

Por lo tanto, señor Presidente, anuncio que votaremos en contra del guarismo propuesto por el Gobierno.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Godoy.

El señor GODOY.- Señor Presidente, los colegas de ambos sectores compartimos que nuestro primer objetivo tiene que ser la derrota de la indigencia y de la pobreza.

Cuando se compara la tasa de desocupación de los indigentes, de los pobres, pero que no son indigentes, y de los que no son pobres, uno se da cuenta de que el 51 por ciento de los indigentes no tiene trabajo, que casi el 26 por ciento de los pobres, pero no indigentes, no tiene trabajo, y que sólo el 7,9 por ciento de los que no son pobres está desempleado.

Por lo tanto, el primer factor relevante que debemos considerar es el efecto que tendrá el incremento del salario mínimo en el desempleo, ya que éste es clave para derrotar la indigencia y la pobreza.

En segundo lugar, debemos acabar con algunos mitos.

Aquí se ha hablado mucho respecto de quién paga el salario mínimo. Cuando uno ve la base del seguro de cesantía, se da cuenta de que el mayor porcentaje que paga el salario mínimo son las micro y las pequeñas empresas. En consecuencia, si hacemos un mal cálculo del incremento del salario mínimo, no se verán en problemas las grandes empresas, sino que las micro y las pymes, que contratan en mayor medida a gente de escasos recursos.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor MELERO (Presidente).- Recuerdo a las personas que ocupan las tribunas que no deben manifestarse, mucho menos en los términos en que lo están haciendo. Les ruego respetar el debate.

Puede continuar, su señoría.

El señor GODOY.- Gracias, señor Presidente.

Deseo incorporar un tercer punto en el análisis, que es muy relevante, cual es la productividad media versus el salario mínimo real. Cuando uno los compara, se da cuenta de que el salario mínimo real va muy por sobre la productividad media. ¿Qué quiere decir eso? Que se presiona de manera muy importante a aquellas pequeñas empresas con el salario mínimo y, por lo tanto, si hacemos un mal cálculo vamos a generar un desempleo muy importante. Si lo generamos, lo único que vamos a lograr es que haya más indigentes y más pobres en nuestro país, que es la pobreza que queremos derrotar.

Me quiero referir a alguno de los comentarios que han hecho nuestros colegas en la Sala.

El diputado Auth plantea que debemos compararnos con la OCDE. La verdad es que si nos comparamos con la OCDE, el salario mínimo como proporción de la mediana salarial, es decir, el promedio salarial de nuestro país, Chile está segundo, solamente por debajo de Francia.

El diputado Auth hablaba de que era poco democrático intentar tener una fórmula que permita el cálculo del salario mínimo sin tener esta pelea estéril permanente, porque todos estamos aquí con una sola intención: que exista un salario digno para nuestros trabajadores. Eso lo compartimos todos. No vivimos en otro planeta, sino que en éste. Cuando se hace el análisis y se escucha al diputado Auth, uno se da cuenta de que en la comisión, para calcular el salario mínimo, estaban incorporados todos los sectores, incluida la CUT, y lo dramático es que lo que acordaron y firmaron con la mano lo borraron con el codo. Finalmente, eso es negativo.

El diputado Rincón decía que ni siquiera el Gobierno hacía caso de esa fórmula. Por supuesto que el Gobierno la tomó en cuenta; la diferencia es que la CUT propone ahora el doble de lo que firmó. Eso es algo difícil de entender. 

Tanto el diputado Auth como el diputado Robles plantearon que el salario mínimo era fundamental para eliminar la desigualdad en el ingreso que había en nuestro país. Nadie en el mundo ha utilizado el salario mínimo para disminuir la desigualdad y cuando Chile quiso hacerlo en épocas del Presidente Frei tuvimos un desempleo de dos dígitos y que recién hoy hemos logrado destruir. Recién, hace un par de años, hemos logrado bajar los dramáticos niveles de desempleo que nos dejó el gobierno del Presidente Frei.

Para finalizar, el Gobierno está entregando un reajuste del salario real de 2,2 por ciento. Eso es ampliamente superior al salario real promedio que entregó la Concertación en los últimos veinte años.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, el incremento del ingreso mínimo mensual propuesto por el Gobierno para el período de julio de 2011 a julio de 2012 es de 172 a 180 mil pesos, lo que equivale a un incremento de 4,7 por ciento, porcentaje que será aplicable al ingreso mínimo mensual de los trabajadores menores de 18 años y mayores de 65 años y al ingreso mínimo mensual con fines no remuneracionales.

Algunos consideran -entre ellos el diputado Godoy- que el aumento de su nivel podría perjudicar la situación de empleabilidad de las personas más vulnerables y el desarrollo de las pymes. Además advierte que, de producirse el alza del salario mínimo, eso no debe afectar el dinamismo de la creación de empleo. Con eso, se instala en la opinión pública, como criterio técnico, el hecho irrefutable de que una excesiva alza de salario mínimo generaría desempleo y, por lo tanto, jugaría en contra de quienes se pretende beneficiar: los trabajadores y sectores vulnerables de la sociedad. Sin embargo, eso no puede ser un elemento de ninguna forma determinante por no existir estudios que corroboren en forma absoluta el famoso criterio técnico. Es más, su injerencia provoca diferencias en el diagnóstico dentro de la propia Comisión Asesora Laboral y de Salario Mínimo, donde existirían dos grupos que argumentan de forma contradictoria, logrando que la versión más ortodoxa se imponga por un tema de mayoría de expertos. Tal como se indica en una de las conclusiones del informe: “Un grupo que reúne al mayor número de integrantes, se inclinó por promover prioritariamente el empleo y, por lo tanto, postula que el reajuste de salario mínimo no debe alejarse de la inflación esperada”.

Por otro lado, no se considera un hecho que sí produce consecuencias directas para la creación o nacimiento de nuevas micro, pequeñas y medianas empresas, cual es que si se ven obligadas a pagar altos costos energéticos a las grandes empresas oligopólicas que, por medio de tarifas excesivas, alimentan sus propias ganancias y constituyen una importante limitante en materia de costos. Asimismo, no se puede dejar de lado el encadenamiento productivo al que están sujetas las microempresas, lo que les significa estar bajo la subordinación de las demandas de las grandes empresas y asumir los riesgos en materia de competitividad y ciclos económicos recesivos.

Tampoco se aborda en forma seria el tema principal, que dice relación con una política económica de largo plazo que verdaderamente apoye a las pequeñas y medianas empresas con miras a aumentar, por medio de una serie de instrumentos, su baja productividad. A mi juicio, debieran dotarlas de inyecciones de subsidios y de acceso real a nuevas tecnologías, que pudieran abordar sobre todo los costos energéticos. 

En definitiva, ¿los trabajadores nuevamente deberán postergar sus aspiraciones de un mejor salario por la indolencia de las grandes empresas y del Gobierno en el sentido de avanzar hacia una economía productiva, sólida y redistributiva, so pena de promover la creación de medianas y pequeñas empresas? ¿Seguiremos siendo un país rentista, cortoplacista con grandes empresas que devoran a las pequeñas? A mi juicio, eso no puede ser posible, pues el alza del salario mínimo no sólo no causa una mayor desocupación, sino que constituye un imperativo ético necesario y urgente, que logra garantizar en algo una existencia básica a los trabajadores.

Debemos aprobar la propuesta de 190 mil pesos mensuales presentada por la CUT.

(Aplausos)

En definitiva, se solicita un reajuste del salario mínimo que permita elevar su monto a 190 mil pesos, más un bono extraordinario de 40 mil pesos para los pensionados del INP, de la ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales y de las AFP 
-mujeres mayores de 60 años y hombres mayores de 65, con pensiones inferiores a 255 mil pesos-, destinado a compensar las alzas en los precios de los bienes y servicios básicos. Asimismo, el reajuste del monto de la asignación familiar y maternal.

Por eso, estamos por establecer el monto del salario mínimo en 190 mil pesos, más todas las otras propuestas señaladas, y no el monto planteado por el Gobierno. Por lo tanto, llamo a aprobar en general el proyecto para que exista reajuste.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, qué bueno que nos acompañan hartos ministros, porque les voy a leer unos recaditos.

“Si vamos a regatear un pedacito más o menos, dejaremos el país con las finanzas impecables, pero habremos perdido el respaldo”. No lo digo yo, sino el senador Espina. Y agregó: “Ha primado una visión economicista y, lo que es peor, con poco talento político para ver que las leyes tienen que transformarse en un hito”, y que se hacen en el Congreso Nacional. Pero es sabio el senador, pues además dice que “hay un excesivo celo economicista y una falta de preocupación por el contenido político de los proyectos”. 

No está presente la directora de Presupuestos, pero sí el ministro de Hacienda. El senador Espina dijo “La Dirección de Presupuestos (Dipres) se ha transformado en un obstáculo. Entiendo que su función es cuidar las platas del Estado, pero cuando se transforma en una especie de inspector policial que somete a los ministros a verdaderos interrogatorios, como si se fueran a robar la plata, retrasa el cumplimiento de las metas del Gobierno”. Lo dice el senador Espina. 

Además, le mandó un recadito al ministro: “El ministro no puede amenazar con lo que va a recortar o no. Este no es el gobierno de un ministro, es de una coalición y, por lo tanto, se debe acordar cómo se hace el proyecto”. Eso lo dijo hace pocos días el senador Espina. 

Huelga seguir conversando sobre la materia si nos encontramos debatiendo esta fórmula de reajuste. Al respecto, cabe recordar que se hizo un largo trabajo, que fue alabado por el ministro, y, sin embargo, a poco correr de los días, en el informe que nos entregaron se dejó de lado lo que estableció la respectiva comisión. 

¡Ya no sirve! ¡Trabajaron tanto, pero ya no sirve! 

Ayer se nos hizo una propuesta. El diputado Rincón se quedó con la proposición de Hacienda. Sin embargo, hace un rato, el ministro la subió a “luca” y media. O sea, esto se puede cambiar.

Espero que de aquí al término de la discusión hagamos, no tecnicismos -se habla de crecimiento, empleo, inflación pasada, inflación futura, productividad-, porque éste no es un tema técnico, sino humano. No puede ser. El propio Ministerio lo desconoce, al dejar de lado el trabajo de la comisión que formó para este efecto. 

Aquí muchos nos han expresado que el salario mínimo es muy alto y que provocará desempleo e inflación. Esto lo señalan los tecnócratas y las multinacionales. Pero, ¿qué dice la gente? Esto no es cierto; no hay evidencia empírica sobre los mencionados impactos. Aquí se debe actuar con equidad, y este salario mínimo, que es para los más pobres, claramente resulta insuficiente. 

El crecimiento económico esperado es de 5 y tantos por ciento, según el documento que nos entregaron. ¿Qué dijo ayer el Banco Central? Qué será entre 6 y el 7 por ciento.

Todos crecen; todos ganan, salvo La Polar, por supuesto. Pero ése es asunto de otros. A todo el mundo le va bien. 

¿O se trata -en esto queremos un compromiso, ministro- de la técnica de que el que divide, gana? Seguro que, así como aquí se aumentó la cifra, están guardando una “luquita”, o una “luquita” y media más para el Senado. Aumentó una “luquita” y media entre ayer y hoy porque conversaron con el PRI. No sé si han conversado con el diputado Marinovic; pero él no es del PRI, según me aclaran. 

Conversaron con el PRI. El PRI vale “luca” y media. A lo mejor, si el ministro acepta otra “luca” y media más, algunos podemos pensarlo. Y el Senado vale otra “luca”. No, los senadores ganan más y tienen un período de ocho años: dos “lucas”. Así podríamos llegar a 185 mil pesos, que es el piso mínimo para empezar a conversar. 

Me parece que la fórmula que se presentó no es la correcta, señor ministro. Se lo dijo el senador Espina y se lo manifestaron otros parlamentarios. No estamos hablando de tecnicismos. 

El país está creciendo. ¿Cuánta plata tenemos por el cobre -lo vimos ayer- y el impuesto a la renta? Miles de millones de dólares. ¡Lo único que hay en este país es plata! Repito: ¡Lo único que hay es plata! ¡Hay 40 mil, 50 mil ó 60 mil millones de dólares! ¡Cuánto cuesta “luca” y media más! ¿Para cuántos? Para la expresión ciudadana, sobre todo las mujeres, muchas de las cuales trabajan por el mínimo, ya sea en el campo o en otros sectores, ¡estamos mezquinando mil quinientos o dos mil pesos!

¿Cuánto se llevó La Polar? ¿Quién controló a La Polar? ¿Dónde estaban los ministros? ¿Dónde estaban los superintendentes? Están todos aquí, para la “luca” y media que le estamos negando a la gente.

(Aplausos en las tribunas)

Sabe qué más, ministro, el año pasado hablé del reajuste del cuchuflí. Esta vez la plata no me alcanzó para comprar cuchuflíes, sino para comprar una sustancia, que es mucho menos que un cuchuflí y se mueve. Yo pensé que íbamos a llegar a 185 mil pesos. ¡Con los 181 mil quinientos alcanza para una sustancita, de estas chiquititas! ¡Para esto me da, ministro!

¡No es lo que tenemos que hacer!

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Javier Macaya.

El señor MACAYA.- Señor Presidente, como aquí se mencionó, ésta es una discusión de todos los años, aunque de repente más condimentada, con algunos aspectos bastante curiosos y divertidos. 

Tenemos que ser capaces de avanzar en la materia, y en ese sentido, el rito y la tradición -también se señaló- son parte de nuestras responsabilidades parlamentarias. 

Pero no se debe dejar de lado lo asentado el año pasado y también en el presente con el proyecto sobre el particular. Es muy importante que como políticos y diputados, seamos capaces de avanzar en una lógica lo más objetiva posible y de cara a la ciudada-
nía.

Asimismo, resulta relevante mencionar 
-también se expresó acá- que las cifras de desigualdad en nuestro país son escandalosas, eso no es patrimonio de un sector político. Efectivamente, en Chile la desigualdad es algo ostensible, reconocido por todo el mundo.

No concuerdo -esto también se encuentra más o menos analizado- con que el ingreso mínimo sea una buena herramienta para combatir la desigualdad. ¿Por qué? Porque al final, aunque hablemos de 185 mil, 190 mil o 195 mil pesos, de todas formas existirá una desigualdad gigantesca. Y cuando las personas que perciben el ingreso mínimo lleguen a ganar en algún momento 200 mil o 210 mil pesos, nos encontraremos discutiendo de cifras igualmente escandalosas y manifiestamente desiguales respecto de las personas que perciben los ingresos más altos. 

En ese sentido, por mucho que lleguemos a una cifra mayor de reajuste, ésta de todos modos afectará las tasas de empleo de los sectores más vulnerables. En eso hay acuerdo.

Cuando nos referimos a la desigualdad existente entre un ingreso mínimo de 180 mil y los salarios más altos en Chile, en verdad la diferencia es alta. Pero existe una diferencia muchísimo mayor entre ser indigente, o sea, no tener empleo, y percibir los ingresos más altos en el país. Eso es muy importante. Lo señalo con una lógica empírica.

Entre 1998 y 2000, el salario mínimo aumentó en un promedio de 11,9 por ciento anual, y la tasa de desempleo en ese período pasó de alrededor del 6 por ciento -muy similar a la que tenemos hoy- a casi el 10 por ciento en 2000. 

Reitero, en la actualidad existe evidencia empírica respecto de que cuando generamos un aumento muy grande en el porcentaje de reajuste del salario mínimo, se produce un efecto directo en los empleos de menores ingresos.

Ello es relevante, y quiero decirlo bien claro: existe una diferencia muy grande entre no tener empleo y tenerlo, y entre la pobreza y la riqueza. Lo digo a propósito de que se habla de cambiar la cifra en comento sin criterios objetivos. 

Pienso que hay que volver a sentarse a conversar. Hago esa invitación. Asimismo, se deben plantear de antemano los criterios sobre la base de los cuales pretenden debatir la CUT y las demás organizaciones sindicales.

De igual modo, en esta discusión resulta muy importante intentar terminar con la lógica de “buenos y malos”. Podríamos caer en el mal criterio populista de requerir una cifra bastante mayor, pero debemos ser capaces de terminar con esa lógica. 

De verdad, me sentiría mucho más mal si, como consecuencia de este ambiente polarizado que muchas veces se da en discusiones como la que tenemos hoy, termináramos rechazando la indicación que acaba de presentar el ministro de Hacienda y el proyecto, lo que significaría mantener el actual monto del ingreso mínimo. Esa sería la consecuencia de rechazar la propuesta. Como manifesté, me sentiría bastante más mal con eso.

De igual forma, junto con terminar con la lógica de “buenos y malos”, resulta importante acabar con los mitos. La sindicalización y la negociación colectiva no es patrimonio de un sector ideológico de este país. La ministra del Trabajo, aquí presente, ha planteado que la negociación colectiva es una prioridad en la agenda legislativa. Para avanzar en la materia, hace algunos meses la señora ministra viajó a Washington junto a algunos diputados.

Reiteró, ésto no es patrimonio ideológico de un sector de nuestro país, en este caso, de la Izquierda. Es importante que Chile se dé cuenta de que tanto nuestro sector político y el gobierno del Presidente Piñera se hallan dispuestos a avanzar en esta materia. 

He dicho.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, el Gobierno propuso establecer el monto del ingreso mínimo en 180 mil pesos, lo cual implicaba un reajuste de 4,7 por ciento. Ahora, a través de una indicación, ha incrementado el reajuste en 1.500 pesos más, es decir, alcanzaría una cifra de 181.500 pesos.

Lo anterior corresponde, según señala el Gobierno, a una fórmula preacordada que considera productividad, inflación y tasa de desempleo. Esto, a partir de los criterios definidos por la Comisión Asesora Laboral y de Salario Mínimo. 

Un reajuste similar se aplica a las prestaciones familiares que contempla el proyecto. 

Sin embargo, en mi opinión, no se asumen otras consideraciones, pese a que es absolutamente necesario tomarlas en cuenta, como el vínculo con la línea de pobreza, una apreciación redistributiva y los factores de equidad. Todo ello no lo introduce una comisión técnica, sino la política, a partir de esa conversación sana que se tiene que dar entre opiniones distintas.

Entonces, ¿cuál es el punto de equilibrio entre un ingreso que, según algunos, no debiera afectar el empleo, particularmente el de los jóvenes menos calificados, pero que constituye un reconocimiento al aporte que hace el trabajo al enriquecimiento de Chile y al crecimiento del país? ¿Cómo se reconoce este aporte de los trabajadores? La idea de que -según algunos- afecta el empleo de los jóvenes, resulta ser una constante en la apreciación -lo digo con franqueza- que tiene la Derecha. 

Cuando se planteó el aporte patronal para el seguro de cesantía, se dijo que eso iba a afectar el empleo. Hace poco, el Gobierno se vanagloriaba y se vestía con ropa ajena respecto de la mejoría que significa en la remuneración de los trabajadores el pago del seguro de sobrevivencia e invalidez, en circunstancias de que eso se logró tras la aprobación de la reforma previsional llevada a cabo durante el gobierno de la Presidenta Bachelet; pero ahora, como el Gobierno se vanagloria de eso, por supuesto ya no afecta el empleo. ¡Qué cosa más extraña!

Entonces, pongámonos de acuerdo. ¿Cuál es el punto de equilibrio? Tenemos una economía en crecimiento, como lo ha señalado el Gobierno, con cifras de empleo importantes, con un aumento en ellas -al margen de la calidad del empleo-, con inflación controlada, con productividad mejorada; o sea, una economía en pleno desarrollo. Entonces, ¿cuándo es el momento en que los trabajadores se hacen parte de ese crecimiento? ¿Cuánto se considera su aporte a ese crecimiento? Precisamente, en esta conversación, porque no tenemos una auténtica negociación colectiva que permita a los trabajadores negociar sus condiciones laborales en forma directa. Garantizo a esta Sala que la discusión sobre el salario mínimo sería distinta si en Chile tuviésemos una auténtica negociación colectiva, con un auténtico derecho a huelga; pero eso no existe.

A quienes dicen que este tema no es un monopolio de la Izquierda o del progresismo, les quiero recordar que, en su oportunidad, el gobierno de la Concertación presentó en el Senado un proyecto que mejoraba en forma sustantiva la negociación colectiva. Pero, ¿qué sucedió? El entonces senador y hoy Presidente de la República, Sebastián Piñera, votó en contra de la idea de legislar. No es que haya votado en contra de determinado artículo, sino que lo hizo en contra de discutir el problema. Esas son las historias reales. Entonces, no nos pasemos más películas.

No existen mecanismos para que los trabajadores participen de las ganancias, porque la gratificación es un tongo, la negociación colectiva no existe y tampoco existe el derecho a huelga. Por tanto, si los trabajadores -perdónenme la expresión-, no van en la “pará” del enriquecimiento de las empresas, ¿cuál es el momento de mejorar sus condiciones? Precisamente, en esta conversación. 

Eso demuestra que esto no es un problema técnico, no es un problema respecto del cual una comisión -aun cuando respeto mucho a sus integrantes- nos va a señalar la fórmula de solución, sino que es un problema político. Ésta es una discusión política. Por eso, voy a votar en contra de la proposición del Gobierno, porque no se hace cargo del tema de fondo.
Señor Presidente, por su intermedio deseo formular la siguiente pregunta al señor ministro: ¿Sabe cuál es el tema de fondo? Que no hay un reconocimiento del aporte que hacen los trabajadores al enriquecimiento del país. Aquí sólo se protege a los ricos, sólo se protege a los que dan empleo; no hay una consideración hacia los verdaderos constructores de esa riqueza, que son los trabajadores. Por eso, esta proposición para aumentar el salario mínimo es mezquina, exigua y no da cuenta de la realidad. 

Por esa razón, no tengo otra alternativa que votar en contra de este proyecto de ley.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Miodrag 
Marinovic.

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, con ocasión del debate sobre el proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo, hemos hablado de criterios, fórmulas e instancias técnicas y también de comités técnicos; además hemos hablado de criterios para fijar algo que ya está establecido. Pero este es un tema económico, y quienes hemos estudiado economía entendemos que esta es una ciencia social que tiene un componente técnico, muy respetable y que sirve de base para tomar decisiones, pero el reajuste del ingreso mínimo, que es la principal negociación colectiva que tienen los trabajadores más modestos de este país, también tiene un componente político y social del cual tenemos que hacernos cargo los legisladores.

El primer criterio que quiero plantear acá es el del efecto redistributivo fundamental que tiene el salario mínimo sobre los más de ochocientos mil trabajadores que ganan menos en nuestro país. Si no existiera el salario mínimo, a esos más de ochocientos mil trabajadores se les pagaría menos de lo que hoy se está fijando a través de este guarismo. Por lo tanto, es fundamental que establezcamos un salario mínimo que contribuya al desarrollo de esos trabajadores.

Aquí se ha señalado que el aumento del salario mínimo puede significar desempleo y problemas. Entonces, ¿por qué no lo eliminamos? Esa podría ser la solución para terminar con el desempleo. Pero creo que ese no es el camino.

El segundo criterio dice relación con lo siguiente: soy de los que creen que es mejor entregar un buen empleo que dar un buen subsidio. Aquí se ha señalado que el ingreso hacia las familias más modestas de nuestro país llega a través de la red social, con una serie de otros incentivos, como son subsidios, platas, ayudas, etcétera; pero creo que el punto de partida fundamental para los trabajadores y las trabajadoras es tener un empleo con un salario al menos digno. Por eso, debemos fijar un salario mínimo que permita evitar los abusos que se producen de parte de los empleadores.

Otro criterio: en la Comisión de Hacienda se presentó una propuesta en el sentido de considerar que el salario mínimo debe tener una relación con el crecimiento del país. Aquí se ha señalado que el salario mínimo, de acuerdo con la última propuesta del Ejecutivo, debiera subir 2,2 por ciento real; pero sucede que el producto del país crecerá entre 6 y 7 por ciento. Por lo tanto, si el salario mínimo sube en una menor proporción al crecimiento del producto, se generará un efecto negativo en la redistribución del ingreso.

Valoro el esfuerzo que está haciendo el Ejecutivo, pero -como decía el diputado Lorenzini- el voto del diputado Marinovic no vale 500 pesos; vale más que eso. Esos 500 pesos significan 400 millones de pesos mensuales y 4.800 millones de pesos anuales, pero para favorecer a los trabajadores más pobres del país.

Por eso, creo que el esfuerzo debe hacerse en la Cámara de Diputados y no entregar al Senado la negociación, o sea, el broche de oro en relación con el reajuste del monto del ingreso mínimo a favor de tantos trabajadores.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER.- Señor Presidente, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) define el salario mínimo como el nivel de remuneración por debajo del cual no se puede descender y que, en cada país, tiene fuerza de ley y es aplicable bajo pena de sanciones penales u otras apropiadas.

La política de fijar un salario mínimo que permita cubrir al menos la línea de pobreza para una familia de cuatro personas, fue planteada hace algunos años por el obispo Alejandro Goic, a través de un llamado nacional por un salario ético equivalente a doscientos cincuenta mil pesos.

Claramente, la propuesta que hoy entrega el Gobierno está muy lejos de ese salario ético y también de lo que han planteado los trabajadores a través de la Central Unitaria de Trabajadores, es decir, un salario mínimo de ciento noventa mil pesos mensuales, que, a nuestro juicio, es el que debiera aprobarse.

Quiero referirme a algunas cuestiones que se han planteado en esta Sala. Primero, aquí se ha dicho que mientras menor sea el salario mínimo, mayor será la cantidad de trabajo disponible en el país. Es decir, en un país con las tremendas desigualdades que existen en Chile -lo corroboró el propio ministro en la Comisión-, se plantea repartir la pobreza entre los trabajadores. O sea, disminuir el salario para que otros puedan trabajar, pero ganando mucho más. 

Entonces, uno se pregunta, ¿dónde está el esfuerzo de los empresarios, que están ganando mucho más en una economía que está creciendo y que es bullante, según lo que ha dicho el propio Gobierno? ¿Qué pasa con los trabajadores cuando se enfrentan a la cruda realidad? Primero, existe un alza de precios que, en verdad, afecta de manera diferente a los más ricos y a los más pobres. Según los cálculos realizados por varios institutos, para los más pobres, la tasa relacionada con el alza de precios es de 7 por ciento. El aumento del ingreso mínimo que plantea el Gobierno está muy debajo de ese porcentaje. 

Para evitar que los trabajadores que ganan menos caigan debajo de la línea de la pobreza, en algunos países existe, por ejemplo, impuesto al valor agregado diferenciado para los alimentos, para otros productos de primera necesidad y para los remedios. Además, para muchos sectores de la sociedad, el transporte, la educación y la salud son gratuitos. Pero en Chile no ocurre lo mismo, puesto que los trabajadores, hablando en buen chileno, tienen que rascarse con sus propias uñas. 

¿Qué sucede, en otros casos, con los trabajadores más pobres, que tienen que vivir del crédito, recurriendo a las famosas tarjetas? A un trabajador le aumentan el salario, en el caso que nos ocupa, alrededor de 5,5 por ciento; pero cuando va a comprar a Paris, a Falabella o a La Polar, le cobran más de 50 por ciento de interés al año. Entonces, ¿por qué no se favorece a los trabajadores bajando el tope máximo de intereses que pueden cobrar esas empresas? Si estamos viendo que empresas como La Polar generan tantas utilidades con las estafas que realizan, ¿por qué no les otorgamos a los trabajadores que ganan menos un par de puntos más de reajuste, que se merecen con justicia? 

Al parecer, aquí estamos jugando una partida de póquer, porque ayer se habló de 4,7 por ciento, y hoy, de 5,5 por ciento, cuando de lo que se trata es de fijar un sueldo política y socialmente justo. El Gobierno piensa que es justo haber ofrecido 4,7 por ciento, y ahora, 5,5 por ciento, es decir, 1.500 pesos más. ¿Acaso es lo que merecen los trabajadores chilenos? Creo que ellos no deben ser objeto de este verdadero juego.

Por otra parte, se ha dicho que las mipymes …

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Señor diputado, ha terminado su tiempo.

El señor TEILLIER.- … tienen problemas para pagar el salario mínimo; pero jamás he escuchado tal cosa de los pequeños empresarios, porque el único y verdadero problema que tienen ellos son créditos muy caros para poder trabajar, generar más empleo y pagar mejores salarios.

He dicho.

-Aplausos. 

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Tucapel Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, tal como ha ocurrido en años anteriores, nos corresponde enfrentarnos a esta discusión que nos muestra el Chile real, actual, donde debemos pelear por lograr que se suba el porcentaje de este reajuste miserable para los trabajadores que ganan el salario mínimo y que lo único que hace es aumentar las desigualdades existentes.

Hace unas tres semanas, aparecimos liderando el ranking de la OCDE. Todos pensaron que estábamos primeros en algo; pero deberíamos sentir vergüenza, porque figuramos en el primer lugar de los países con la peor distribución del ingreso. Considero que lo único que hace este reajuste es seguir aumentando las desigualdades.

La pregunta que formulo es cómo terminamos con ellas. Hay economistas que dicen que el aumento del ingreso mínimo afecta el empleo. Pero otros economistas no piensan igual. De hecho, Iván Vuskovic, líder de los pequeños empresarios, en 2009 decía que a ellos les interesaba que los sectores más vulnerables, los trabajadores de menores ingresos, tuvieran ingresos dignos, porque así se reactivaba el consumo. Por lo tanto, no queda claro que esto pueda afectar el empleo.

Pasó lo mismo el año pasado con el reajuste del sector público, cuando dijimos que el 4,7 por ciento no iba a alcanzar para que las personas pudieran cubrir sus necesidades. Este año, sólo los alimentos han experimentado un alza que llega al 7 por ciento, sin contar las del petróleo, del transporte, etcétera. De manera que uno no logra entender por qué el Gobierno no quiere acoger la petición de la CUT, es decir, un ingreso mínimo de 190 mil pesos, monto que, si nos ponemos a pensar, tampoco soluciona el problema.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Ruego a los asistentes a los tribunas que guarden silencio para que pueda terminar su intervención el diputado señor Jiménez.

Puede continuar, señor diputado.

El señor JIMÉNEZ.- Asimismo, hace mucho tiempo que venimos discutiendo la posibilidad de establecer un sueldo ético familiar de 250 mil pesos. En realidad, nadie puede vivir con 190 mil pesos. 

(Aplausos en las tribunas)

Señor Presidente, por su intermedio quiero preguntarle al ministro qué vamos a hacer para ir terminando con las desigualdades. Si Chile está en la OCDE y esa organización nos considera el país con la peor distribución del ingreso, ¿cómo terminamos con las desigualdades? La respuesta no apunta a todos los empleos, porque, como dije, el líder de los pequeños empresarios dice que a ellos les interesa que los trabajadores más vulnerables, que suman alrededor de un millón de personas, tengan un sueldo más alto, porque de esa forma se reactiva el consumo. Entonces, no es válida la respuesta que nos entregan, en cuanto a que un salario mínimo más alto afectaría el empleo.

Detrás de todas las demandas ciudadanas que hemos conocido, relacionadas con el proyecto HidroAysén, con la educación, etcétera, está el sentimiento de que estas desigualdades se han mantenido durante muchos años. Considero que una manera de ir terminando con ellas es mediante sueldos decentes y dignos que permitan a las personas vivir y alimentarse. No se puede aumentar el ingreso mínimo en 5,5 por ciento, cuando el alza de los alimentos -sin contar, como he dicho, las alzas del transporte y el petróleo- alcanza al 7 por ciento. Es algo impresentable.

Todos los años sucede lo mismo: se trata de llegar a acuerdos en el Congreso Nacional, el ingreso mínimo se sube en un porcentaje en la Cámara; luego, el proyecto va al Senado. No obstante, seguimos con las mismas desigualdades. Por lo tanto, es el momento de escuchar a los trabajadores, representados por la CUT. Sus representantes están en las tribunas y han formulado una petición concreta: entregar, de una vez por todas, un sueldo decente a esos trabajadores para que sus familias vivan dignamente y mejoren su calidad de vida. Es la única forma de que sientan que el crecimiento del país también está llegando a sus hogares. Hablamos mucho de crecimiento, que el país crecerá al 7 por ciento, que este año crecerá al 6 por ciento; pero este crecimiento no llega a los sectores populares. Es lo que tenemos que lograr, y una forma de empezar a actuar con equidad es entregando un reajuste digno a los trabajadores más vulnerables del país.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra al diputado señor José 
Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el jueves recién pasado, los trece miembros de la Comisión de Hacienda de la Cámara estuvimos alrededor de cuatro horas analizando el proyecto que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual. Considero que es bueno que conozcan, especialmente los dirigentes sindicales que están en las tribunas, la visión de un diputado que participó durante toda la discusión del proyecto.

En primer lugar, ¿qué planteó el ministro de Hacienda? Que el año pasado se había formado una comisión para que evaluara el procedimiento que se utilizaría para fijar el ingreso mínimo. Con mucha seriedad y responsabilidad, quiero expresar que el ministro manifestó que este salario mínimo debe ir asociado a productividad, inflación y tasa de desempleo. 

El presidente de la CUT, Arturo Martínez, dijo que dicha Comisión se formó para explorar los parámetros económicos que permitieran iniciar las conversaciones sobre el tema entre el Gobierno y la multisindical, y que en ningún caso era para reemplazar la negociación política tendiente a fijar el monto del salario mínimo.

Planteo esto, porque se dice con mucha firmeza que si sube el salario mínimo, se generará desempleo. ¡Falso, de falsedad absoluta! Es una falacia decir que el salario mínimo lo paga la pyme y mipyme; la inmensa mayoría de las grandes o medianas empresas pagan el salario mínimo a través de filiales subcontratistas, es decir, están torciendo el sentido de la ley.

Entonces, seamos sinceros y hagamos claridad sobre el tema. La semana pasada se informó que los ingresos tributarios subieron en casi 25 por ciento. Asimismo, la proyección del Banco Central en relación con el crecimiento del país para este año, supera el 6 por ciento.

El ministro de Hacienda reconoció que en los gobiernos de la Concertación, específicamente a partir de 1996, hubo un aumento de más de 60 por ciento real del salario mínimo. Su inquietud, como economista, apuntó a que el aumento del salario mínimo era superior al incremento de la productividad.

Pero ocurre que ahora esa explicación no corre, porque la productividad subirá más del 6 por ciento, a lo que se suma que los ingresos tributarios son los más espectaculares de que se tenga conocimiento. 

La semana pasada se vendió el 30 por ciento de las acciones de Aguas Andina que estaban en poder del Estado, el cual se quedó sólo con el 5 por ciento. Con eso, ingresarán al erario casi mil millones de dólares más; es decir, plata no falta.

Es efectivo que el salario mínimo no tiene gran efecto sobre el gasto del Estado. 

La inmensa mayoría piensa que si no hubiera salario mínimo, algunos recibirían apenas cien mil pesos de sueldo. Ésa es la verdad. Por eso quiero ser claro y categórico: lo dijimos el jueves pasado, cuando analizamos profundamente el proyecto y expresamos que éste es el momento de la verdad, de que el Gobierno se preocupe no sólo del éxito de los empresarios, sino también de la gente que gana el salario mínimo.

Si existen grandes ingresos tributarios, significa que todas las empresas están bien y que sus utilidades son tan grandes, que están tributando como corresponde.

Me impacta mucho ver un lienzo del Lider en las tribunas. Ocurre que dicha empresa se vanagloria de su éxito financiero, pero no se lo traspasa a sus trabajadores, muchos de los cuales ganan el salario mínimo. 

Por eso, en nombre de los 19 diputados democratacristianos, anuncio que, tal como hicimos en la Comisión de Hacienda, votaremos a favor la idea de legislar -de lo contrario, no habría ley el 1 de julio próximo-, pero estamos en contra de los 180 mil pesos propuestos por el Gobierno. Queremos un ingreso mínimo de 190 mil pesos y estamos de acuerdo en el financiamiento del proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Recondo.

El señor RECONDO.- Señor Presidente, algunos colegas plantean, con cierta razón, que este debate del salario mínimo se ha transformado en una especie de rito muy similar todos los años, en que al final la Sala termina debatiendo el guarismo más que los temas de fondo, y diputados justifican su posición señalando que se trata de un problema político y que, por lo tanto, el debate no debiera ser técnico.

Pero hacer un debate político no significa necesariamente que él carezca de alguna coherencia mínima. Lo digo por lo siguiente: el diputado Andrade, quien fue ministro del Trabajo en el gobierno de la Presidenta Bachelet, señala que una razón muy importante para elevar el salario mínimo a los niveles que él sugiere dice relación con que es un instrumento muy fundamental para combatir la enorme desigualdad que existe todavía en el país y la inequidad existente en materia de ingresos, aspecto que ha generado plena coincidencia en la Sala.

En eso, obviamente todos estamos de acuerdo: éste es un país muy desigual. Pero hay que ser coherente cuando se plantea que el salario mínimo es el instrumento por el cual podemos resolver en parte la desigualdad, porque perfectamente pudieron haberlo hecho cuando tuvieron la responsabilidad de utilizar ese instrumento en ese sentido. Pero la realidad es que en los cuatro años del gobierno de la Presidenta Bachelet -durante dos o tres de los cuales el diputado Andrade fue ministro del Trabajo-, el promedio del reajuste del salario mínimo fue de 1,98 por ciento real; repito, 1,98 por ciento real.

El segundo proyecto de reajuste del salario mínimo que le corresponde enviar al Presidente Piñera al Congreso Nacional, considera 2,75 por ciento real promedio de crecimiento.

(Manifestaciones en las tribunas)
Lo único que pido es que, si se trata de un debate político, como han planteado algunos, no pensemos que este tiene que ser necesariamente incoherente y demagógico. Lo digo porque los que sostienen que el salario mínimo es un instrumento importante para mejorar la situación de la equidad, pudieron haberlo utilizado en su oportunidad o haber pensado lo mismo cuando tuvieron responsabilidades importantes en este país; sin embargo, no lo hicieron o no lo consideraron así.

(Manifestaciones en las tribunas)

Por lo tanto, ahí visualizo un cambio en la posición o una incoherencia en el planteamiento.

Del mismo modo, resulta poco coherente plantear que el establecimiento del salario mínimo en los niveles que propone el Ejecutivo es una defensa de los ricos. Las cifras dicen algo completamente distinto: el 75 por ciento de los que reciben el salario mínimo en Chile trabajan en la pequeña y micro empresa. Lamentablemente, por distintas razones, ellas concentran la mayor cantidad de trabajadores que reciben salario mínimo.

Entonces, lo coherente es señalar que el proyecto considera una preocupación primordial por mantener el empleo.

En la Comisión, el diputado Schilling hizo una propuesta razonable que me gustaría recoger. Se preguntó por qué no somos más creativos y planteamos en el debate un salario mínimo diferenciado.

(Manifestaciones en las tribunas)

De esa manera, podríamos ofrecer un salario mínimo menor a los jóvenes, segmento donde está concentrado en mayor medida el desempleo. Eso tendría una consecuencia muy relevante.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, no deja de sorprender escuchar lo dicho por el diputado que me antecedió en el uso de la palabra, porque no fue la Concertación la que mintió al país al ofrecer un cambio, al decir que le cambiarían la vida a los chilenos, al hablar de un sueldo ético y de terminar la delincuencia. ¡Se dijeron tantas cosas y muchos chilenos creyeron en ese cambio!

Sin embargo, hay que ver la realidad de la gente. Tal vez, el señor ministro no la conoce. Por eso, señor Presidente, por su intermedio le pregunto si sabe cuánto cuesta medio quintal de harina, que es lo que se usa en el sur para alimentar a la familia -se me ocurre que el diputado Recondo tampoco sabe, a pesar de que es del sur-: medio quintal de harina cuesta veinte mil pesos. Las cuentas de la gente humilde suben todos los meses. Un núcleo familiar de cuatro o seis miembros, paga 30 mil o 40 mil pesos de luz al mes; por el agua, 20 mil o 30 mil pesos. A esto hay que sumar los gastos en alimentación. Sólo en estos tres ítems se va un sueldo mínimo. Por eso, proponemos buscar alternativas para mejorar esas condiciones.

El Presidente Piñera, en su discurso del 21 de Mayo, habló puras maravillas del país, que está en el paraíso, que crece económicamente y que es un ejemplo para Latinoamérica. Bueno, demostremos eso con cosas concretas, con hechos. Incluso, la petición de la CUT de un sueldo de 190 mil pesos no alcanza para que viva una familia humilde. Lo dije públicamente hace algunos días.

Si hablamos de un paraíso y de que somos los jaguares de Latinoamérica, en Chile ninguna familia debería ganar menos de 200 mil pesos mensuales como mínimo.

(Aplausos)

Afirmo esto con responsabilidad. No sé por qué los diputados de enfrente se ríen de mis dichos. No me insulte, diputado Rojas. Por eso, sugiero que …

El señor MELERO (Presidente).- Diríjase a través de la Mesa, señor diputado.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Por su intermedio, señor Presidente. 

Sugiero que cuando se trate el proyecto de reajuste del sector público, no votemos cuando nos toque tratar el nuestro, porque es indignante. Si la gente de las tribunas y la del resto del país supiera cuánto es el reajuste de los 120 diputados y de los 38 senadores, sería más indignante. Entonces, no nos hagan hablar.

(Manifestaciones en las tribunas)

Este aumento, ofrecido por el gobierno del Presidente Piñera -quien prometió un cambio a todos los chilenos-, es insuficiente.

Aquí se expresó que los reajustes del ingreso mínimo durante la Concertación fue de tanto y tanto -siempre citan las cifras-; pero si queremos hacer historia, recordemos cuánto ganaba un trabajador en 1990; recordemos la miseria que se pagaba a los trabajadores del PEM y del POJH cuando otros dirigían los destinos del país.

Hacer historia sobre los períodos recientes es muy fácil. Por eso, miremos hacia atrás. Hubo un momento en que la Concertación se atrevió y un ministro presentó un aumento del salario mínimo que bordeó los dos dígitos.

Si el país crece y el Presidente de la República anda diciendo en el extranjero lo bien que estamos, ese hecho debiera traducirse a favor de ese millón de trabajadores que compra mes a mes, ni siquiera en el supermercado, sino en el negocio de la esquina, a precios mucho más elevados.

En nombre de esos trabajadores que todas las semanas compran en el negocito de la esquina, llamo a mejorar este guarismo y a otorgar un mejor salario mínimo.

Por eso, voy a votar en contra la propuesta del Gobierno, como lo hará, según entiendo, la gran mayoría de los diputados de mi bancada.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo expresar mi agrado por la última operación renta, la que significó un aumento de 25 por ciento de los ingresos del erario, lo que representa más o menos 3 mil millones de dólares más. Eso 



quiere decir que hoy Chile es más rico. Si las empresas rentan más, es porque están ganando más. Por lo tanto, los trabajadores pueden aspirar a algo más -no a lo que se les ofrece hoy-: a un sueldo mínimo decente.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor MELERO (Presidente).- Ruego a los asistentes a las tribunas guardar silencio.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, ayer el Banco Central entregó a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional un informe sobre política monetaria, en el que se afirma que las proyecciones de crecimiento de la economía para el presente año se sitúan entre 6 y 7 por ciento, y la inflación, a niveles cercanos al 4 por ciento. Luego, cuesta entender por qué el salario mínimo que ganan cientos de miles de chilenos, precisamente los más pobres, se sitúa en un porcentaje cercano al de la variación de la inflación y no al del crecimiento que experimenta el país.

Aquí hemos escuchado en infinidad de ocasiones que la principal forma para superar la pobreza es que las personas tengan empleo. Pero eso no basta; además, es necesario que las remuneraciones, en el lenguaje de la Organización Internacional del Trabajo, sean adecuadas a la realidad del país. Hoy Chile es más y puede más. Por lo tanto, se debe tener en consideración que miles de familias de chilenos que nos están escuchando contarán, de aprobarse la iniciativa en los términos actuales, con cinco mil o seis mil pesos más. Eso no puede ser.

Si el país está creciendo y tiene medios, es hora de que se diga a las empresas que suban el salario de sus trabajadores en lo que corresponde, para salir de una vez por todas de la pobreza. Eso es lo que quiere esta bancada; eso es lo que quiere la Oposición, con el respeto que se debe al oficialismo.

Es menester realizar un esfuerzo como país. Para terminar con la pobreza no bastan los subsidios estatales; también es necesario entregar salarios dignos y decentes.

En la Comisión de Hacienda rechacé los guarismos ofrecidos por el Gobierno, pues son insuficientes para el logro de estos propósitos. La fijación del ingreso mínimo dice relación con el derecho que les asiste a los trabajadores como retribución a su aporte al crecimiento de los entes productivos. Quienes ganan menos son los que están haciendo el aporte para que seamos más.

Los guarismos propuestos hoy mediante indicación son insuficientes para lograr un verdadero ascenso en el nivel de vida de los chilenos que tienen menos. Por eso, votaré en contra de la propuesta del Ejecutivo.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero aclarar que los diputados somos mandatarios del pueblo y, en la Cámara, férreos defensores de sus intereses, sueños y anhelos. Por lo tanto, no podemos hacernos cargo de lo que dice una comisión asesora del Gobierno, constituida por personas que, por cierto, no ganan el sueldo mínimo. 

(Aplausos)
Según la Cepal, este año el IPC de los pobres -es decir, de quienes ganan menos de 250 mil pesos mensuales-, será del orden del 11 por ciento en Chile. ¿Por qué? Debido al alza del precio del transporte, de los alimentos y de las cuentas de servicios básicos, como la energía eléctrica y el agua potable. Ello, motivado no sólo por circunstancias internacionales, sino porque el Gobierno no quiso escuchar que el Sistema Protección al Contribuyente del Impuesto Específico a los Combustibles (Sipco) no iba a funcionar para evitar el alza del precio de los combustibles y, en vez de rebajar el impuesto específico, insistió con un mecanismo que no ha dado resultados, debido a lo cual la inflación para las familias más pobres será del orden del 11 por ciento.

El diputado Carlos Recondo dijo que el tema del salario mínimo no es político, sino técnico. Señor Presidente, por su intermedio le digo a ese colega que no tengo dudas de que se trata no sólo es un tema político y técnico, sino más bien ético. Lo digo, porque no tengo moral para votar a favor un reajuste de sueldo mínimo que, en la práctica, significará que los trabajadores verán disminuido su poder adquisitivo, porque dicho guarismo es inferior al IPC de los pobres para este año. 

(Aplausos en las tribunas)

Reitero, según la Cepal, todos quienes ganan el sueldo mínimo tendrán un alza en el costo de vida de 11 por ciento, y este Gobierno pretende que en la Cámara aprobemos un reajuste un poco superior al 5 por ciento, es decir, casi la mitad de lo que les aumentará el costo de vida. Ése no es un tema técnico ni político, sino ético, y no tengo moral para aprobar el sueldo mínimo que propone el Gobierno.

(Aplausos en las tribunas)

Se ha dicho que otro porcentaje va a significar un caos para las pymes. Lo que la gente nos reclama en las calles es que, de una vez por todas, legislemos sin miedo sin temor y; además, sin dejarnos amenazar con falacias, porque el problema de las pymes es que cuando van a pedir un crédito, tienen que demostrar que no lo necesitan; de lo contrario, no les prestan la plata, o si lo hacen, los intereses son verdaderamente usureros, que les impiden crecer y crear más empleos. 

Los problemas de las pymes tienen que ver también con sus clientes, con las grandes empresas, esas mismas que, muchas veces, abusan de sus empleados, que les pagan menos del mínimo, que operan con trabajadores part-time, como lo han señalado quienes se desempeñan en el Líder, algunos de ellos se encuentran en las tribunas. Ese mismo supermercado también tiene como verdaderas esclavas a las pymes que les proveen bienes y servicios. Ése es el problema de las pymes; no el ingreso mínimo. 

Por eso, quiero decirle al señor ministro que, si queremos resolver los problemas de los pequeños empresarios, no lo hagamos con el estómago de los trabajadores, sino generando condiciones justas de acceso al crédito y posibilidades de realizar sus negocios, como corresponde. Hoy, demos una señal clara de que, a lo único que le podemos tener miedo es a la injusticia y a que la clase trabajadora siga pasando penurias, con el alza de las cosas y el estancamiento de los sueldos. 

Por eso, los democratacristianos vamos a rechazar la propuesta de sueldo mínimo planteada por el Gobierno.

He dicho.

-Aplausos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a los dirigentes sindicales y a los trabajadores presentes en las tribunas, entre ellos, a la delegación de la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (Anamuri), integrada también por dirigentas de Atacama.

Si el monto del ingreso mínimo no tiene un efecto dramático en la calidad de vida de los trabajadores en general, podría asumirse como una suerte de ironía, de frivolidad o de burla acerca de las necesidades de la gente. 

Sin duda, el salario mínimo marca tendencia respecto de los salarios en general, toda vez que, por una legislación laboral, se le quitó peso a la sindicación y, por consiguiente, a la capacidad de negociación de los trabajadores. Es casi la referencia que tienen miles y miles de trabajadores para defender sus intereses frente al empresario. 

Si tomamos nota de eso, el salario mínimo es un elemento significativo respecto de la calidad de vida de los trabajadores hacia el futuro. 

Se ha planteado que éste no es un debate político y que no debe ideologizarse con una mirada. Pero hoy no hay nada más ideológico que el discurso que defiende a ultranza los intereses de las grandes transnacionales y del empresariado; no hay nada más ideológico que imaginarse que la polarización -entre ricos y pobres- en la distribución de la riqueza es intocable, porque si de verdad se la quiere afectar -un rico que vive como promedio mejor que el rico de Estados Unidos y un pobre que vive en peores condiciones que un país sudafricano-, entenderíamos que el mecanismo de fijar ingresos mínimos que se vinculen a la posibilidad real de salir de la pobreza sería una medida no sólo política y económica, sino también humanitaria. 

Por ello, hay que preguntarse si conviene que el ingreso de una familia, para estar sobre la línea de pobreza, supere la cifra que años atrás entregara el obispo Goic, es decir, los 250 mil pesos.

¿Qué pasa con la gran cantidad de hogares, cuyo único ingreso es el de una mujer, es decir, de una jefa de hogar que trabaja y tiene ingresos que la mantienen en situación de pobreza? 


Por ello, el debate debe hacerse de cara a la realidad, asumiendo cada uno la responsabilidad de qué se pretende legislar. 

Con este mecanismo, se trata de buscar un recurso real para sacar a las familias de trabajadores de la pobreza, a fin de dignificar y elevar su calidad de vida. 

El reajuste que se plantea sólo cubre parte de la pérdida del poder adquisitivo de una gran cantidad de familias que deben cargar con el alza de precios de la canasta alimentaria y de los servicios que se encuentran obligados a usar. 

Cuando se da la oportunidad de debatir, una iniciativa que fija un el ingreso mínimo que ayude a superar esta situación, cada uno debe tomar posición y desenmascararse frente a la comunidad. 

Debemos terminar con la idea de que sólo cabe proteger a la llamada macroeconomía, que figura con indicadores que parecen muy respetables, pero que se logran sobre la base de un tremendo desequilibrio con la microeconomía; mejor dicho, de la forma de vivir de gran cantidad de familias de trabajadores.

Por ello, desde esa perspectiva, en forma clara y directa, los diputados del Partido Comunista van a rechazar este proyecto, que me parece bastante elemental. Con la cifra propuesta por el gobierno alcanza para menos de un kilo y medio de pan. Ante la disminución del poder adquisitivo de los trabajadores debemos proteger sus intereses y exigir que el salario mínimo se aproxime a resolver la extrema pobreza en que se mantienen muchas familias de trabajadores.

Por ello, insisto, rechazamos este proyecto y nos pronunciamos en beneficio de, a lo menos, el planteamiento de la Central Unitaria de Trabajadores.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.


El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, varios parlamentarios han dicho que Chile tiene el triste ranking de ser uno de los países más desiguales del mundo, incluso, de América Latina, donde los niveles de ingreso son muy bajos. Pero, no se ha señalado con suficiente nitidez que esta desigualdad es porque la rentabilidad y las tasas de ganancias de las empresas, sobre todo de las grandes, son las más exorbitantes que puedan existir. Los bancos, el retail y otras tienen utilidades verdaderamente indecentes; riqueza que no distribuyen entre sus trabajadores, lo que es muy grave.

(Aplausos en las tribunas)

Un dato que entrega la Cepal: en este país el 74 por ciento de los ocupados en el sector privado son asalariados contratados bajo la modalidad de subcontratación de servicios transitorios y de suministro de personal. Probablemente así ocurre con muchos de los trabajadores que están en las tribunas,…

(Aplausos en las tribunas)

…a los cuales se les paga el ingreso mínimo o apenas un poco más, porque esas empresas abusan y esquilman a sus subcontratistas hasta un grado absolutamente indecoroso. ¿Entonces, cómo no va a ser importante, señor ministro por su intermedio, señor Presidente, subir el salario mínimo para que la rentabilidad de esas empresas se traduzca o refleje en una verdadera distribución de sus enormes utilidades, por ejemplo, en la minería, en los sectores de la pesca, bancario y financiero? En todos, la subcontratación es la principal contratación de Chile y, sin embargo, las riquezas no se distribuyen. Es muy importante que el incremento del salario mínimo sea justo y acorde con las tasas de rentabilidad de las empresas.

Por eso, vamos a pedir que el reajuste del ingreso mínimo sea, por lo menos, un 10 por ciento, porque no es posible que se sigan pagando salarios mínimos que no son redistributivos, como lo ha planteado especialmente la Central Unitaria de Trabajadores.

(Manifestaciones en las tribunas)

Hoy, necesitamos un reajuste acorde con el desarrollo del país, con su tasa de crecimiento, y el salario mínimo que ofrece el Gobierno es absolutamente exiguo. Por eso, reitero, vamos a votar en contra de lo propuesto.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Alinco.

El señor ALINCO.- Gracias, señor Presidente.

Vengo del mundo obrero, sindical; por eso, mi discurso sobre este reajuste va a ser similar al del año anterior y al del anterior, porque jamás se ha considerado la opinión de los trabajadores chilenos ni se les ha fijado un sueldo razonable y digno.

Hoy tengo contradicciones. Soy un diputado de Oposición que en la administración anterior tampoco estuvo de acuerdo con los reajustes de nuestro gobierno, porque, repito, los trabajadores, desde hace mucho tiempo, no han sido escuchados. Pero, también es responsabilidad del movimiento sindical. De una vez por todas debe terminar la división que existe allí y, así como la CUT es considerada, también deben serlo las otras centrales unitarias.

(Aplausos y manifestaciones en las tribunas)

Digo que estoy confundido y que tengo contradicciones, porque los argumentos que entregó el anterior gobierno durante la discusión del proyecto son los mismos que escuchamos hoy. Los ministros de Hacienda -lo digo con respeto- cambian de nombre, de apellido, de rostro, pero el discurso y las políticas económicas y salariales son iguales. Por lo tanto, aquí tenemos un problema de fondo: el sistema económico imperante en Chile no considera a los factores fundamentales en toda economía: los trabajadores y las trabajadoras.

Por consiguiente, aquí hay una sola forma de revelar y representar la opinión de los trabajadores chilenos: el rechazo del proyecto. Pero, también debe quedar claro que no podemos seguir en este Hemiciclo pronunciando discursos demagógicos, cuando, a veces, tomamos acuerdos en la oficina del lado.

Si bien el Gobierno ha hecho una propuesta que no es suficiente, también debemos considerar que el monto del sueldo no puede ser uno solo en Chile. Si en Santiago, en la Región Metropolitana, en el centro del país, el reajuste del sueldo mínimo es miserable, en mi región, Aysén, también lo es y alcanza menos que en Santiago.

En consecuencia, como diputado de una región austral, llamo a rechazar este proyecto y que el Gobierno se ponga la mano en el corazón para proponer el reajuste, porque desde hace mucho tiempo que el cobre tiene un buen precio y, supuestamente, el cobre es el sueldo de Chile. Por lo tanto, todavía es posible llegar a algunos acuerdos. 

Por último, llamo a los trabajadores de mi país a conquistar la unidad más amplia, fuerte y poderosa. Sólo la unidad total y sin exclusiones les permitirá ser escuchados por los gobiernos de turno.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.

El señor ACCORSI.- Señor Presidente, nuestra bancada ya se pronunció. Es más, hace pocos días en este mismo Hemiciclo debatimos un tema central relacionado con el ingreso mínimo. 

Por eso, hoy emplazo al Gobierno a actuar en conformidad con el proyecto de acuerdo que aprobamos en esa sesión, que mandataba al Presidente de la República a formar una mesa de trabajo para buscar soluciones a fin de enfrentar la desigual distribución del ingreso. 

Tenemos los informes, sabemos lo que pasa. ¿Cómo es posible que el ingreso promedio de más del 70 por ciento de los trabajadores sea de 300 mil pesos? Por ello, es un deber moral aumentar en el monto adecuado el salario mínimo. Chile tiene los recursos para hacerlo. Este sería el inicio para mejorar la distribución de ingresos. Es lo que corresponde, desde el punto de vista ético. Muchos se llenan la boca con la ética y no la practican. 

Por eso, la bancada del Partido por la Democracia tiene una sola posición: rechazar el reajuste propuesto, porque no representa el sentir ni la dignidad de nuestros trabajadores.

He dicho. 

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Roberto León.

El señor LEÓN.- Señor Presidente, hemos escuchado bastante argumentos que sustentan el rechazo del proyecto.

Por eso, me voy a enfocar en la actitud que ha tenido el Gobierno. El Ejecutivo intentó sostener que los 180 mil pesos correspondían al máximo esfuerzo que podía hacer. Pero aquí empezó a escuchar voces que anunciaban el rechazo del proyecto e hizo un nuevo máximo esfuerzo: “luquita” y media más. Aparentemente, con esto conseguía algunos votos que le faltaban para aprobarlo. 

Pero nosotros tenemos que dar una señal. Está demostrado que este Gobierno entiende con presión. Por ejemplo ¿qué pasó ayer? Se aumentaron los beneficiarios de la eliminación del 7 por ciento de salud de los jubilados. En algún minuto, el Gobierno dijo que no había plata. Pero apareció para el 7 por ciento de los jubilados, pero no para el postnatal. 

Repito, el Gobierno entiende cuando hay presión social, así está empezando a escuchar a los estudiantes. Nosotros esperamos que también escuche a los trabajadores contratistas de Codelco, que históricamente han negociado a través de la empresa. Curiosamente, en esta ocasión no quieren designar a un representante de la empresa cuprífera más importante del país para integrar la mesa negociadora.

Todas esas razones nos llevan a decir que no podemos aprobar este proyecto de ley.

El Gobierno tiene que entender y aprovechar las distintas instancias que hay en el Congreso. Si consiguieron algunos votitos adicionales para aprobarlo acá en la Cámara, espero que en el Senado lo rechacen y el Ejecutivo entienda que no es posible aceptar un reajuste del mínimo en los términos ofrecidos por el Gobierno.

Por esa razón, votaré en contra el proyecto. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Cerrado el debate. 

El señor Secretario va a dar a conocer los pareos.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- Se han registrado los siguientes pareos: diputado Carlos Montes con el diputado Ernesto Silva; diputada Denise Pascal con el diputado Roberto Delmastro; diputado 
Eugenio Bauer con el diputado Patricio Hales; diputado Guillermo Ceroni con el diputado Ignacio Urrutia, y diputado Rosauro Martínez con el diputado José Pérez. 

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor MELERO (Presidente).- En votación general el proyecto de ley, iniciado en mensaje y con urgencia de discusión inmediata, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual.

Hago presente a la Sala que todas sus disposiciones se requiere quórum simple o común para su aprobación. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 94 votos; por la negativa, 12 votos. No hubo abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Alinco Bustos René; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi 
Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Edwards Silva José 
Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón 
González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina 
Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; 
Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristián; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas 
Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said 
Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Ascencio Mansilla Gabriel; Carmona Soto Lautaro; Díaz Díaz Marcelo; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; León Ramírez Roberto; 
Lorenzini Basso Pablo; Ojeda Uribe Sergio; Teillier Del Valle Guillermo; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario.

El señor MELERO (Presidente).- Antes de proceder a la votación particular, informo a la Sala que he declarado inadmisible una indicación de los diputados señores Lorenzini y Rincón, para reemplazar el guarismo 180.000 por 190.000, toda vez que, en virtud del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, incide en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

En votación la indicación de su excelencia el Presidente de la República para intercalar el artículo 1°, nuevo.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 51 votos. Hubo 1 abstención.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros 
Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; 
Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda 
Orbenes Alejandra; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristián; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; 
Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; 
Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus 
Aracena Luis; León Ramírez Roberto; 
Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Meza Moncada 
Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Rincón González 
Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud 
Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Alinco Bustos René.

El señor MELERO (Presidente).- En votación la indicación de su excelencia el Presidente de la República para intercalar el artículo 2°, nuevo.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 51 votos. Hubo 1 abstención.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros 
Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; 
Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda 
Orbenes Alejandra; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristián; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; 
Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; 
Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett 
Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; 
Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Alinco Bustos René.

El señor MELERO (Presidente).- En votación la indicación de su excelencia el Presidente de la República para intercalar el artículo 3°, nuevo.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 50 votos. Hubo 1 abstención.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Barros 
Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Estay Peñaloza Enrique; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; 
Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda 
Orbenes Alejandra; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristián; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; 
Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; 
Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma 
Zedan Joaquín; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvo el diputado señor Tarud Daccarett Jorge.

El señor MELERO (Presidente).- En votación particular el artículo 4°, que la Comisión de Hacienda ha propuesto aprobar.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; 
Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve 
Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; 
Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón 
González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina 
Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; 
Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda 
Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett 
Jorge; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristián; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro 
Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von 
Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Carmona Soto 
Lautaro; Díaz Díaz Marcelo; Gutiérrez Gálvez Hugo; León Ramírez Roberto; 
Teillier Del Valle Guillermo; Venegas Cárdenas Mario.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Alinco Bustos René; Lorenzini Basso Pablo; Schilling Rodríguez Marcelo; 
Vallespín López Patricio.

El señor MELERO (Presidente).- Despachado el proyecto.

-Manifestaciones en las tribunas.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

DESIGNACIÓN DE REPRESENTANTE DE CODELCO EN MESA DE DIÁLOGO DE LOS TRABAJADORES CONTRATISTAS. (Preferencia).

El señor MELERO (Presidente).- Por acuerdo de los Comités parlamentarios, corresponde considerar con preferencia el proyecto de acuerdo N° 370.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, no se escucha nada. ¿Por qué no suspende la sesión?

-Hablan varios señores diputados a la vez.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor MELERO (Presidente).- Se suspende la sesión por tres minutos.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor MELERO (Presidente).- Continúa la sesión.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, ¿es posible que el proyecto de acuerdo se vote sin discusión?

El señor MELERO (Presidente).- Los Comités acordaron tratarlo como cualquier otro.

El señor ORTIZ.- Muy bien.

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario le dará lectura.

El señor LANDEROS (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo N° 370, de los señores Juan Luis Castro, Pepe Auth, de la señora Marta Isasi y de los señores Sergio Aguiló, Ramón Barros, Fernando Meza, Guillermo Teillier, Carlos Vilches, René Manuel García y Alejandro García-Huidobro, que en su parte dispositiva dice:

“La Cámara de Diputados acuerda solicitar a su excelencia el Presidente de la República que pida a Codelco que designe un representante en la mesa de diálogo permanente, formada por representantes de los trabajadores, representantes de las empresas y facilitadores garantes de la negociación.

Asimismo, que interponga sus buenos oficios para esta mesa de diálogo, en el más breve plazo, ponga fin a la paralización de actividades y cree un instrumento que regule las materias de común acuerdo y las expresadas en el petitorio de los trabajadores que dieron origen al conflicto.”
El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Juan Luis Castro.

El señor CASTRO.- Señor Presidente, este proyecto surge en consideración a que han transcurrido 26 días de paralización de actividades que involucra a 11 mil trabajadores de trabajadores de las empresas contratistas de la División El Teniente; que las pérdidas han superado los 150 millones de dólares; que la mesa de diálogo que permite superar esta situación no puede funcionar por falta de un representante del mandante: Codelco; que la situación actual era evitable en la medida que los instrumentos acordados, como el acuerdo de 2007, se hubieran respetado; que se hicieron múltiples gestiones y entrega de cartas previas a este paro, sin tener respuestas definitivas y que el petitorio de los trabajadores es conocido por todos los actores involucrados y fue realizado hace cuatro semanas.

Por lo anterior, los trabajadores contratistas han solicitado a las distintas bancadas y sus partidos políticos generar este proyecto de acuerdo para solicitar al Presidente de la República la designación de un representante de Codelco en la mesa de diálogo que, finalmente, llegue a un acuerdo que termine la paralización que tanto drama ha traído a 11 mil trabajadores de la División El Teniente, en Rancagua, y sus familias.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Alejandro García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUDOBRO.- Señor Presidente, sin duda, aquí estamos frente a una huelga ética, porque no todos los trabajadores de una empresa que nos pertenece a todos los chilenos tienen el mismo trato en cuanto a los sueldos, atención de salud, incluso, en movilización y tiempos de almuerzo.

Hace poco tiempo se entregó a los trabajadores de planta un bono de 12 millones de pesos, más un préstamo blando de 3 millones, es decir, beneficios que suman 15 millones de pesos. Sin embargo, a los trabajadores contratistas, que en muchos casos realizan labores semejantes e, incluso, más duras, por ejemplo, labor de producción, no se les otorga ningún bono.

Ellos no tienen las mismas prestaciones de salud que los trabajadores de planta, que están en isapre. En cambio los contratistas deben atenderse en Fonasa.

Al respecto, desde hace bastante tiempo se le ha venido advirtiendo a Codelco, no sólo en este Gobierno, sino que también en el anterior, que cuando una empresa que nos pertenece a todos los chilenos tiene trabajadores de primera, segunda y tercera categoría, estamos frente a una bomba de tiempo.

Por eso, queremos que este proyecto de acuerdo se apruebe, ojalá, por unanimidad, con el fin de que el presidente ejecutivo de Codelco entienda que debe buscar soluciones al interior de Codelco, porque los recursos vienen definitivamente de esa Corporación, no de las empresas contratistas. Debe sentarse a la mesa y buscar una solución a la brevedad, porque los trabajadores van a cumplir un mes sin anticipos, sin la posibilidad de alimentar a sus familias y con sueldos bastante miserables en relación con los que reciben los trabajadores de planta de la División El Teniente.

Por eso, pido a los colegas aprobar el proyecto de acuerdo por unanimidad.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 68 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes 



Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; Espinoza 
Sandoval Fidel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres 
Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus 
Aracena Luis; León Ramírez Roberto; 
Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; 
Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; 
Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud 
Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Letelier Aguilar 
Cristián; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro 
Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

EXTENSIÓN DE BONO POR HIJO A TODAS LAS MADRES CHILENAS. (Votación).

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo N° 327, que solicita la extensión del bono por hijo nacido vivo a todas las mujeres, cuya votación quedó pendiente.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bobadilla Muñoz Sergio; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Goic 
Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María 
Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Torres Jeldes Víctor; 
Vallespín López Patricio; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.


REEMBOLSO DE GASTOS A BOMBEROS EN CASO DE INCENDIOS FORESTALES.
El señor MELERO (Presidente).- El 
señor Prosecretario dará lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo 
N° 330.

El señor LANDEROS (Prosecretario 
accidental).- El proyecto de acuerdo 
N° 330, de los diputados señores Bertolino, Ulloa, Ojeda, Jaramillo, Vargas, Godoy, Bobadilla, Ortiz, Rosales y Jarpa, en su parte dispositiva señala lo siguiente:

“La Cámara de Diputados acuerda solicitar a S.E el Presidente de la República que instruya al señor Ministro del Interior con el objeto de que se dicten las normas reglamentarias que permitan que en caso de incendios forestales en los cuales, por haberse dictado alerta roja, participen los bomberos, los gastos por ellos incurridos sean cancelados en un plazo máximo de 30 días, contados desde la presentación del informe de gastos ante el Consejo Regional respectivo.”
El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Bertolino.

El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, todos sabemos que en nuestro país, desgraciadamente, cada cierto tiempo, en particular en verano y otoño, se producen incendios forestales de grandes magnitudes, y Valparaíso no está ajena a esa situación.

Nuestra legislación establece que cuando se producen esos siniestros, que abarcan grandes superficies, muy cerca de centros poblados, por lo cual generan grandes daños al patrimonio público y al privado, con el riesgo de pérdida de vidas humanas y de animales, las autoridades de Gobierno, particularmente los intendentes, gobernadores o alcaldes, deben declarar emergencia y alerta roja. Ante ello, los bomberos concurren a combatir los incendios con todos sus implementos, que muchas veces son destruidos por la acción del fuego, y asumen los costos del combustible y de otros gastos.

Cuando se produce esa situación, a los cuerpos de bomberos provinciales les cuesta mucho recuperar esos dineros. Algunas veces, se devuelven al año siguiente, por lo cual, obviamente, quedan bastante desfinanciados y, peor aún, con los elementos que les permiten combatir el fuego en zonas pobladas en malas condiciones. 

Por eso, proponemos que se mantenga la situación y se llame a los bomberos cuando haya alerta roja. Pero, una vez que hayan hecho el catastro de sus gastos y lo presenten al Ministerio del Interior, recibido y timbrado por la gobernación correspondiente, se fije un plazo de treinta días para cancelarles los gastos en que incurrieron, para reponer el combustible empleado y los materiales que fueron destruidos. A nuestro juicio, eso es de toda justicia, dado que es un cuerpo voluntario que siempre está disponible para ayudar en todo tipo de catástrofe, en particular, en los incendios, cuya acción es fundamental.

Finalmente, solicito el apoyo de la Sala para aprobar el proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, una de las cosas importantes en estos 21 años y meses que formo parte de la Cámara de Diputados es que siempre ha habido unidad para reconocer la labor que realiza Bomberos de Chile. Cuando en una región del país se produce una emergencia con alerta roja, los bomberos inmediatamente deben estar al lado de la Conaf y de todas las instituciones del Estado y concurrir a los incendios forestales con todos sus implementos, los cuales son bastante caros. Sin duda, es de total justicia el reembolso de los gastos en que incurran.

Hago presente que también intervengo en nombre de mis colegas Víctor Torres y 
Jorge Sabag -quien representa a una región donde se producen muchos incendios forestales-, como también de Juan Carlos Latorre y Sergio Ojeda, los cuales son bomberos. 

Me parece muy bien que primero haya hablado el diputado Mario Bertolino, quien es diputado de Gobierno y, además, compañero de partido del ministro y del subsecretario del Interior. De ellos depende el informe respectivo que advierte de la emergencia en la respectiva región, a fin de que dicha Cartera dé la autorización para cancelar a la brevedad ese pago. Reitero, es de absoluta justicia que eso se haga.

Ojalá que quienes estamos en la Sala aprobemos por unanimidad este proyecto de acuerdo, porque no sólo está en el camino de hacer un reconocimiento a bomberos, de entregar galvanos o hacerles loas, sino que, también, de enfrentar realidades. Me consta que muchas veces tuvimos que hacer gestiones directas en los ministerios del Interior y de Hacienda para recuperar los gastos y reponer muchos implementos para combatir el fuego. 

¡Cuántas vidas ha salvado Bomberos de Chile!

Por eso, solicito que se requiera la unanimidad de la Sala para aprobar el proyecto de acuerdo y demostrar, en los hechos, nuestra gratitud por la labor que realiza esa institución, que tantas satisfacciones nos ha dado. En su quehacer ha tenido muchos mártires y lesionados. Por lo demás, puedo dar fe de que en los siniestros y calamidades en la Región del Biobío, en especial en la comuna de San Pedro de La Paz, sin bomberos habría sido prácticamente imposible afrontar la emergencia que vivimos en el sector.

Por lo tanto, llamo a aprobar este proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Barros Montero Ramón; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Campos Jara Cristián; Chahín Valenzuela Fuad; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; 
Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Letelier Aguilar Cristián; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Zalaquett Said Mónica.

MODIFICACIÓN DE REGLAMENTO DEL SISTEMA DE SUBSIDIO HABITACIONAL.

El señor MELERO (Presidente).- El 
señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo 
N° 331.

El señor LANDEROS (Prosecretario accidental).- El proyecto de acuerdo N° 331, de las diputadas señoras Marta Isasi, María José Hoffmann, Alejandra Sepúlveda, Clemira Pacheco, Mónica Zalaquett, Carolina Goic, Cristina Girardi, Denise Pascal, María 
Antonieta Saa y Andrea Molina, en su parte resolutiva indica lo siguiente:

“La Cámara de Diputados acuerda solicitar al Presidente de la República que, en el ejercicio de su potestad reglamentaria, tenga a bien disponer la modificación del Reglamento del Sistema de Subsidio Habitacional, contenido en el decreto supremo N° 40, del año 2004, del Ministerio de Vivienda, de manera de permitir que las mujeres que puedan acreditar estar separadas de hecho por un lapso determinado de tiempo y que no les haya sido posible obtener la disolución de su matrimonio, mediante divorcio o anulación del mismo, puedan acceder al subsidio habitacional en igualdad de condiciones que las demás postulantes a dicho beneficio.”
El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Marta Isasi.

La señora ISASI (doña Marta).- Señor Presidente, hago un llamado a votar favorablemente este proyecto de acuerdo, en consideración a que en nuestro país aún existen muchas mujeres jefas de hogar que se encuentran separadas de hecho, cuyos maridos obtuvieron el beneficio del subsidio habitacional. Ahora, deben enfrentar la dura realidad de sacar adelante a sus hijos en materia de educación, salud y otras áreas.


Por eso, a través de este proyecto de acuerdo, que cuenta con el apoyo de la bancada de mujeres, hago un llamado transversal a toda la Cámara para apoyarlo y votarlo favorablemente. Asimismo solicito al Presidente de la República que se pronuncie respecto del mismo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora Andrea 
Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señor Presidente, me sumo a lo manifestado por la diputada Isasi. Este es un petitorio que hacemos al Presidente, mediante el cual no sólo representamos a todas las mujeres, sino que a todas las madres, a todos los jóvenes y a todos los pequeños, quienes muchas veces quedan sin un espacio seguro y tranquilo, que les permita salir delante después de pasar una situación tan compleja como es el quiebre matrimonial, que no solamente afecta en lo material, sino también en lo emocional y en lo psicológico.

Por lo tanto, a través del proyecto de acuerdo solicitamos que el Presidente modifique el reglamento de Subsidio Habitacional para que las mujeres que acrediten estar separadas de hecho por un tiempo razonable, puedan acceder a un subsidio.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 38 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor MELERO (Presidente).- No hay quórum.

Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 38 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones. 

El señor MELERO (Presidente).- Nuevamente no hay quórum.

Por lo tanto, la votación del proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión ordinaria.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VIII. INCIDENTES

INVESTIGACIÓN DE CONTRATO ENTRE LA UNIVERSIDAD DEL MAR, SEDE LA SERENA, E INMOBILIARIA INVERSIONES LA SERENA. Oficios.

El señor MELERO (Presidente).- En el turno del Comité Independientes-PRI, tiene la palabra el diputado señor Pedro 
Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Señor Presidente, deseo informar sobre un situación muy delicada que me han dado a conocer algunos docentes, relacionada con la Universidad del Mar, sede La Serena.

Según la información proporcionada, su rector, don Rodrigo Díaz Ramírez, es la misma persona que firmó un contrato con la Inmobiliaria Inversiones La Serena, con el objeto de arrendar el inmueble en el cual funciona la Universidad del Mar, sede La Serena. Es decir, el rector de esa casa de 



estudios firma un contrato como arrendatario y, luego, como gerente de la empresa inmobiliaria, en calidad de arrendador.

Lo anterior, ha llevado a la Universidad del Mar, sede La Serena, a realizar una serie de paralizaciones y se está amenazando con el despido a los funcionarios, lo que impide a ese establecimiento funcionar adecuadamente y retrasa el estudio de los alumnos.

Por lo tanto, solicito oficiar a la Contraloría General de la República y al Ministerio de Educación, con el objeto de que realicen sendas investigaciones para determinar si ese contrato se ajusta a derecho.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo manifiestan a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE VÍNCULOS DE DIRECTORES DE LA POLAR Y DE EMPRESAS DEL ESTADO. Oficio.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- En el resto del tiempo del Comité Independientes-PRI, ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra.

En el tiempo del Comité Demócrata Cristiáno, tiene la palabra el diputado señor Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, con motivo del escándalo en pleno proceso del denominado “caso La Polar”, quiero referirme a un punto bien específico.

Cuando uno analiza lo ocurrido en esa empresa, advierte que quedan sin protección los fondos de los pequeños inversionistas que compraron acciones de La Polar y, lo que es más grave aún, tampoco quedan bien resguardados los dineros de las administradoras de fondos de pensiones, organismos que eran representados en esa empresa por algunos directores.

Me parece que debe revisarse la forma en que las administradoras de fondos de pensiones nombran directores que las representen en las empresas en que invierten y buscar un mecanismo que ligue de alguna forma a los directores con el interés de los afiliados a dichas administradoras. No puede ser que cada vez que se produzca una situación de esta naturaleza en el directorio de una empresa, los directores representantes de esas administradoras se limiten a decir que no tuvieron nunca información y no advirtieron lo que ocurría.

En segundo lugar, quiero hacer presente que existe un vínculo demasiado estrecho entre personeros que gozan de la más absoluta confianza del Gobierno y quienes tenían la responsabilidad de conducir esa empresa a través de su directorio.

Es evidente que el Gobierno se vio obligado a pedir la renuncia de todos los directores de La Polar que habían sido nombrados, a su vez, por el Presidente de la República como directores en distintas empresas estatales. Es el caso de Heriberto Urzúa, quien debió renunciar a la Empresa Portuaria San Vicente, de Talcahuano; a Francisco Gana, cuya renuncia a Trenes Metropolitanos y a la Enap ya se anunció. También fueron desvinculados quienes ingresaron en abril al directorio de La Polar, Martín 
Costabal, que estaba en la Empresa Concesionaria de Servicios Sanitarios (Econssa), y a Luis Hernán Paul, que estaba en el Sistema de Empresas Pública (SEP), y en la Empresa Nacional de Minería (Enami). Además, el Gobierno desvinculó de la sanitaria Essal a María Gracia Cariola, ex directora de La Polar, quien estuvo cinco meses en esa instancia, entre noviembre de 2010 y abril de 2011.

Llama la atención que personas de la más exclusiva confianza del Gobierno y del Presidente de la República, quien los nombra en cargos de empresas estatales, también ocupen puestos de directores en empresas en que debieron velar por los intereses de los pequeños accionistas, de los consumidores y, en general, de la ciudadanía.

Quiero hacer mías las palabras de la ministra Matthei, quien dijo recientemente: “ya es hora de no seguir hablando de malas prácticas. Esto es estafa, esto es robo y yo creo que hay que llamarlo por su nombre.” Destacó que, en este caso, “falló todo, fallaron los directores, falló la empresa auditora, fallaron los controles de las superintendencias, falló todo.”
Solicito oficiar al Presidente de la República, con copia de mi intervención, con el objeto de que nos explique este vínculo tan directo de las personas que eran directores de La Polar y que, como contaban con su confianza, fueron nombrados en empresas del Estado, a las que hoy están renunciando.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican, de quienes la Secretaría está tomando debida nota.

EVALUACIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE PUENTE EN SECTOR DE TRABUNCURA, COMUNA DE SAN FABIÁN DE ALICO. 
Oficio.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, hoy se inauguró el puente que une las comunas de San Fabián de Alico y Coihueco, lo que significará un gran avance para la conectividad en la provincia de Ñuble.

Pido oficiar al ministro de Obras Públicas, a fin de solicitarle que evalúe la posibilidad de construir un puente en el sector de Trabuncura de la comuna de San Fabián de Alico, que une la Región del Maule con la Región del Biobío, conectividad muy necesaria para ambas regiones que permitiría un desarrollo más armónico de dicha comuna y de la provincia de Ñuble. 

Esta alternativa ha sido analizada por ambos intendentes en el pasado, pero no se ha concretado, por lo que ahora hago esta solicitud para que el Ministerio de Obras Públicas evalúe la realización de un estudio de ingeniería en ese sentido.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

INVESTIGACIÓN DE ATENTADO EN CONTRA DE ALCALDE DE LA COMUNA DE BULNES, REGIÓN DEL BIOBÍO. Oficio.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en segundo término, pido oficiar al ministro del Interior por la situación que afectó al alcalde de la comuna de Bulnes, señor Rodrigo de la Puente, quien el viernes recién pasado fue víctima de un atentado contra su integridad física en circunstancias bastante extrañas, lo que refleja un grado de violencia política que sería necesario extirpar de nuestro país. 

El hecho ocurrió en el sector de Tres Esquinas, cuando la autoridad comunal salía, acompañado de funcionarios municipales, de dependencias de la sede del Club del Adulto Mayor Rayito de Sol, oportunidad en la que el vehículo fiscal en que se transportaba fue colisionado por un automóvil en la parte trasera izquierda. Los individuos que se movilizaban en dicho vehículo retrocedieron a gran velocidad en dirección al vehículo de la autoridad comunal, con la clara intención de provocarle daño físico. Felizmente el alcalde salvó ileso de ese ataque, pero las personas involucradas, que fueron detenidas, posteriormente quedaron en libertad.

Pido que se agoten todas las investigaciones que el caso amerita y que la fiscalía la realice con la mayor urgencia, por la gravedad del hecho, puesto que estamos hablando de una autoridad elegida democráticamente. Si dejamos pasar ese ataque, se puede iniciar una escalada de violencia que le haría muy mal a la política y a la democracia.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

RECHAZO A ALZA DE PEAJE Y PREOCUPACIÓN POR DEFICIENTE SEGURIDAD EN AUTOPISTA DEL ITATA. Oficio.

El señor SABAG.- Señor Presidente, finalmente, pido oficiar al ministro de Obras Públicas, específicamente a la Dirección de Concesiones, en relación con lo anunciado por la concesionaria de la autopista del Itata, que une la comuna de Chillán con la capital regional, Concepción. 

Dicha concesionaria cobra, quizás, uno de los peajes más caros del país en el sector de Agua Amarilla, y sin embargo ha anunciado un reajuste y también, en forma inédita, la aplicación de un sistema de horas punta, que va a significar un reajuste por todos los fines de semana largos que restan del año, como también todos los fines de semana durante el verano, desde el 20 de diciembre hasta el 10 de marzo. 

El peaje más caro de Chile subirá desde 3.310 pesos a 4.470 pesos. Si bien ese reajuste puede estar contemplado en la ley de concesiones, razón por la cual no me atrevería a cuestionar su legalidad, estimo que debe ser analizado por el Ministerio de Obras Públicas, para llegar a un acuerdo con la concesionaria y no traspasar esa carga tan onerosa a los usuarios que circulan diariamente entre Chillán y la capital de la Región del Biobío.

Por lo demás, se debe considerar que esa ruta es una de las más inseguras. Hemos sido testigos de graves accidentes de tránsito. Recientemente, un bus de una empresa de transporte público volcó en la curva de la intersección de la ruta 5 con la ruta del Itata, accidente que significó la muerte de quince personas. Seguramente, no están los peraltes considerados; tampoco hay iluminación en lugares donde se produce neblina, etcétera. 

Por lo tanto, la concesionaria debe ser objeto de un estudio por parte del Ministerio de Obras Públicas, porque ya son muchos los accidentes ocurridos. Tampoco hay separaciones adecuadas entre las dos pistas, lo que el año pasado provocó la muerte de un profesor sancarlino y su mujer.

Además, solicito que el ministro de Obras Públicas se pronuncie sobre las posibles faltas de servicios en dicha concesión.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

ANTECEDENTES SOBRE FUNDAMENTOS Y CAMBIO DE CRITERIO RESPECTO DE DICTAMEN DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO. Oficios.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde al Comité del Partido por la Democracia.

Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.

La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, me voy a referir al dictamen de la Dirección del Trabajo por el cual se excluyeron las asignaciones de movilización y colación de la base de cálculo para el pago de indemnizaciones de los trabajadores y al segundo dictamen emitido para dejar sin efecto el primero. ¡Plop! ¡Cuac! Utilizo tales expresiones onomatopéyicas de asombro porque, en realidad, frente al episodio aprecio una veleidosa forma de actuar, por decir lo menos, de la ministra del Trabajo y Previsión Social. Por eso, exijo explicaciones.

Hace unos pocos días, el 17 de junio, la Dirección del Trabajo emitió el dictamen 
N° 2461/040, que deja sin efecto el dictamen anterior y se vuelvan a considerar las asignaciones de movilización y colación como parte de la mencionada base de cálculo. Transcurrieron casi once días para que rápidamente se volviera a su primera interpretación, sin saber si hubo error o repentino temor por las crónicas de prensa, basadas en las diferentes miradas jurídicas planteadas sobre el tema. Algunos defendían el cambio producido y otros bregaban por dejarlo igual que antes porque cautelaba e interpretaba mejor y con prolijidad los derechos de los trabajadores, conforme al principio pro operario, que justamente los protege.

No podemos tener una Dirección del Trabajo temeraria y, a la vez, vacilante.

El dictamen del 17 de junio, que retoma la doctrina de dictámenes anteriores, nos indica que debemos estar más alerta que nunca frente a las interpretaciones de las normas laborales realizadas por dicho órgano, al igual que el ministerio, dirigido por un pacto político que, dicho sea de paso, representa a la mayoría de los empresarios -hay que decir las cosas por su nombre- del país. No se puede ser juez y parte. 

Por ello, como Oposición, nuestra labor fiscalizadora se debe centrar en estos pequeños detalles que pueden minar el recorrido y los logros que han alcanzado lentamente los trabajadores, que han hecho camino al andar durante tantos años.

Tenemos derecho a saber respecto del proyecto de ley que el Gobierno enviará para corregir ese conflicto interpretativo, a fin de que no se repita este bochorno y, además, solucionar efectivamente el tema.

Pido oficiar a la ministra del Trabajo y Previsión Social y a la directora del Trabajo, a fin de que se informe a esta Cámara, y a quien habla en particular, acerca de los fundamentos y motivaciones que dieron origen al dictamen N° 2314/038, del 6 de junio de 2011, que excluyó de la base de cálculo las asignaciones de movilización y colación para el pago de indemnizaciones sustitutiva del aviso previo por año de servicio.

De la misma manera, solicito que se informe de los motivos y fundamentos que dieron origen al súbito cambio de doctrina al respecto establecido en el dictamen 
N° 2461/040, de 17 de junio de 2011.

Por último, pido que se nos informe acerca de las medidas que adoptará el Ministerio para establecer certeza y seguridad jurídica respecto de este antiguo problema y, además, para que nos informe sobre la fecha y contenido del proyecto de ley que enviará el Gobierno al Congreso Nacional para precisar el problema interpretativo.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Enrique Jaramillo.

ENVÍO DE ALIMENTOS EXTRA PARA ANIMALES ABANDONADOS EN DE REGIÓN DE LOS RÍOS. Oficios
El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, es sabido que la Región de Los Ríos y parte de la Región de Los Lagos han sido afectadas por la erupción del Cordón del Caulle, zona volcánica que año a año provoca serios problemas y temor en los habitantes de los sectores aledaños.

En las últimas tres semanas, los habitantes de Rupumeica Bajo, Rupumeica Alto, Riñinahue, Nilahue, Pocura y otros poblados de la zona fueron invitados a dejar sus viviendas, por lo que prácticamente debieron dejar abandonados sus animales bovinos y ovinos y a sus mascotas. ¿Qué significó ese hecho? Significó la despreocupación de la alimentación de esos animales, que constituyen el sustento económico de dichos pobladores, porque son pequeños o miniganaderos. 

Los animales abandonados presentan desgaste por alimentación, porque en épocas normales, durante el invierno, sus dueños los llevan a lo que se llama “ramoneo” en sectores cercanos a la cordillera, a pequeñas estepas o pampas que mantienen cierta vegetación en esa época, pero que se encuentran alejados de los lugares de residencia de esas personas. Por lo tanto, si esos animales no son llevados por sus propietarios a alimentarse a dichos lugares, difícilmente lo harán por su cuenta. 

Entonces, debido a la situación inicialmente comentada se produjo un desgaste en la alimentación de dichos animales, razón por la cual se encuentran en mal estado para resistir el invierno que se aproxima, con no muy buenos augurios.

Por lo expuesto, solicito oficiar al ministro de Agricultura y a la Onemi para que los pobladores de las localidades en cuestión sean proveídos de fardos de pasto y, a lo mejor, de concentrados, para que esos animales puedan pasar el invierno sin mayores problemas, ya que el desgaste en la alimentación es un hecho efectivo.

Durante el fin de semana, el diputado que habla estuvo conversando con los habitantes de cuatro de los lugares mencionados y, obviamente, constató que la situación no es la mejor ni del agrado de los pobladores que se encuentran en los albergues, que están muy preocupados de la alimentación de sus animales. Felizmente, durante el sábado y el domingo pasados los referidos pobladores hicieron abandono de los albergues, pero siempre cabe la posibilidad de que ocurra cualquier emergencia en esos sectores volcánicos. 


Por eso, pido formalmente que se provea alimentación extra para esos animales que han debido soportar la situación de abandono recientemente comentada.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Ximena Vidal.

INCLUSIÓN DE COMUNAS DE PAILLACO, LOS LAGOS Y FUTRONO EN PLAN DE CONSTRUCCIÓN DE POLIDEPORTIVOS. Oficio.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, finalmente, solicito oficiar al director del Instituto Nacional de Deportes para solicitarle que, en el plan de construcción de pequeños polideportivos anunciado por el Gobierno, que significan un gran adelanto para que los habitantes de las comunas beneficiadas y los jóvenes de distintos establecimientos educacionales de pequeñas ciudades puedan practicar deportes, se incluya también a las comunas de Paillaco, Los Lagos y Futrono, tres ciudades que no tienen mayores establecimientos para esa actividad y que sólo cuentan con un gimnasio. Además, se trata de comunas que superan fácilmente los 15 mil habitantes. 

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de la diputada señora Ximena Vidal. 

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión. 

-Se levantó la sesión a las 14.24 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DE ANTECEDENTES.

-Se abrió la sesión a las 14.03 horas.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

PRONUNCIAMIENTO DE CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA SOBRE MONITOREO DE REDES SOCIALES Y SU FINANCIAMIENTO. Oficios.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado don Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, pido que se envíe un oficio al presidente del Consejo para la Transparencia, con el objeto de que entregue su opinión respecto de lo que hemos conocido en estos días, con algún grado de sorpresa, a través de los medios de comunicación sobre la decisión del gobierno del Presidente Piñera de monitorear, a través de sistemas informáticos, lo que se diga en las redes sociales, incluyendo la ubicación de aquellos que emiten comentarios en los que sean nombrados -me imagino- el Presidente de la República, el Gobierno y otros. 

Si bien los posteos en las redes sociales son públicos, está en duda lo que ocurre respecto de aquellas conversaciones que son de carácter privado.

También pido que se envíe un oficio a la ministra Secretaria General de Gobierno para que informe cuál es la finalidad específica de esta decisión de observación, tipo Gran Hermano, que el Gobierno va a emprender, con sus correspondientes asesores y con cargo a recursos públicos. Es importante que la ministra señale claramente su forma de financiamiento y con cargo a qué ítem, y especifique en detalle lo que dicha acción implica, porque esto ha generado un nivel de preocupación en la opinión pública, particularmente en los usuarios de redes sociales, porque todos sabemos que auscultar la vida de las personas fue una práctica que se usó en un tiempo no muy lejano y de lo cual se tiene un triste recuerdo. 

Por lo tanto, la inquietud que se ha generado tiene sentido y la comparto plenamente.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

PRECISIONES SOBRE SOLUCIONES A PROBLEMAS QUE AFECTAN A HOSPITAL DE ANDACOLLO. Oficio.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, hace un tiempo, recibí una respuesta del ministro de Salud a una solicitud que hiciera a través de esta Comisión respecto de problemas que afectan el funcionamiento del hospital de Andacollo, comuna que pertenece al distrito que represento, en la que, a su vez, nos transmitía la respuesta de la directora del Servicio de Salud de Coquimbo.

Por tanto, pido que el ministro de Salud conteste y aclare lo que expresó dicha directora respecto de la denuncia que realicé sobre la falta de horas médicas, ausencia de medicamentos y dificultades para contar con operadores de los servicios de imagenología.

Por ejemplo, en cuanto a la falta de horas médicas, señala que se están haciendo las gestiones necesarias para cubrir la demanda existente. ¿Cuáles son esas gestiones que se están realizando y en qué plazo se va a resolver ese problema en el hospital de Andacollo?

En relación a la falta de medicamentos, la directora del Servicio de Salud de Coquimbo nos señala que el problema se ha producido, principalmente, por los faltantes de la Cenabast y los tiempos para generar las licitaciones, situación que se va a corregir mediante la ampliación del stock crítico. 

Como la Cenabast es una institución pública y el oficio viene firmado por el ministro de Salud, pido que se le envíe un oficio para solicitarle que dé una respuesta integral y no parcial. A la comunidad le da exactamente igual si la respuesta proviene de la Cenabast, del Ministerio de Salud o del Servicio de Salud de Coquimbo. Sólo le interesa saber cómo se resolverá la falta de medicamentos que afecta al hospital de Andacollo.

Finalmente, respecto de la operación de los servicios de imagenología, los directivos del Consejo Consultivo del hospital han pedido que se capacite a paramédicos para que puedan manejar, por ejemplo, la máquina de rayos. Lo que se nos informa al respecto parece bastante razonable: que los hospitales de baja complejidad, como es el caso de Andacollo, no cuentan con recursos para contratar un tecnólogo de rayos; ni siquiera se considera el cargo. A su vez, los especialistas a nivel secundario no aceptan las radiografías que han sido tomadas por paramédicos. 

En el oficio, se nos plantea un plan de contingencia destinado a cubrir las necesidades de radiografías de urgencia. Pero de la respuesta de la directora del Servicio de Salud de Coquimbo surge la respuesta definitiva: el hospital de Andacollo necesita un cargo para contratar un tecnólogo de rayos que cubra el cargo no sólo en las contingencias de urgencia, sino también las necesidades permanentes de Andacollo, que tiene una población importante en la Región de Coquimbo, en materia de imagenología. 

Se trata del oficio ordinario A-111 
N° 1672, ingresado por parte del ministro de Salud a esta Cámara, a través de la Segunda Vicepresidencia de la Corporación, con fecha 23 de mayo de 2011.

Además, pido que se envíe copia de mi intervención al alcalde de la comuna de Andacollo, a todos los integrantes del Concejo Municipal y a la directiva del Consejo Consultivo del Hospital de Andacollo, con el objeto de que tomen conocimiento de esta presentación.

He dicho.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los señores diputados que así lo indican.

PREOCUPACIÓN POR ACTITUD DE GOBIERNO ANTE CONFLICTO ESTUDIANTIL. Oficios.
El señor ROJAS (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado don Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, quisiera expresar mi mayor preocupación por la forma en que el Gobierno se está conduciendo ante el conflicto de los estudiantes secundarios. 

En el caso de la Región de Atacama, en particular en la comuna de Copiapó, se han producido algunos hechos que no pueden sino llamar a la protesta y al rechazo por los procedimientos empleados.

El pasado 14 de junio, la directiva del Centro de Alumnos del colegio Sagrado Corazón de Copiapó, en cumplimiento de una decisión de los estudiantes, trato de tomarse o de ocupar el establecimiento. Sin embargo, ello no pasó de ser un mero intento, debido a las acciones de resistencia encabezadas por la directora del establecimiento y por algunos profesores y personal auxiliar. El procedimiento fue fácil porque se empleó la fuerza física y se realizó todo tipo de acciones de fuerza en contra de los estudiantes. Es más, hubo agresiones desmedidas consistentes en golpes con extintores propinados a menores de edad.

Terminadas las acciones violentas destinadas a evitar la toma pacífica en curso, la dirección del colegio procedió a expulsar a diez estudiantes, número que, finalmente, se redujo a nueve. 

Esa expulsión fue ilegal, porque en ningún escenario se puede transgredir el derecho a la educación que está garantizado para todos los jóvenes del país. 

Pero la dirección del colegio no se quedó en eso; además, inició una campaña de desprestigio en contra de la honorabilidad de las alumnas, que incluye operaciones de carácter psicológico, al tratarlas públicamente de delincuentes a través de diversos medios de comunicación públicos y formales. 

El argumento de los directivos educacionales se basa en una supuesta transgresión a la convivencia escolar. ¡Qué ejemplar la conducta para tratar de controlar una “transgresión”! 

Conocidos los hechos que he relatado, cabe preguntarse sobre la razón y el sustento de las medidas adoptadas. Ante ello, por cierto, solidarizo con las estudiantes afectadas, así como con sus padres y apoderados. 

Cabe formularse la siguiente pregunta: ¿por qué cualquier persona en sus cabales deduce que estamos ante conductas tribales y trogloditas de esos directivos? Tampoco puedo dejar de preguntarme qué queda en la mente de los adolescentes que son tratados por sus maestros o por quienes tienen cierta ascendencia sobre ellos, como los directivos del colegio, con tal violencia física y psicológica. ¿Hasta dónde todo esto forma parte de un clima que, a propósito de la descalificación constante y arbitraria, lleva adelante el Gobierno, incluyendo al propio ministro de Educación, para referirse a la legitimidad de la movilización estudiantil? ¿Acaso los directivos no piensan que con tales procedimientos también están dando lecciones sobre cómo se resuelven los conflictos en el seno de la sociedad? La lección que están recibiendo los alumnos del colegio Sagrados Corazones de Copiapó es que los conflictos se resuelven con violencia, lo que queda probado con la acción de la directora del establecimiento. La violencia se siente. Ésa es la lección que se les está entregando; obviamente, es muy mala. 

Para reforzar mi preocupación por estos hechos, quiero informar que hoy en la mañana la fuerza pública de Copiapó procedió a detener a 22 estudiantes de distintos establecimientos educacionales, por llevar a cabo actos de protesta frente a la Seremía de Educación de la región, en cumplimiento de un acuerdo de la organización coordinadora de los estudiantes de Copiapó. Fueron detenidos sus principales dirigentes, entre ellos Javiera González y Angelina Cuello, que tuvieron que constatar lesiones por trato que recibieron durante su detención.

Ante estos hechos, que constituyen la negación de cualquier comunidad educacional, y la ejemplar movilización de los estudiantes, que reivindica legítimamente derechos para ellos, para toda su generación y para las venideras, no puedo sino pedir que se oficie a la intendenta de la Región de Atacama, al gobernador de la provincia de Copiapó, a la seremi de Educación de la Región de Atacama y a las autoridades de Carabineros de Chile de Atacama, a fin de que nos den a conocer su posición ante los hechos señalados y nos informen sobre la política oficial que existe para relacionarse con los conflictos protagonizados por estudiantes, ante la insatisfacción expresada no sólo en la Región de Atacama, sino también en todo el país. 

Me interesa conocer las acciones formales llevadas a cabo por las autoridades mencionadas tendientes a acoger las justas propuestas de los estudiantes de la región, expresadas a través de sus representantes, y los resultados de las reuniones celebradas.

Para terminar, pido que se envíe copia de los oficios a los dirigentes de los centros de alumnos de la comuna de Copiapó, de los centros de padres y apoderados, del Colegio de Profesores de Copiapó y de la Región de Atacama, a los concejos y alcaldes de las distintas comunas de la región, a los consejeros regionales y a los dirigentes de la CUT provincial de Copiapó y de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Copiapó.

He dicho.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y se adjuntará el texto de su intervención, con la adhesión de los diputados Alberto Robles, Hugo Gutiérrez, Fidel Espinoza, Patricio Vallespín y de quien habla. 

RECHAZO A IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMA DE MONITOREO DE MEDIOS DIGITALES Y REDES SOCIALES. Oficios.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor 
Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, quiero pedir que se oficie al Presidente de la República y a la ministra Secretaria General de Gobierno, con el objeto de darles a conocer mi pensamiento sobre al problema planteado por el diputado Marcelo Díaz, porque fui uno de los primeros en denunciar públicamente el sistema de monitoreo de medios digitales y de redes sociales que el Gobierno ha puesto en marcha a través de la Secretaría de Comunicaciones.

Según se ha señalado, el objetivo de esta medida es conocer los comentarios que efectúen los ciudadanos sobre la Administración del Presidente Piñera; sin embargo, creo que ello implica ciertas transgresiones a la vida privada y al pensamiento de las personas, que quedan a la vista con este seguimiento, porque con este sistema se va a conocer cada posteo que se realice a través de esos medios.

Pregunto al Presidente de la República y a la ministra Secretaria General de Gobierno: ¿Qué va a suceder cuando un ciudadano común y corriente haga un comentario negativo sobre el Gobierno, a propósito de un hecho coyuntural, en un posteo de Twitter o de Facebook? ¿Alguien podría garantizar que esa persona no se verá perjudicada, por ejemplo, si a futuro quiere postular a un cargo público? Son interrogantes válidas para muchas temáticas, porque los antecedentes van a quedar registrados por la empresa contratada para tal efecto, que podrían ser entregados al Gobierno, lo que podría generar situaciones bastante desagradables. Por eso me preocupa ese sistema. 

Se dice que se podrá localizar geográficamente a las personas que opinen. Como lo dijo muy bien el Presidente del PPD de Osorno, Juan Carlos Velásquez, este mecanismo podría ser utilizado por las policías para situaciones de bien común, pero no para atentar contra la libertad de expresión o para atemorizar a la población en relación con ciertas materias. Nos parece realmente improcedente que se actúe de esa manera.

Es necesario que el Presidente de la República se pronuncie sobre este tema porque 
-repito- los objetivos no han quedado claros. Una cuestión es que el Gobierno quiera saber quién hace comentarios a su favor o en contra, y otra muy distinta es que esta medida provoque graves complicaciones a las personas que, en una sociedad democrática, emitan libremente su pensamiento a través de una red social. Incluso, podría tratarse de una opinión expresada en un momento coyuntural del día a día, que en el futuro podría perjudicar a quien la emitió.

Por lo tanto, considero que se trata de una medida muy negativa implementada por el Gobierno y que esperamos que sea revertida, de manera de subsanar futuros problemas. Basta con leer los comentarios sobre esta medida aparecidos en las propias redes sociales, que han sido lapidarios y muy negativos. 

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados Alberto Robles, Hugo Gutiérrez, Patricio Vallespín y de quien habla.

SANCIONES POR ABUSOS COMETIDOS POR PROPIETARIO DE HOTEL PETROHUÉ, COMUNA DE PUERTO VARAS. Oficios.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- En segundo lugar, quiero pedir que se oficie a los ministros de Defensa Nacional y de Obras Públicas, al subsecretario para las Fuerzas Armadas y al director ejecutivo de la Conaf, por intermedio del ministro de Agricultura, con el objeto de pedirles que, de una vez por todas, adopten las medidas que terminen con los abusos que está cometiendo una persona en Puerto Varas.

En el sector del lago Todos los Santos, conocido por su gran belleza, un señor piensa que puede tener un Estado dentro del Estado. Me refiero al propietario del Hotel Petrohué, señor Franz Schirmer, que siempre ha tenido un gran poder y ha atropellado los derechos de las personas. 

Hace algunos años, con los recursos de todos los chilenos, se construyó allí un muelle, que sólo es utilizado por las embarcaciones que pertenecen a este señor, porque ningún botero ni siquiera puede acercarse a dicho muelle. Además, trató de que se construyera un baipás pero sólo para el acceso de los vehículos de los turistas a su hotel, pero impidiendo el paso de los turistas comunes y corrientes. 

Asimismo, pretendió apropiarse de los Saltos del Petrohué y persigue a los integrantes del Sindicato de Boteros del sector de Saltos del Petrohué y del lago Todos los Santos, que se ganan la vida transportando a turistas nacionales que, muchas veces, no pueden hacer los grandes desembolsos que demanda el turismo de elite. 

Pero lo que hizo este señor en los últimos días es algo realmente increíble: instaló grandes rocas en el acceso a la playa, para que la gente no pueda llegar a ella y para que los boteros no puedan trabajar. El concejal Álvaro Berger, del Partido Socialista, señaló hoy a un diario que las playas del país son de libre acceso. Sin embargo, el cerco al cual me refiero es atroz, porque la persona mencionada instaló rocas de hasta dos metros de altura, impidiendo el acceso a los vecinos, a los trabajadores y a los turistas.

El concejal de la UDI Ariel Guzmán ha dicho que ése es un hecho inaceptable; pero él está en la Gobernación, porque es el jefe de gabinete del gobernador, Francisco 
Muñoz. Por lo tanto, más que dar opiniones de este tipo, debiese aplicar las medidas tendientes a que se restauren los derechos de las personas que han sido afectadas por este tema.

Solicito que se oficie a los organismos mencionados con el objeto de que se actúe y no sólo que respondan mi oficio, porque me interesa que haga algo para que la Marina, la Conaf y todos los organismos que corresponda apliquen medidas, sanciones, para que cesen los abusos de esa persona.

¿Qué pasaría si un sindicato de pescadores o si un particular hicieran lo mismo a orillas del lago Todos los Santos? Lo más probable es que la mano de la justicia cayera sobre ellos con todo su peso.

Por lo tanto, por más que esta persona sea multimillonaria o tenga muchos recursos, corresponde que en este caso se actúe como se haría con cualquier otro chileno.

He dicho.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados Alberto Robles, Hugo Gutiérrez, Patricio Vallespín y quien habla.


REVISIÓN DE EXIGENCIAS A DEPORTISTAS PARA PARTICIPAR EN CAMPEONATO MUNDIAL DE ATLETISMO SUB 18. 
Oficios
El señor ROJAS (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor 
Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, como conocedor del tema deportivo, su señoría va a entender lo que quiero plantear en esta ocasión.

El próximo 6 de julio se desarrollará en Francia el Mundial de Atletismo para Menores. 

El sábado 18 de junio, la Federación de Atletismo de Chile (Fedachi), convocó a pruebas clasificatorias para ese mundial. Dichas pruebas no se realizaron, dado que estaba lloviendo, por lo que a los atletas se les dijo que el domingo 19 se les avisaría. A las 8 de la mañana del día 19 se avisó para que los atletas estuvieran a las 10 de la mañana y pudieran participar.

Ese domingo no había autoridades de Gobierno, sino sólo los padres y apoderados que estaban apoyando a sus hijos. Para poder viajar al mundial, la Fedachi fija tiempos mucho más exigentes que los solicitados por la International Association Of Athletics Federations (IAAF). La Fedachi exige 53 segundos 50 centésimos, en circunstancias de que la IAF exige 55 segundos para los 400 metros con vallas.

Hoy quiero plantear el caso de un joven, Joao Pinto Acevedo, que cursa 4° año medio en el Colegio Técnico San Vicente de Paul, en Estación Central. Su horario escolar es de 8 a 16 horas. Su domicilio está ubicado en Renca, donde vive con tres hermanos y su madre.

Ese domingo, Joao asistió al Centro de Alto Rendimiento del Estadio Nacional a competir en la especialidad de 400 metros vallas, donde estableció un tiempo de 53 segundos 75 centésimas.


La historia de Joao es especialmente meritoria. Se levanta a las 6 de la mañana, se moviliza en micro o cualquier otro medio de transporte para entrenar diariamente hasta las 21.30 horas, para regresar a su casa como a las 23.00 horas. 

Este joven logró bajar su tiempo de prueba desde los 56 segundos 94 centésimas, en diciembre de 2010, a 53 segundos 75 centésimos en la actualidad, un logro realmente impresionante que lo consagraría como campeón nacional. Incluso, de acuerdo con esa marca, estaría ubicado entre los diez mejores del mundo en su categoría.

El problema es que, dadas la poca flexibilidad de los dirigentes de la Fedachi y las exigencias que ha impuesto, incluso -como dije- superiores a las establecidas por la IAAF, Joao no podrá participar en el Mundial de Atletismo en Francia.

Esto no sólo está ocurriendo con Joao, sino también con muchos otros atletas menores que desarrollan su actividad con bastante sacrificio y acuciosidad.

Debiéramos pedir a nuestros atletas los mismos requerimientos que se establecen a nivel internacional. En esa eventualidad, Joao estaría en el grupo que nos representaría en ese campeonato mundial en Francia.

Por lo tanto, solicito que se oficie al ministro del Interior, a la ministra Secretaria General de Gobierno y al subsecretario del Instituto Nacional del Deporte, para pedirles sus buenos oficios a objeto de que los dirigentes de la Federación de Atletismo reeva-
lúen el tema y revisen las exigencias establecidas, sobre todo en el caso de Joao, que tiene un rendimiento que está dentro de los parámetros internacionales para poder competir, lo que le permitirá hacer un aporte al deporte nacional.

Sería bastante meritorio que el Estado reconociera a un joven que tiene dificultades serias, pero que trabaja fuertemente para cumplir con las exigencias deportivas y escolares.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Señor diputado, le recomiendo que envíe oficio también al Comité Olímpico de Chile, para que nos den respuestas técnicas en representación de la Federación Atlética de Chile y no sólo políticas.

El señor ROBLES.- Acepto su sugerencia, señor Presidente, por lo que pido también enviar oficio a la autoridad mencionada.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE SISTEMA DE MONITOREO DE REDES SOCIALES Y MEDIOS DIGITALES. Oficios.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, por último, solicito que se oficie a los ministros del Interior, de Justicia y Secretaria General de Gobierno, a objeto de pedirles que me informen si es legal, pertinente y ético que se implemente un sistema de monitoreo de redes sociales y medios digitales, sobre todo en términos personales, de la gente que trabaja y desarrolla su actividad a través de Twitter, Facebook u otros medios digitales, como planteó la vocera de Gobierno hace pocos días.

Éste es un tema complejo, que tiene aristas legales y éticas, por lo que me gustaría saber en qué consiste lo que planteó la vocera, de qué se trata, con qué recursos y cómo se va a hacer lo planteado, si está dentro de las políticas de Gobierno, etcétera. Además, adhiero a lo planteado por los diputados Fidel Espinoza y Marcelo Díaz.

He dicho.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.


INFORMACIÓN SOBRE PROCEDIMIENTOS EN DETENCIÓN DE ESTUDIANTES Y DE LEGALIDAD DE DESALOJOS EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES. Oficios.
El señor ROJAS (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Hugo 
Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, en la gran convocatoria para el 16 de junio en curso, realizada por los gremios de la educación, en mi ciudad, Iquique, de la Región de Tarapacá, ocurrieron varios hechos que me tienen sumamente preocupado.

El día 16 de junio, en la madrugada, el Liceo Politécnico fue desalojado por las fuerzas policiales, quienes causaron lesiones menos graves, y en algunos casos graves, de 33 menores de edad, que fueron sacados a viva fuerza y con gran violencia, aparentemente a instancias de la autoridad municipal.

Esos jóvenes señalan haber sido agredidos posteriormente, mientras estuvieron detenidos en los calabozos de la Primera Comisaría de Carabineros, lo que me parece un hecho gravísimo, por tratarse de menores de edad que estaban haciendo una ocupación pacífica del Liceo Politécnico, de manera que no procedía el uso excesivo de la fuerza. A mi juicio, en este caso se habría producido una franca ilegalidad.

El mismo día 16 y el día siguiente, 17 de junio, Carabineros, en su afán por detener a jóvenes que estaban movilizándose en esa gran marcha estudiantil, utilizó vehículos particulares para detenerlos; incluso, con ese fin, se usó una camioneta blanca, de doble cabina, patente BZGZ-65.

Esto también constituye un procedimiento ilegal, porque no corresponde que las fuerzas policiales, que tienen vehículos apropiados para cumplir con su labor de seguridad y control, utilicen vehículos eventualmente particulares para realizar labores policiales. Estos hechos deben ser investigados.

Por tal razón, solicito que se oficie al General Director de Carabineros, a fin de pedirle que investigue los hechos señalados y, si estima que ésta es una denuncia seria, que instruya los respectivos sumarios.

Asimismo, pido que se oficie a la seremi de Educación de la Región de Tarapacá y a la alcaldesa de Iquique, a fin de que señalen si ellos dieron la orden de desalojo de esos menores del Liceo Politécnico, a fin de entablar las acciones legales que correspondan, dado que estimo que esos desalojos no tienen una base legal.

Del mismo modo, pido oficiar al ministro del Interior para solicitarle que me especifique la base legal en virtud de la cual se procedió a los desalojos de universidades, liceos y escuelas. El delito que se ha esgrimido para proceder a los desalojos es el de usurpación, pero tengo la impresión de que estamos en presencia de una comunidad, tanto universitaria como escolar, y, en consecuencia, quien ordena el desalojo sólo puede ser un integrante de la comunidad, por lo que las autoridades no tienen derecho a solicitarlo, menos aún de la manera violenta en que han ocurrido hasta el momento.

He dicho.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

SOLUCIÓN A CASOS PENDIENTES DEL PROGRAMA DE EXONERADOS POLÍTICOS DE LA REGIÓN DE LOS LAGOS. Oficio.
El señor ROJAS (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor 
Patricio Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, hace algún tiempo, en Incidentes, expresé que el Programa de Exonerados Políticos se estaba debilitando, que su trabajo no estaba siendo oportuno, por falta de personal y por el cambio de prioridades del Gobierno. Pero hay que cumplir la ley.

Por eso, pido oficiar al ministro del Interior para solicitarle que dé respuesta a la situación de la firma de resolución de pensión de exonerado para siete personas de mi zona, quienes aún no tienen claridad al respecto. Se trata de los señores José Ramón 
Valdebenito Ortiz, pendiente desde septiembre de 2010; Carlos Rubén Gómez Villegas, pendiente desde octubre de 2010; Benito Segundo Oyarzo Soto, pendiente desde noviembre de 2010; Luis Humberto Oyarzún Pérez, pendiente desde enero de 2011; Harry Víctor Espinoza Salgado, pendiente desde enero de 2011; Humberto Alvarado Núñez, pendiente desde marzo de 2011, y Víctor Manuel Parra Bustamante, pendiente desde abril de 2011.

Sólo falta la firma del ministro para obtener la pensión a la que están postulando desde hace bastante tiempo.

Por tanto, pido al ministro que a la brevedad se haga esa gestión.

Asimismo, le pido que proceda a la firma y Registro de Moneda de los casos de los señores José Edigardo Soto Navarro y 
Armando Pérez Aguilar, ambos pendientes desde octubre de 2010, para que continúen los trámites siguientes.

También pido que se rectifique el nombre del asentamiento campesino del señor José Artemio Mansilla Pérez.

Se entregó carta en el ministerio, adjuntando certificados del SAG y de dirigente de ese asentamiento, en los que se comprueba que hay un error de anotación y, por lo tanto, se solicita su rectificación, para proseguir con los trámites siguientes.

Esta petición se ha enviado anteriormente en tres oportunidades y está pendiente desde julio de 2010. Por eso, hoy hago esta petición desde esta instancia.

Igualmente, pido que se califique, con la calidad que corresponda, al señor José Abraham Cahuas Uribe.

Se envió carta certificada con los documentos faltantes a ese programa el 2 de diciembre de 2010. La comunicación con el programa fue fluida hasta junio de 2010, pero desde esa fecha se cortó y la calificación sigue pendiente.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

ANTECEDENTES DE POSTULACIONES PENDIENTES EN INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL. Oficio.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, finalmente, pido oficiar al director del Instituto de Previsión Social, debido a que tres casos tienen trámite pendiente desde hace bastante tiempo. 

El primero corresponde al señor José 
Lupercio Hernández Menor, cuya subrogación fue enviada el 18 de agosto de 2010, a través de la oficina del IPS de Puerto Montt, que fue recibida en la oficina central el 23 de agosto de 2010. A la fecha, la subrogación aún no es trabajada.

El segundo es del señor René Norberto Fuentes Oyarzún, quien desea saber si se ha desarchivado su caso, para que le ingresen las imposiciones del Servicio de Seguro Social y pueda seguir sus trámites para obtener la pensión no contributiva que le corresponde. Sus certificados de imposiciones fueron ingresados en el IPS de Puerto Montt en abril de 2010, y una segunda carta fue entregada personalmente a la señora Anita Lijena, en Santiago, en marzo del presente año.

Finalmente, el tercero se refiere al señor José Teobaldo Mancilla Yáñez, quien entregó la solicitud de subrogación en la oficina del IPS de Puerto Montt el 3 de diciembre de 2010, pero todavía no ha sido analizada ni trabajada, aduciendo que la carpeta se encuentra en el Ministerio del Interior desde agosto de 2010, lo que nos parece absolutamente extraño, porque no es el procedimiento, ya que los antecedentes deberían seguir en poder del IPS para realizar ese trámite.

Por lo tanto, solicito que el director del Instituto de Previsión Social aclare la situación de estas tres personas de mi zona, cuyas postulaciones aún siguen postergadas.

He dicho.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSOS TOTALES INVERTIDOS EN CONSTRUCCIÓN DE CÁRCEL DE ANTOFAGASTA. Oficio.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Quiero pedir el envío de un oficio al ministro de Obras Públicas para que informe a esta Cámara el real valor que se ha gastado hasta hoy en la construcción de la nueva cárcel de Antofagasta. También me gustaría que se dieran a conocer los montos que se pagaron en la instancia de arbitraje y en las obras suplementarias en que incurrió dicho Ministerio para que la cárcel entrara en funcionamiento, lo que aún no ocurre.

Por lo tanto, pido información total de los montos, desde el inicio de su construcción, sobre la base de los acuerdos a que se llegó en las instancias judiciales por las que pasó esa construcción. Asimismo, pido detalle de los montos suplementados que se necesitaron para que finalmente entre en funcionamiento, lo que todos esperamos.

CAMBIO DE NOMBRE A POLIDEPORTIVO 21 DE MAYO, DE ANTOFAGASTA. Oficio.

El señor ROJAS (Presidente accidental).- Finalmente, pido oficiar al director del Instituto Nacional de Deportes, para solicitarle que considere que el polideportivo 21 de Mayo, de Antofagasta, dependiente de la institución que dirige, sea rebautizado con el nombre de Guibaldo Ormazábal, quien fue un destacado deportista de nuestra región. 

En el pasado, Guibaldo Ormazábal luchó para que ese polideportivo sea lo que es hoy y, por lo tanto, sería muy meritorio que llevara su nombre.

He dicho.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.38 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
X. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
 “Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en retirar la indicación presentada a la H. Cámara de Diputados con fecha 15 de enero de 2010, y formulo las siguientes nuevas indicaciones de carácter sustitutivo al proyecto de ley de la suma, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en esa H. Corporación:

Para reemplazar íntegramente el texto del Proyecto de Ley por el siguiente nuevo texto:

“Artículo 1°.- Modifícase el límite existente entre las comunas de Punitaqui y Combarbalá, fijado para ellas en el artículo 4º, letra B, números 4 y 5 del decreto con fuerza de ley 
Nº 3-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, de conformidad al siguiente nuevo límite:

“El lindero sur del predio El Divisadero (rol 61-13), desde la confluencia de las quebradas Boyén y Marai hasta el cerro El Cobre (trigonométrico Guaquelón).”.

Artículo 2°.- Modifícase el límite existen-te entre las comunas de Puerto Varas y Puerto Montt, fijado para ellas en el artículo 10, letra C, números 1 y 2 del decreto con fuerza de ley Nº 3-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, incorporándose a la comuna de Puerto Montt el sector de la comuna de Puerto Varas ubicado al oriente y al sur del siguiente límite:

“La faja poniente del ferrocarril de Puerto Montt al norte, desde el río Negro hasta su intersección por la prolongación del lindero sur del predio rol 1442-19; y el lindero sur del predio rol 1442-19, desde la intersección a la faja poniente del ferrocarril de Puerto Montt al norte hasta el río Negro”.”.

Artículo 3º.- Modifícase el límite existen-te entre las comunas de Freire y Padre Las 
Casas, fijado para ellas en el artículo 9º, letra B, números 1 y 10 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 3-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior y en la ley Nº 19.391, incorporándose a la comuna de Padre Las Casas el sector de la comuna de Freire ubicado al norte del siguiente límite:

“El estero Tumuntuco, desde su desembocadura en el río Huichahue hasta la desembocadura del estero Cumbli; y el estero Cumbli, desde su desembocadura en el estero Tumuntuco hasta el lindero oriente del predio rol 327-1 (1327-1).”.

Artículo 4º.- Redefínase el límite existen-te entre las provincias de Santiago y Cordillera y las comunas de La Pintana y Puente Alto, fija-dos en el artículo 13, números 1 y 3 del decreto con fuerza de ley Nº 2-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, para las provincias indicadas; y, en el artículo 13, letra A número 17 y letra C número 1 del decreto con fuerza de ley

Nº 3-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, para las comunas señaladas, ubicado al oriente del siguiente límite:

“El muro separador acústico oriente de la Autopista Acceso Sur a Santiago, Ruta 79, las barreras continuas a éste, y su prolongación en las casos de pasos sobre nivel de dicha vía, desde la intersección por la prolongación del lindero sur del predio rol 2650-15 (ex rol 7149-9) hasta el canal San Francisco, ex San Joaquín.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º.- Los efectos de las modificaciones de límites, establecidas en los artículos 1º, 2º, 3º y 4º precedentes, que incidan en el cálculo de los indicadores de distribución del Fondo Común Municipal, a que se refiere el artículo 38 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, regirán a contar del año siguiente al de publicación de la presente ley.

Artículo 2º.- Los órganos del Estado deberán adoptar todas las medidas necesarias para actualizar la información atingente a sus funciones que pueda ser afectada por las modificaciones de límites dispuestas en virtud de este cuerpo legal.

Artículo 3º.- Las causas judiciales de cualquier naturaleza, que se encuentren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley, y que se sigan ante tribunales cuyos territorios jurisdiccionales comprendan alguno de los límites intercomunales modificados por ella; continuarán tramitándose ante aquellos hasta su total conclusión, en lo que correspondiere.

Artículo 4º.- Las municipalidades contempladas en la presente ley, que a la fecha de su publicación sean propietarias de bienes inmuebles situados en territorios que, en virtud de las disposiciones de aquella, han dejado de formar parte de sus respectivas comunas; los transferirán en dominio, a título gratuito, a las municipalidades dentro de cuyos nuevos límites comunales queden comprendidos dichos in-muebles, quedando autorizadas para efectuar es-tas transferencias por el solo ministerio de la ley.

En virtud de lo anterior, los conservadores de bienes raíces respectivos procederán a inscribir los inmuebles que se transfieran a nombre de las municipalidades que sean nuevas propietarias, con motivo de requerimiento escrito presentado por el alcalde de la comuna adquirente.

En caso que alguno de los inmuebles a que se refiere el inciso primero del presente artículo, como consecuencia de las disposiciones de la presente ley, quedare situado en dos de las comunas señaladas en ésta; se transferirá el dominio solo de la parte correspondiente, subdividiéndose el predio por el solo ministerio de la ley.

Lo señalado en los incisos precedentes podrá aplicarse a los bienes muebles que guarnecen dichos inmuebles y los demás que convengan los respectivos alcaldes.

Las transferencias de bienes indicadas en el presente artículo estarán exentas de impuesto y de los derechos que procedan por tales inscripciones.

Artículo 5º.- Las personas naturales o jurídicas que, a la fecha de publicación de la presente ley, sean propietarias de bienes in-muebles situados en territorios que, en virtud de sus disposiciones han dejado de estar situados, en todo o en parte, en algunas de las comunas señaladas; podrán, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha indicada, efectuar las modificaciones de inscripción de los títulos en el registro del conservador correspondiente, gozando de los beneficios descritos en el inciso final del artículo precedente.

Artículo 6º.- Los créditos y obligaciones contraídos, por las municipalidades contempla-das en la presente ley, con anterioridad a la publicación de ésta, que correspondan o incidan en territorios que dejan de pertenecer a sus respectivas comunas en virtud de las disposiciones del presente cuerpo normativo; serán ad-ministrados por las municipalidades que incorporan dichos territorios dentro de sus nuevos límites comunales, con cargo al presupuesto de éstas, a contar del año siguiente al de publicación de la presente ley.

Artículo 7º.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de ciento ochenta días contados desde la publicación de la presente ley, mediante decreto con fuerza de ley, expedido por intermedio del Ministerio del Interior; traspase, entre las municipalidades indicadas en aquella, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, a funcionarios de las plantas respectivas que, a la fecha señalada, se desempeñen en dependencias municipales ubicadas físicamente en territorios que han pasado a formar parte de otra de las comuna señaladas.

Los cargos que quedaren vacantes se suprimirán de pleno derecho en la planta de personal de la municipalidad respectiva. Del mismo modo, la dotación máxima de ésta disminuirá en el número de cargos traspasados.

Los traspasos de personal que se dispongan de conformidad con esta norma, no serán considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.

La aplicación de esta norma no significará disminución de remuneraciones ni modificaciones de los derechos estatutarios y previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Di-cha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.

Lo señalado precedentemente se aplicará también a las personas que se desempeñan en dichas dependencias y que se rijan por lo dispuesto en la ley Nº 19.378, que Establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, o en la ley Nº 19.070, que Aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación; en lo que correspondiere.

Artículo 8º.- Las personas inscritas en alguna de las juntas inscriptoras a que se refiere la ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, correspondiente a alguna de las comunas indicadas precedentemente, que hayan registrado como domicilio algún inmueble ubicado en territorios traspasados a otra comuna en virtud del presente cuerpo legal; serán inscritas en la correspondiente junta inscriptora de aquella.

Para efectos de lo dispuesto precedentemente, el respectivo director regional del Servicio Electoral cancelará la inscripción original, procediendo a registrar al ciudadano en la nueva junta inscriptora correspondiente. La re-solución correspondiente deberá ser notificada al ciudadano mediante carta certificada remitida a su domicilio, precisándose en ella el nuevo registro.

Solo para estos efectos no se requerirá cumplir las exigencias dispuestas en el artículo 36 de la ley Nº 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electora-les y Servicio Electoral.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; RODRIGO HINZPETER KIRBERG, Ministro del Interior y Seguridad Pública.”
2. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley iniciado por el Mensaje 575-358, en primer trámite constitucional, a fin de que sean consideradas durante su discusión en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO ÚNICO

1) Para introducir las siguientes modificaciones en el número 3):

a) Sustitúyese el literal iii) por el siguiente:

“iii) En el literal d) reemplázase la expresión “un contribuyente”, por la frase “uno o más contribuyentes”; sustitúyese la conjunción disyuntiva “o” por la conjunción copulativa “y”, entre las palabras “investigación” y “desarrollo”; y reemplázase a continuación del punto seguido, la frase que comienza con “una vez”, por la siguiente: “Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°, este contrato dará derecho a los beneficios tributarios establecidos en esta ley.”.

b) Sustitúyese el literal iv) por el siguiente:

“iv) Agrégase un nuevo literal f) del siguiente tenor:

“f) Proyecto de Investigación y Desarrollo: Es el conjunto de actividades realizadas por los contribuyentes utilizando sus propias capacidades o de terceros, que tenga por objeto la realización o ejecución de actividades de investigación, desarrollo, o ambas, conforme ellas se definen en el presente artículo, siempre que se lleven a cabo principalmente dentro del territorio nacional, según lo establezca el Reglamento señalado en el artículo 16. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9, una vez certificado un proyecto de investigación y desarrollo de conformidad a lo establecido en el Título III, los gastos en que incurran los contribuyentes para la realización de dicho proyecto, cumpliéndose los demás requisitos de esta ley, darán derecho a los beneficios tributarios establecidos en dicho título.”.”.

2) Para sustituir el literal ii) del número 6) por el siguiente: 

“ii) Introdúcense, en el inciso segundo, las siguientes modificaciones: 

a) Intercálase, entre el primer punto seguido y la frase “Para tales fines”, la siguiente oración: 

“Esta certificación podrá otorgarse en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios por parte del contribuyente, o bien en forma posterior, según se regula en el artículo siguiente.”.

b) Reemplázase las expresiones “evaluación técnica” por la palabra “revisión”, las dos veces que aparece; 
c) Reemplázase la conjunción disyuntiva “o” por la conjunción copulativa “y”, entre las palabras “investigación” y “desarrollo”, las dos veces que aparece; 

d) Reemplázase, en su literal ii), la frase “y que dicho precio corresponda a valores de mercado”, por la frase “y que el precio se ajuste a las condiciones observadas en el mercado”; y

e) Elimínase su literal iii), que se extiende hasta el primer punto seguido.”.

3) Para sustituir el número 7) por el siguiente:

“7) Reemplázase el artículo 4° por el siguiente: 

“Artículo 4°.- Los contribuyentes deberán certificar sus contratos de forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley.

Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, en la forma como a continuación se señala, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar su intención de acogerse a esta modalidad de certificación a la CORFO, en la forma que éste determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo de un contrato de investigación y desarrollo. 

En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes al envío de la información a CORFO a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del contrato, de ser procedente, deberá ser otorgada por CORFO dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación. 

Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso segundo, sólo podrán deducir de su renta líquida el 70% de los gastos en que incurran con motivo de un contrato de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 5º, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su contrato por parte de CORFO. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a Corfo de lo señalado en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el mismo período, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.

Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 5°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del impuesto de primera categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad al artículo 57 del mismo Código. 

En caso que Corfo no otorgue total o parcialmente la certificación a un contrato solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción de los gastos, incurridos en la ejecución de contratos en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.”.”. 

4) Para sustituir el literal iii) del número 8) por el siguiente:

“iii) Intercálase a continuación del inciso cuarto, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos:

“Los desembolsos, ya sea en la parte que den derecho a crédito como en la parte que puedan ser descontados como gastos, en ningún caso serán gravados conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.

Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 4º, una vez certificado el respectivo contrato, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, por los pagos efectuados a partir de la fecha de suscripción del contrato. 

Los contribuyentes no podrán hacer uso de las franquicias establecidas en el número 11 del artículo 31 de la Ley sobre el Impuesto a la Renta, respecto de los pagos incurridos en virtud de contratos de investigación y desarrollo certificados que den derecho a los beneficios tributarios establecidos en la presente ley.”.”.

5) Para incorporar, en el número 10), el siguiente literal ii):

“ii) Agrégase, en el inciso quinto, entre el vocablo “Corfo” y el siguiente punto seguido, la siguiente oración, precedida de una coma (,): “en su caso, o el plazo para su obtención no haya expirado según lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 4º.”.

6) Para incorporar, en el número 11), las siguientes modificaciones:

i) Sustitúyese el artículo 9° nuevo por el siguiente:

“Artículo 9º.- Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, Corfo será la institución encargada de certificar los proyectos de investigación y desarrollo que los contribuyentes realicen con sus capacidades internas o de terceros, pudiendo asociarse los contribuyentes para la presentación de tales proyectos. 

Los contribuyentes deberán certificar sus proyectos de investigación y desarrollo en forma previa a la utilización de los beneficios tributarios que establece esta ley. 

Con todo, los contribuyentes podrán hacer uso de los beneficios tributarios de esta ley, según se establece a continuación, sin contar con la certificación previa a que alude el inciso anterior. Para estos efectos, los contribuyentes deberán informar a CORFO, en la forma que éste determine, dentro de los 30 días corridos desde el primer desembolso incurrido con motivo del mismo, de su intención de acogerse a esta modalidad de certificación. 

En el caso anterior, la solicitud de certificación deberá presentarse, a más tardar, dentro de los 18 meses siguientes del envío a Corfo de la información a que se refiere el inciso precedente, por parte del contribuyente. La certificación del proyecto deberá ser otorgada por 
Corfo, de ser procedente, dentro de los 180 días corridos desde la fecha de la solicitud de certificación.

Los contribuyentes que se acojan a lo señalado en el inciso tercero solamente podrán deducir de su renta líquida el 70% de los gastos pagados con motivo de un proyecto de investigación y desarrollo, en la forma señalada en los incisos cuarto y siguientes del artículo 19, pero no tendrán derecho al crédito establecido en la misma disposición sino una vez obtenida la certificación de su proyecto por parte de Corfo. Para estos efectos, desde la fecha en que se informe a Corfo de lo señalado en el inciso tercero, y hasta el momento de obtenida la certificación, el Servicio de Impuestos Internos no podrá liquidar ni girar impuesto alguno relativo a dichos gastos. Durante el mismo período, no correrán los plazos de prescripción que establece el artículo 200 del Código Tributario.

Una vez otorgada la certificación, el contribuyente podrá impetrar el crédito que establece el artículo 18°, para cuyos efectos deberá determinarlo para cada uno de los ejercicios en que se incurrió en los desembolsos que le dan derecho, rectificando las respectivas declaraciones de impuestos. Cuando con motivo de la imputación del crédito se determine un pago en exceso del Impuesto de primera categoría, el contribuyente podrá solicitar su devolución de conformidad a lo dispuesto por el artículo 126 del Código Tributario, debidamente reajustado de conformidad a lo dispuesto por el artículo 57 del mismo Código.

En caso que Corfo no otorgue total o parcialmente la certificación a un proyecto solicitada por un contribuyente acogido a lo dispuesto en el inciso segundo, el Servicio de Impuestos Internos podrá impugnar la deducción de los gastos incurridos en la ejecución de proyectos, en la parte que éstos no hayan sido certificados, en el ejercicio de sus facultades legales.”. 

ii) Sustitúyese el artículo 10 nuevo por el siguiente:

“Artículo 10.- Cualquiera sea el procedimiento que en virtud del artículo anterior se utilice para certificar un proyecto de investigación y desarrollo, la respectiva solicitud deberá ser presentada por el o los contribuyentes a Corfo. Esta solicitud podrá ser acogida o rechazada por esta última, total o parcialmente, mediante resolución fundada, la que será notificada al o a los contribuyentes, quienes podrán ejercer los recursos establecidos en la ley Nº 19.880.

Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior y en el inciso final del artículo 18, una vez certificado el proyecto, el contribuyente tendrá derecho a hacer uso de los beneficios tributarios de la presente ley, a partir de la fecha de la respectiva solicitud de certificación.”.


iii)
Sustitúyese el artículo 16 nuevo por el siguiente:

“Artículo 16.- Un reglamento expedido mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y firmado además por el Ministro de Hacienda, determinará los procedimientos para la presentación, revisión, certificación y revocación de los proyectos de investigación y desarrollo, así como el mecanismo de reajustabilidad, forma de pago y demás aspectos del arancel establecido en el artículo 25.

En el mismo reglamento se establecerá el procedimiento mediante el cual los contribuyentes podrán acogerse a lo señalado en los artículos 4º y 9º, y requerir a Corfo para los efectos del inciso final del artículo siguiente.”.

iv) Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 20 nuevo:

“Los contribuyentes que se acojan a lo que establecen los incisos tercero y siguientes del artículo 9º, deberán enviar al Servicio de Impuestos Internos, en el plazo que éste determine, lo señalado en la letra b) del inciso precedente.”.

7) Para reemplazar en el número 13), en el artículo 27 nuevo, la letra d) por la siguiente, pasando a ser letra e), la letra d) reemplazada:

“d) Número total de contribuyentes que hubieren optado por el procedimiento de certificación señalado en los incisos segundo y siguientes del artículo 4º, y tercero y siguientes del artículo 9º.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; JUAN ANDRÉS FONTAINE TALAVERA, Ministro de Economía, Fomento y Turismo; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho del proyecto de ley relativo al procedimiento aplicable para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores (boletín 7256-03) en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de los dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHEÑIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Secretario General de la Presidencia.”
4. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho del proyecto de ley que fomenta el Mercado de Cruceros (boletín 7528-06) en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de los dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHEÑIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Secretario General de la Presidencia.”
5. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la región de Los Lagos (boletín 6733-06) en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de los dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHEÑIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Secretario General de la Presidencia.”
6. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

ARTÍCULOS 1°, 2° Y 3°


- Para intercalar antes del actual artículo único del proyecto de ley, que pasa a ser artículo 4°, los siguientes artículos 1°, 2° y 3°: 

“Artículo 1°.-Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, de $ 172.000 a $ 181.500 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad.

Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, de $ 128.402 a $ 135.494 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad.

Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $ 110.950 a $ 117.079.

Artículo 2°.- Reemplázase, a contar del 1 de julio del año 2011, los incisos primero y segundo del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:

“Artículo 1º.- A contar del 1 de julio del año 2011, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:

1. De $ 7.150 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 187.000;

2. De $ 5.064 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 187.000 y no exceda los $ 307.863;

3. De $ 1.600 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 307.863 y no exceda los $ 480.162. 

4. Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 480.162 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo.”.

Artículo 3°.- Fijase en $ 7.150 a contar del 1 de julio del año 2011, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE 
LARRAÍN BASCUÑAN, Ministro de Hacienda; EVELYN MATTHEI FORNET, Ministra del Trabajo y Previsión Social.”
7. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de reforma constitucional que exige a los diputados estar inscritos en los registros electorales de la región a que pertenece el distrito que representan en el Congreso, por al menos dos años antes de asumir. (boletín N° 7595-07)

“Honorable Cámara: 


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de reforma constitucional de la referencia, originado en una moción de los Diputados señora Alejandra Sepúveda Orbenes y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Pepe Auth Stewart, Germán Becker Alvear, Sergio Bobadilla Muñoz, Pedro Browne Urrejola, Joaquín Godoy Ibáñez, Fernando Meza Moncada, Cristián Monckeberg Bruner y Patricio Vallespín López.


Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión tuvo a la vista y analizó un proyecto de reforma constitucional que modificaba, asimismo, el artículo 48 de la Carta Política para exigir a los candidatos a Diputado tener domicilio en la región a que pertenezca el correspondiente distrito electoral, de autoría de los Diputados señores Germán Becker Alvear, 
Mario Bertolino Rendic, Roberto Delmastro Naso, René Manuel García García y Germán Verdugo Soto y de los ex Diputados señores Pablo Galilea Carrillo y Alfonso Vargas Lyng.


Asimismo tuvo a la vista un trabajo efectuado sobre el tema “La residencia en la región como requisito para la elección de diputados y senadores.”, del profesor de Derecho Constitucional en las Universidades Diego Portales y Central, don Emilio Pfeffer Urquiaga.


En atención a la relativa sencillez de la iniciativa, la Comisión acordó prescindir del trámite de las audiencias públicas a que se refiere el artículo 211, inciso segundo del Reglamento de la Corporación.

I. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.


La idea central del proyecto tiene por objeto exigir como requisito para postular al cargo de Diputado, además de los ya existentes, acreditar residencia e inscripción electoral en la región a que pertenezca el correspondiente distrito electoral, a lo menos dos años antes de asumir el cargo.


Con tal propósito, mediante un artículo único modifica la parte final del artículo 48 de la Constitución Política.

II. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos de lo establecido en los números 5° y 7° del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1.- Que se aprobó la idea de legislar por mayoría de votos ( 5 votos a favor y 2 en contra). Votaron a favor los Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans y 
Cristián Monckeberg. En contra lo hicieron los Diputados señores Burgos y Ceroni.


2.- Que no hubo artículos o indicaciones rechazados.

III. DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó Diputado Informante al señor Cristián Monckeberg Bruner.

IV. QUÓRUM DE VOTACIÓN.


Tratándose de una reforma constitucional que afecta el capítulo V de la Constitución Política, requiere para su aprobación el voto favorable de las tres quintas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental.

V. ANTECEDENTES.


1.- Los autores de la moción señalan que el espíritu del constituyente ha sido que en la Cámara, no así en el Senado, cada Diputado provenga de la región en que se encuentra el distrito que deberá representar en el Congreso, prueba de ello sería la exigencia del actual artículo 48 en el sentido de tener residencia en la región a que pertenezca el correspondiente distrito electoral, durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el día de la elección.


Añaden que tal requisito resulta insuficiente para asegurar el cumplimiento de esa finalidad, por cuanto basta que el candidato acredite una propiedad arrendada en la región para que se dé por cumplido dicho requisito, sin que ello signifique la existencia de una vinculación real con la región.


Al respecto, creen que el hecho de encontrarse inscrito en los registros electorales de la región, implica una relación política efectiva con la misma por cuanto las personas solamente pueden tener una inscripción electoral, contrariamente a lo que sucede con la residencia, la que puede acreditarse simultáneamente en distintos lugares del país.


Por ello estiman necesario agregar al requisito de residencia en la región, el estar inscrito, con la misma antelación, en los registros electorales de la región a que pertenece el distrito que se quiere representar, cuestión que, según les parece, adquiere mayor trascendencia si se considera la actual reglamentación para el reemplazo de Diputados en el caso de generarse una vacante. En tal situación, el artículo 51 de la Constitución, previene, en su inciso sexto, que el reemplazante deberá reunir los mismos requisitos para ser elegido Diputado, exigencia que no siempre ha sido respetada por los partidos políticos al momento de proveer el reemplazo.


En todo caso, consideran que el requisito de residencia e inscripción que se propone debe contabilizarse hacia atrás desde la fecha de asunción del cargo y no desde el día de la elección, fundamentalmente porque se trata de una data más estable, no sujeta a cambios como lo demuestran los numerosos proyectos de reforma constitucional para alterar el día de la elección, especialmente si éste no cae en día domingo.


2.- El profesor señor Emilio Pfeffer Urquiaga en su trabajo sobre “La residencia en la región como requisito para la elección de Diputados y Senadores”, luego de efectuar una reseña de la aplicación del concepto de residencia efectuada por la justicia electoral durante la vigencia de la Constitución de 1925, señala que el origen de esta exigencia en la actual Carta Política se encuentra en la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, la que la consideró solamente para la elección de Diputados por cuanto los Senadores serían generados en votación directa en colegio electoral único para toda la República. 


Cita al efecto la opinión del comisionado señor Jaime Guzmán, quien refiriéndose al requisito de tener “domicilio o residencia en la región a que pertenezca la circunscripción electoral correspondiente”, señaló que lo que se pretendía era que el diputado tuviera un arraigo, no necesariamente en la agrupación o distrito que represente, sino en la región y, por ende, evitar que los candidatos cambien de circunscripción de modo arbitrario. Agrega el profesor señor Pfeffer que el debate habido en el seno de la Comisión no resulta muy esclarecedor del sentido y alcance con que se utilizan las expresiones “domicilio o residencia”, pero que de las opiniones vertidas se desprende que lo que justificaba su uso, sería la exigencia de un vínculo o relación de cualquier naturaleza con la región, que permita a quienes postulen a la Cámara de Diputados, conocer sus problemas y la realidad regional a fin de profundizar el proceso de descentralización iniciado con los decretos leyes sobre la regionalización.


Cita, asimismo, la opinión del tratadista don Alejandro Silva Bascuñán, quien en un informe emitido ante la Comisión de Constitución del Senado en el año 1992, concluye que “ la razón que explica este requisito de elegibilidad se inspira en el propósito de asegurarse la vinculación del parlamentario con la circunscripción electoral que le otorgue su título, a fin de que se halle en mejores condiciones de compenetrarse de la realidad de las circunstancias de convivencia en ella, de sus circunstancias, necesidades, problemas y aspiraciones con el objeto de servir de modo más adecuado y eficaz a los legítimos intereses y a los justos anhelos de sus poblaciones. Se busca así, además, impedir que las candidaturas surjan de decisiones de directivas centrales que redunden en favor de ciudadanos que desconozcan las características del electorado que los exalta a la función parlamentaria.”. No obstante lo anterior, el mismo señor Silva agrega más adelante que “ no se oculta que el requisito, por otra parte, en cierto modo, constituye una limitación impuesta a la soberanía ciudadana y una simplificación de la diversidad de factores que han de ser tomados en cuenta cuando se adoptan las resoluciones que van dando paso a la vocación sentida por quienes están dispuestos a asumir esta tarea de función colectiva.”. Luego puntualiza que “ la complejidad de tales determinaciones puede, con frecuencia, crear serios obstáculos al respeto del requisito en análisis y, consecuentemente, dar paso a la tendencia a buscar resquicios o subterfugios inspirados en el afán de evitar el respeto serio al propósito constitucional”.


Continuando con su análisis, el profesor señor Pfeffer - en lo que se refiere solamente a los Diputados - señala que la exigencia de residencia sólo rige a contar de la elección parlamentaria de 1993, basándose para ello en un fallo del Tribunal Constitucional de 1989 (rol N° 67) que declaró constitucional una norma transitoria que se agregaba a la ley N° 18.700 y que establecía que el requisito de residencia, entonces de tres años, no regiría para los candidatos que triunfaren en la primera elección parlamentaria y ello porque la fijación del día de la votación se había efectuado por la ley N° 18.733, de agosto de 1988, por lo que se había hecho imposible contar con el requisito al momento de declarar las candidaturas.


Al respecto, fundándose en el voto de minoría, que consideró tal fallo como una mutación constitucional por vía interpretativa, señala que los efectos de esta decisión se traducen en que hasta el día de hoy - el trabajo corresponde al año 2003 - los Diputados que hayan sido reelectos sucesivamente nunca han debido acreditar residencia en la región que representan, en virtud de la presunción de cumplimiento de tal requisito establecida en el artículo 51 de la Constitución.


Señalando que lo anterior, significa que respecto de los parlamentarios mencionados el cumplimiento de dicha exigencia ha sido puramente nominal, concuerda con don Alejandro Silva en los alcances del concepto de residencia, quien estima evidente que “ la residencia se refiere a la morada en el sentido del lugar donde se duerme, es decir, en el que se habita y, por lo tanto, cabe admitir que hay residencia en aquellos puntos en que la persona con habitualidad se entrega al sueño”, de lo que sigue que no sería factor determinante de la residencia el hecho que la permanencia sea en forma continuada, en todo momento, sin interrupción alguna, por cuanto, volviendo a la opinión del señor Silva Bascuñán en el sentido de que si “ hay residencia en la habitualidad y permanencia en un determinado lugar en que la persona duerme, es perfectamente posible sostener que puede configurarse residencia en más de un lugar si en todos ellos concurren las circunstancias que se han hecho notar, es decir, habitualidad de habitación en más de un punto determinado.”.


De todo lo anterior, el profesor señor Pfeffer concluye que la exigencia de residencia como requisito de elegibilidad debería interpretarse como sigue:


a.- se trataría de una condición de elegibilidad polémica y discutida en cuanto limita objetivamente la posibilidad de optar a un cargo público de elección popular y, correlativamente, reduce la alternativa de elección a los ciudadanos en desmedro de su libertad para optar entre la más amplia gama de candidatos.


b.- no existiendo una definición constitucional ni legal de la expresión “residencia”, resulta extremadamente difícil acreditar con precisión su concurrencia.


c.- el Tribunal Calificador en la apreciación de la prueba, deberá valorar todos los antecedentes que directa o indirectamente, permitan visualizar el vínculo del candidato con la región y la habitualidad de permanencia de dicho vínculo, de tal manera de acreditar su vinculación real y no artificial con la región que pretende representar.


d.- en la preceptiva constitucional debe siempre privilegiarse la intención o finalidad perseguida por la norma fundamental, lo que llevaría a entender la percepción existente de que la aplicación concreta que ha hecho el Tribunal Calificador del cumplimiento del requisito de residencia sea sólo nominal, todo lo cual aconsejaría la modificación del precepto constitucional.

VI. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


a.- Discusión general.


El Diputado señor Becker, en su condición de principal autor de la moción, señaló que el objeto que se perseguía con esta iniciativa, era realzar la importancia de que el diputado tenga una efectiva conexión con la región a que pertenece el distrito electoral que representa, importancia que había sido reconocida por la reforma constitucional de 2005, la que eliminó el requisito de residencia para los senadores, pero lo mantuvo para los diputados.


Explicó que no obstante exigir el artículo 48 de la Constitución a los candidatos a diputado, tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral que pretenden representar, durante, a lo menos, dos años contados hacia atrás desde el día de la elección, era de público conocimiento la burla que se hacía, en la práctica, de esta exigencia, por cuanto frecuentemente se levantaban candidaturas pocos meses antes de las elecciones, con personas que no tenían mayor conexión con la región, pero que obviaban el cumplimiento de la exigencia por la vía de arrendar algún inmueble en el lugar, con efecto retroactivo.


Agregó que con la finalidad de dar más eficacia al cumplimiento del requisito de residencia y lograr una mayor vinculación de los candidatos con los distritos que deberán representar, había patrocinado, junto a otros parlamentarios, una moción para cambiar el requisito de residencia en la región por el de domicilio, pero como luego de un mayor análisis, se había llegado a la conclusión que no se obtendría el objetivo perseguido, había optado por esta moción, planteando la exigencia de la inscripción electoral en la región desde dos años antes de la elección, por cuanto constituiría un requisito más objetivo que no sería posible soslayar por la vía de subterfugios.


Señaló, asimismo, que la modificación propuesta se complementaba con un cambio del evento a partir del cual debería cumplirse, hacia atrás en el tiempo, con los requisitos de residencia e inscripción y que sería la fecha de asunción en el cargo y no la de la elección, por ser la primera más estable, e, igualmente, porque tales requisitos serían exigibles también en los casos de reemplazo de diputaciones vacantes, según lo señala el artículo 51 de la Carta Política.


Insistió en que lo que fundamentalmente se perseguía era el respeto de la exigencia constitucional de residencia por medio de una fórmula como la que se proponía, agregando que las personas que viven en regiones aspiran a que sus representantes tengan vinculación con la región que representan, no viendo otra forma de garantizar una mayor amplitud en la presentación de candidaturas, que permitiera asegurar la postulación de figuras regionales, que una modificación del sistema binominal, pues mientras esté vigente tal sistema, siempre ocurrirá que los partidos políticos impondrán candidatos foráneos sin mayor vinculación con el distrito, obligando a sus electores a votar por personas ajenas a su entorno, las que, muchas veces, ni siquiera son de sus preferencias. Por último, señaló que tal práctica política postergaba las aspiraciones de postulantes regionales quienes no estaban en condiciones de competir con los candidatos impuestos.


Ante una consulta del Diputado señor Squella acerca de cómo se compatibilizaría esta iniciativa con las disposiciones del proyecto sobre inscripción automática y voto voluntario, señaló que de acuerdo a dicha iniciativa, las personas quedarían inscritas automáticamente en el lugar de su domicilio, el cual se especificaría en su cédula de identidad, de tal manera que si desean postular por un distrito distinto, deberán cambiar o trasladar su domicilio a uno de la región a la que corresponda el distrito, circunstancia que obligará a planificar con tiempo las candidaturas porque el postulante deberá registrar inscripción en dicho lugar dos años antes de la elección, evitando así postulaciones intempestivas de personas sin vinculación alguna con el sector.


El Diputado señor Eluchans manifestó su apoyo a la propuesta, agregando que la primera proposición reseñada por el Diputado señor Becker, ciertamente no lograría los fines perseguidos porque dada la definición que el artículo 59 del Código Civil asigna al término domicilio, es decir, residencia acompañada del ánimo real o presunto de permanecer en ella, si bien implicaría una mayor exigencia también complicaría más la aplicación de la norma constitucional.


El Diputado señor Burgos sostuvo que, efectivamente, podría resultar preocupante que candidatos ajenos a los sectores que representan ganen las elecciones, no obstante carecer de mayores vínculos con los distritos respectivos, pero, a su parecer, la proposición que se sometía a la consideración de la Comisión podría, también, interpretarse como un intento de auto protección de los candidatos a diputado o de quienes actualmente detentan el cargo y que son originarios o tienen su residencia en la zona que representan o aspiran a representar. A su juicio, lo correcto sería lo contrario a lo propuesto, es decir, suprimir la exigencia de la residencia en la región, por cuanto lo verdaderamente deseable sería permitir la más amplia competencia para obtener el cargo de diputado, dejando a la ciudadanía la posibilidad de pronunciarse por la opción que mejor represente sus intereses, sea que ésta provenga o no de la región en que se efectúa la elección. 


El Diputado señor Ceroni concordó con la opinión del Diputado señor Burgos, señalando que los argumentos esgrimidos a favor de la moción no le parecían del todo convincentes y, por el contrario, siendo él partidario de la más amplia competencia, pensaba que debía brindarse al electorado todo un abanico de opciones a fin de que escogiera la que más le satisficiera y no restringirlo con un mecanismo que podría ser considerado como de protección de los actuales representantes, frente a posibles nuevos candidatos que podrían amagar su reelección.


El Diputado señor Squella señaló que, de acuerdo a lo expuesto por el Diputado señor Becker, uno de los objetivos de esta iniciativa, sería obstaculizar la postulación de candidatos foráneos impuestos a último momento por los partidos políticos. No obstante, él era contrario a la restricción y partidario de la mayor libertad. Pensaba que el factor de ser el candidato ajeno al sector que pretendía representar, debería ser un elemento que el elector tomara en cuenta al expresar su preferencia y, en consecuencia, de estimar tal circunstancia relevante, no apoyar tal postulación. Creía que plantear exigencias como la señalada, podrían impedir las candidaturas de personas más calificadas que aquéllas provenientes de la región de que se trate, haciendo notar lo negativo que podría ser la exacerbación de lo local, olvidando que la labor parlamentaria se orienta, en definitiva, a producir efectos en todo el país.


Cerrado finalmente el debate, la Comisión, en un principio, se inclinó por rechazar la idea de legislar, pero luego de acordar repetir la votación, terminó por aprobarla por mayoría de votos ( 5 votos a favor y 2 en contra). Votaron a favor los Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans y Cristián Monckeberg. En contra lo hicieron los Diputados señores Burgos y Ceroni.


b.- Discusión en particular.


El artículo único del proyecto señala lo siguiente:


“Modifícase el artículo 48 de la Constitución Política en los siguientes términos:


1° Reemplázase la coma (,) antes de la frase “haber cursado la enseñanza media o equivalente” por la voz “y”.


2° Reemplázase la coma (,) después de la frase “haber cursado la enseñanza media o equivalente”, por un punto seguido (.).


3° Reemplázase la frase “ y tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a dos años , contado hacia atrás desde el día de la elección”, por la siguiente oración:


“Además, deberá acreditar residencia e inscripción en los registros electorales de la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente, durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el día en que asuma el cargo.”.


La Comisión, sin mayor debate, procedió a aprobar este artículo por mayoría de votos ( 5 votos a favor y 2 en contra). Votaron a favor los Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans y Cristián Monckeberg. En contra lo hicieron los Diputados señores Burgos y Ceroni.

-o-

Por las razones señaladas y por las que hará valer en su oportunidad el señor Diputado Informante, esta Comisión propone aprobar el proyecto, al que sólo se le han introducido cambios formales, de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 48 de la Constitución Política por el siguiente:


“Artículo 48.- Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad y haber cursado la enseñanza media o equivalente. Además, deberá acreditarse residencia e inscripción en los registros electorales de la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente, durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el día en que se asuma el cargo.”.

-o-

Sala de la Comisión, a 8 de junio de 2011.

Acordado en sesiones de fechas 1, 7 y 8 del mes en curso, con la asistencia de los Diputados señores Alberto Cardemil Herrera (Presidente) y Pedro Araya Guerrero (Presidente accidental), señora Marisol Turres Figueroa y señores Jorge Burgos Varela, Giovanni Calderón Bassi, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda, Felipe Harboe Bascuñán, Cristián Monckeberg Bruner, Ricardo Rincón González y Arturo Squella Ovalle.


Asistieron también a las sesiones los Diputados señores Germán Becker Alvear y Marcelo Schilling Rodríguez.

(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de la Comisión.”
8. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que reajusta monto del ingreso mínimo mensual. (boletín Nº 7737-05).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, el proyecto mencionado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:


1°) Que la idea matriz o fundamental del proyecto en informe consiste en reajustar el ingreso mínimo mensual y fijar los valores de la asignación familiar, a contar del 1 de julio de 2011.


2°) Que el articulado de esta iniciativa no contiene disposiciones calificadas de orgánico constitucionales o de quórum calificado para efectos de su aprobación.


3°) Que el proyecto fue aprobado en general, por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth, don Pepe; Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; Jaramillo, don 
Enrique; Jarpa, don Carlos Abel; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Rincón, don Ricardo; Rosales, don Joel; Schilling, don Marcelo; y Von Mühlenbrock, don Gastón.


4°) Que Diputado Informante se designó al señor Godoy, don Joaquín.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto el señor Felipe Larraín, Ministro de Hacienda; la señora Evelyn Matthei, Ministra del Trabajo y Previsión Social; el señor Rodrigo Álvarez, Subsecretario de Hacienda; los señores Sergio Urzúa, Coordinador Laboral; Jaime Salas, Asesor Legislativo, y Andrés Venegas, Asesor de Comunicaciones, todos del Ministerio de Hacienda; Francisco del Río, Asesor Legislativo, y Cristián Torres, Periodista, ambos del Ministerio del Trabajo.


Concurrieron, además, los señores Arturo Martínez, Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores; José Figueroa y Nolberto Díaz, integrantes del Comité Ejecutivo de la CUT.

II. ANTECEDENTES GENERALES

A. Antecedentes de hecho y de mérito que justifican la iniciativa


En el mensaje se hace hincapié que, durante el año 2010, Chile dio muestras claras de reactivación económica, luego de la crisis que afectó a nuestro país y el resto del mundo durante el 2009. El Producto Interno Bruto (PIB), creció a una tasa promedio de 5,2% durante ese año, esperándose una tasa para el año 2011 cercana al 6%. 

El mercado laboral, por su parte, ha presentado fuertes signos de vitalidad últimamente, generándose durante 2010 un número de empleos que superan ampliamente la meta propuesta inicialmente por el Gobierno. Con respecto al desempleo, en el último periodo éste ha disminuido significativamente. La última tasa de desempleo nacional registrada es de 7,0%, alcanzando los niveles más bajos de los últimos años. No obstante lo anterior aún existen altas tasas de desempleo en grupos vulnerables, como es el caso de mujeres y jóvenes menores de 24 años del quintil más pobre, para quienes dicho indicador se sitúa en 32,4 % y 53 %, respectivamente. 


Por otra parte, es importante tener presente cuáles de los sectores productivos se ven afectados por los reajustes que experimenta el salario mínimo. De acuerdo a los datos emanados del seguro de cesantía, cerca del 75% de quienes ganan el ingreso mínimo laboran en micro y pequeñas empresas y, por lo tanto, son ellas las que se ven más afectadas por este reajuste. Se destaca que en el país existen más de 700.000 de este tipo de empresas.


Se plantea por el Gobierno, sin embargo, que es necesario continuar con una política de incremento del salario mínimo para no afectar las posibilidades de empleo de los grupos más vulnerables ni el desarrollo de las PYMES, velando porque el salario mínimo mejore su poder adquisitivo y refleje los aumentos en productividad que ha presentado el mercado laboral pero, por sobre todo, es importante velar por la empleabilidad de los trabajadores a los que justamente se pretende beneficiar.


Se hace presente, asimismo, que en abril de 2010, el Gobierno a través del Ministro de Hacienda y la Ministra de Trabajo y Previsión Social, anunció la creación de la Comisión Asesora Laboral y de Salario Mínimo, que definió criterios para la fijación del salario mínimo por el período julio 2010 - junio 2011. Luego de recibir ese informe en junio de 2010, se convocó a una segunda comisión, con representantes tanto del mundo académico, como de los trabajadores y empleadores, cuyo fin era establecer un marco para la definición clara de los futuros aumentos en el salario mínimo. Dicha Comisión evaluó distintas estrategias para guiar el proceso de definición del salario mínimo.


La referida Comisión, en su informe final, consideró que es necesario velar por el buen funcionamiento del mercado laboral, ya que éste permite asegurar una fuente de ingresos a los hogares, sobre todo a los más vulnerables. Además, se estimó que desde el punto de vista económico, variaciones en el salario mínimo deben estar alineadas con las variaciones objetivas que experimentan variables económicas fundamentales. Concluyó que para abordar el reajuste en el salario mínimo deben considerarse las variaciones de productividad media del trabajo, inflación pasada, cambios anuales en los niveles de empleo y el ciclo económico. Tomando en consideración estas variables, la Comisión propuso un reajuste de 4,4%.

B. Disposiciones legales que se modifican por el proyecto


1.- La ley N° 18.987, que incrementa asignaciones, subsidios y pensiones que indica.


2.- El decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que contempla el Sistema Único de Prestaciones Familiares.


3.- La ley N° 18.020, que establece subsidio familiar para personas de escasos recursos y modifica normas que indica.

C. Contenido del proyecto


Se incrementa el ingreso mínimo mensual de $ 172.000 a $ 180.000, lo que equivale a un incremento en torno a 4.7%, porcentaje que será aplicable también al ingreso mínimo mensual de los trabajadores menores de 18 y mayores de 65 años y al ingreso mínimo mensual con fines no remuneracionales.


Se propone un reajuste a contar del 1 de julio de 2011, con mayor énfasis en los grupos más vulnerables. En primer lugar, una variación de igual nivel que la propuesta para el ingreso mínimo mensual, tanto para el subsidio familiar destinado a personas de escasos recursos, como para el tramo más focalizado de las asignaciones familiares y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares y el subsidio familiar para personas de escasos recursos establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020. 


Por su parte, para el segundo y tercer tramo de asignación familiar y maternal, se propone un reajuste que contempla tanto la variación del costo de vida desde el último reajuste como el incremento que han tenido en promedio las remuneraciones en el último período.


Con todo, se fija en $ 7.091 mensuales por carga a los beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 185.455; en $ 5.064 por carga para los beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 185.455 y no exceda los $ 307.863; y en $ 1.600 por carga para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 307.863 y no exceda de $ 480.162.


Por su parte, el subsidio familiar, se fija en $ 7.091 a partir del 1 de julio de 2011. 

D. Antecedentes presupuestarios y financieros


En el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 15 de junio de 2011, se consigna que:

1. A contar del 1 de julio de 2011, se fija el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años y hasta 65 años de edad, en $ 180.000.

2. Como consecuencia de lo anterior:

a. Se modifican los niveles de ingresos inferiores y superiores correspondientes al grupo C, a que se refiere el artículo 160 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N°s 18.933 y 18.469, de $ 172.000 a $ 180.000 y de $ 251.120 a $ 262.800, respectivamente.

Estas modificaciones generan una disminución en la recaudación de copagos en la modalidad institucional en los establecimientos del Sistema Nacional de Servicios de Salud. Los menores ingresos fiscales anuales ascienden a $ 1.329 millones, lo que implica que la menor recaudación para el segundo semestre del año 2011 será de $ 665 millones.

b. Se modifica el valor del subsidio previsional a los trabajadores jóvenes, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 82 de la ley N° 20.255, lo que significa un costo fiscal durante el segundo semestre de 2011 de $ 48 millones.

c. A contar del 1 de julio de 2011 se fija el monto del ingreso mínimo mensual que se utiliza para fines no remuneracionales en $ 116.111.


La aplicación de este incremento origina un mayor costo fiscal durante 2011 de aproximadamente $ 488 millones por el aumento en el valor de la asignación por muerte de activos y pensionados del antiguo sistema.

d. A contar del 1 de julio de 2011 se modifican los tramos para la asignación familiar y maternal y los montos correspondientes a cada tramo, con un costo de aproximadamente $ 1.939 millones para el presente ejercicio fiscal.

A partir de la misma fecha, se fija en $ 7.091 el valor del Subsidio Familiar establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.020, con un costo de aproximadamente $ 4.293 millones para 2011.

3. El costo total del proyecto de ley durante el segundo semestre del presente año asciende a $ 7.433 millones.

Para el año 2012, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.

III. DISCUSIÓN DEL PROYECTO


A. Discusión general


El señor Felipe Larraín hizo presente que el proyecto en debate tiene por objeto reajustar de 172 mil a 180 mil pesos el ingreso mínimo mensual, también conocido como salario mínimo, que rige hasta el 30 de junio próximo, como asimismo, reajustar en 4,7% los ingresos mínimos diferenciados para trabajadores menores de 18 y mayores de 65 años, y para fines no remuneracionales.


Sostuvo que Chile se ubica en la región más desigual del mundo, que es América Latina y El Caribe, registrando un índice de Gini de 0,55, en circunstancias que los países de la OECD, a la cual pertenece, registran un índice promedio de 0,31 (siendo 1 el indicador de máxima desigualdad social). Agregó que, pese a que Chile es superado en esta materia por seis países latinoamericanos, incluyendo entre ellos a Brasil, ciertamente es un tema que preocupa a todos.


Otro índice de desigualdad social está dado por el cuociente entre el ingreso autónomo del quintil más rico y el del quintil más pobre, que ha fluctuado entre 14 y 15 en los últimos 20 años, pero que subió de 13,1 en 2006 a 15,7 en 2009. Esto significa que aumentó la brecha entre los ingresos más altos y los más bajos el año antepasado, producto de la crisis económica mundial, pero, si Chile sigue progresando, este indicador debería mejorar. 


Por otra parte, entre 1990 y 2009, los subsidios monetarios se han ido concentrando cada vez más en los deciles más pobres, lo cual es deseable para una política social, haciendo que la brecha entre los ingresos monetarios de las familias del quintil más rico y las del quintil más pobre descendiera en 2009 a 11,9.


En relación a los elementos que contribuyen a reducir la desigualdad de ingresos, afirmó que ningún estudio económico permite afirmar que el incremento del salario mínimo sea un mecanismo para ello. Las variables que inciden en la disminución de la brecha salarial son más bien el ingreso per cápita (a medida que los países se hacen más ricos, la distribución del ingreso se vuelve menos desigual); el acceso a la educación y capacitación; la reducción del desempleo, y los cambios demográficos (la protección a los ancianos en un país cuya población envejece, por ejemplo, hace que mejore la distribución del ingreso, mientras que los cambios tributarios no la afectan significativamente).


A continuación, hizo una breve reseña de la situación macroeconómica del país, destacando que la economía chilena se ha recuperado, exhibiendo una tasa de crecimiento de 5,2% en 2010 y proyectándose oficialmente un crecimiento de 6,1% para 2011, según el informe de finanzas públicas de octubre del año pasado, que aún debe actualizarse.


Por su parte, la inflación, luego de registrar cifras negativas en 2009, también se ha recuperado, acumulando 3,3% en los últimos doce meses.


Igualmente, el desempleo registró, en el trimestre móvil febrero-abril recién pasado, una tasa promedio de 7% a nivel nacional, siendo de 8,7% entre las mujeres y de 5,8% entre los hombres. Considerando los distintos grupos etarios, se aprecia sin embargo una concentración del desempleo en los jóvenes menores de 25 años, que son los menos calificados y, por tanto, los más expuestos al salario mínimo, lo mismo que los indigentes y pobres no indigentes, cuya tasa de desocupación, según datos de la Encuesta CASEN 2009, fue de 51% y 25,8%, respectivamente.


En otro orden de ideas, destacó el señor Ministro que el salario mínimo ha crecido poco más de 60% real desde 1996, llegando a un monto nominal de $ 172 mil en 2010. Pero, si bien esto demuestra una recuperación significativa del salario mínimo en las últimas dos décadas, el problema es que su crecimiento supera largamente el crecimiento de la productividad media en el mismo período. Además, el salario mínimo en Chile equivale al 63% de la media salarial (promedio de todas las remuneraciones percibidas en el país), cifra superior a la registrada por todos los países de la OCDE, con excepción de Francia, lo cual desmiente que nuestro país esté atrasado en esta materia.


Otros datos indican que el salario mínimo se concentra en los jóvenes menores de 25 años de edad, aunque ha mejorado la distribución según nivel de escolaridad, ya que entre los años 2000 y 2009, la cobertura del salario mínimo bajó de 53,1% a 31,3% entre los trabajadores con siete o menos años de estudios, y de 42,4% a 25,3% entre los que tienen entre ocho y once años de formación. Subsiste, sin embargo, el fenómeno de que el salario mínimo afecta mayormente a jóvenes con baja escolaridad. 


Con respecto al número de trabajadores afectos al salario mínimo, indicó el Ministro que, entre los años 2005 y 2011, los que perciben de 1 a 1,05 salarios mínimos han fluctuado en torno a 200 mil; los que perciben de 1,06 a 1,25 salarios mínimos aumentaron de poco más de 400 mil a aproximadamente 600 mil, y los que perciben entre 1,26 y 1,50 salarios mínimos subieron de alrededor de 700 mil a 1 millón. 


Agregó que los trabajadores que perciben el salario mínimo se desempeñan principalmente en empresas de menor tamaño. En efecto, el 37,8% labora en empresas que tienen hasta 9 trabajadores; el 36,52% lo hace en empresas que tienen entre 10 y 199 trabajadores, y sólo el 25,68% labora en empresas con 200 o más trabajadores.


Por otro lado, según datos del sistema de seguros de cesantía, durante el año 2010, el 48% de las empresas con menos de 10 trabajadores y el 21.6% de las que tienen entre 10 y 199 trabajadores pagaron el salario mínimo; y sólo el 10% de las empresas con 200 o más trabajadores hicieron lo mismo, lo cual demuestra nuevamente que el salario mínimo se concentra en la pequeña y mediana empresa.


La Ministra señora Matthei, por su parte, advirtió que los datos del seguro de cesantía deben tomarse con precaución, porque hay muchos trabajadores que ganan menos de un ingreso mínimo, pero aún así cotizan, lo cual significa que tienen algún grado de formalidad y probablemente el empleador cumpla con todas las normas laborales, pero puede que tenga muchos trabajadores contratados por horas o por media jornada. La verdad es que hay tanta información poco fidedigna en la base de datos del seguro de cesantía, que nadie puede afirmar con certeza cuántos trabajadores están afectos al salario mínimo. De ahí que el Ministerio del Trabajo esté haciendo esfuerzos por contar con mejor información sobre esta y otras materias.


El Ministro señor Larraín subrayó que las cifras entregadas están basadas en la mejor información que se encuentra disponible.


Agregó que, entre los años 2000 y 2009, hubo una reducción del grado de informalidad laboral de 21 a 17 por ciento en términos generales, pero aumentó de 17 a 25 por ciento entre los trabajadores que ganan de 1 a 1,25 salarios mínimos. Ello parece indicar que, cuanto más se aumenta el salario mínimo, más crece el número de trabajadores sin contrato.


Desde otro punto de vista, el salario mínimo equivale en Chile a 2,9 veces la línea de pobreza, una de las cifras más altas de Latinoamérica, siendo superado sólo por Panamá.


Destacó finalmente, que existen distintos instrumentos de política social que permiten complementar el ingreso de los hogares, por lo que el salario mínimo no es el único ni el más importante de ellos. Citó al efecto el Ingreso Ético Familiar, que hoy reciben aproximadamente 400 mil personas; los bonos del sistema Chile Solidario (de protección, de egreso, subsidio para cédula de identidad); el subsidio al consumo de agua potable; las pensiones solidarias; el subsidio a la discapacidad mental; el subsidio único familiar y las becas de alimentación para estudiantes, entre otros.


Recordó enseguida que el Gobierno creó una comisión asesora especial destinada a fijar una fórmula objetiva para determinar el monto del salario mínimo, basándose en las recomendaciones que hicieran los propios parlamentarios el año pasado durante la discusión del mismo. Dicha comisión quedó presidida por Harald Beyer e integrada por Roberto Morales y Juan Carlos Scapini, en representación de la CUT; Cristóbal Huneeus, por la UNT; Alejandra Mizala, académica de la Universidad de Chile; Ricardo Paredes, académico de la Universidad Católica; Carlos Boada, representante de Conapyme, y Alfonso Swett, por la SOFOFA y la CPC.


Después de cinco meses de trabajo, la referida comisión determinó que hoy en día existe una tensión entre los eventuales incrementos del salario mínimo y sus potenciales impactos sobre el mercado laboral. O sea, el nivel actual del salario mínimo es tal que sus aumentos generan efectos en el mercado laboral, que no se producirían si éste fuera más bajo.


Por esa razón, la comisión asesora propuso una regla de reajuste del salario mínimo asociada a productividad, inflación y tasa de desempleo -que considera cláusulas de escape cuando la economía presente tasas de desempleo que superen los dos dígitos-, estableciendo claramente las fuentes oficiales para cada una de las variables a utilizar.


Aplicando dicha regla, se puede apreciar que, entre los años 2006 y 2010, la tasa efectiva de reajuste del salario mínimo ha estado levemente por arriba o por debajo de la tasa nominal resultante de la fórmula propuesta, pero siempre alineada con ella. Para el presente año, puesto que no hay tasa de desempleo de dos dígitos, se ha considerado solamente la variación porcentual de la productividad y la inflación pasada, resultando un reajuste nominal de 4,4%, lo que da un nivel de salario mínimo de $ 179.553. Sin embargo, el Gobierno propone aproximar esta cifra a $ 180.000, lo que equivale a un reajuste efectivo de 4,7%, misma tasa que se aplica al salario mínimo de los menores de 18 y mayores de 65 años, y al que se utiliza para fines no remuneracionales. 


Consultado al respecto, afirmó el Ministro que la fórmula de ajuste del salario mínimo fue aprobada unánimemente por la comisión técnica asesora el año pasado. Este año, la comisión se reunió nuevamente, la semana recién pasada, sin la presencia de los representantes de la CUT, para verificar la fórmula propuesta, estableciendo en forma inequívoca las fuentes a que se debe acudir para definir las variables que se deben utilizar, no habiendo duda alguna -por tanto- de que la tasa resultante es la indicada.


Por consiguiente, el reajuste efectivo propuesto por el Gobierno aumenta el poder adquisitivo del salario mínimo y evita efectos negativos sobre el mercado laboral.


Intervinieron sucesivamente a continuación los Diputados señores Jaramillo, Von 
Mühlenbrock, Auth, Godoy y Ortiz. Los parlamentarios oficialistas pidieron al Ministro profundizar sobre el impacto del aumento del salario mínimo en la situación de las Pymes, la productividad y el empleo de los trabajadores menos calificados. Los representantes de la Oposición manifestaron su desacuerdo con el reajuste del salario mínimo propuesto, entre otras razones, porque la fórmula aprobada para su determinación no considera variables que inciden fuertemente en la desigualdad social, como son la baja tasa de sindicalización y negociación colectiva, el régimen tributario imperante en el país o la variación del IPC de los alimentos y combustibles en lugar del IPC general, que incluye una serie de productos a los que no acceden quienes perciben el salario mínimo. Además, porque el propio Gobierno reconoce que la economía nacional está en franca recuperación, con un crecimiento proyectado superior al 6% y con aumentos importantes de la recaudación tributaria, de los ingresos provenientes de la Gran Minería del Cobre y hasta del ingreso per cápita, pero con cerca del 70% de la población percibiendo salarios insuficientes para cubrir razonablemente sus necesidades básicas. Plantearon, por lo mismo, la necesidad de reajustar el salario mínimo a un nivel de $ 190 mil o, cuando menos, a una tasa no inferior al crecimiento económico esperado.

El Ministro de Hacienda respondió a los planteamientos e inquietudes de los miembros de la Comisión señalando en primer lugar que, si bien la recaudación tributaria ha aumentado, ello era esperable, puesto que el año pasado se anunció un plan de control de la evasión más riguroso, con miras a incrementar los recursos disponibles para la reconstrucción del país, razón por la cual esa mayor recaudación está considerada en los presupuestos de ingresos y gastos ya aprobados para este año. Con todo, aclaró que el reajuste del salario mínimo no plantea un problema de gasto fiscal relevante, ya que el informe financiero del proyecto da cuenta de un costo directo relativamente pequeño para el Fisco por este concepto. Lo que realmente preocupa al Ejecutivo es el efecto sobre el empleo, pues todos los años el salario mínimo ha crecido por sobre la productividad, lo cual es insostenible en el largo plazo. Por eso es que la comisión técnica asesora propuso un reajuste asociado al incremento de la productividad, calculado en 1,1% que, sumada a la inflación acumulada hasta fines de mayo, da 4,4%. Aún así, el Gobierno está proponiendo un reajuste efectivo equivalente a 1,4% real (sobre IPC), basado en productividad.


Destacó que la determinación del salario mínimo se ha tratado de hacer en base a elementos objetivos que inciden en las personas y no contra las personas, pues todos los integrantes de la comisión técnica asesora son analistas con sensibilidad social; de hecho, tres de ellos son representantes directos del mundo laboral, que han tratado de capturar las variables que deben considerarse para tales efectos.


Con respecto al IPC de los alimentos, que de hecho se ha ido moderando últimamente, precisó que la referida comisión no consideró la creación de un índice especial para reajustar el salario mínimo, entre otras cosas, porque ello afectaría negativamente a las más cien mil pequeñas y medianas empresas que dan empleo a los trabajadores. De hecho, hay coincidencia en que el aumento del salario mínimo registrado hacia fines de los noventa fue excesivo y contribuyó enormemente al crecimiento del desempleo que hubo en la época. Además, el aumento del salario mínimo abarata de alguna manera la mano de obra mejor calificada, incitando a las empresas a sustituir a los trabajadores con menor nivel de capacitación. Por eso, no da lo mismo elevar el salario mínimo a $ 190 mil en vez de $180 mil, como se propone.


En cuanto a la posibilidad de vincular el salario mínimo al crecimiento futuro de la economía, advirtió que lo que corresponde es, primeramente, recuperar el poder adquisitivo del mismo y, luego, ajustarlo de acuerdo al crecimiento de la productividad, que es la relación entre el crecimiento del producto y el de los insumos utilizados para generarlo, por lo que la fórmula propuesta lleva incorporado el crecimiento económico a través de la productividad.


Finalmente, sostuvo que, a diferencia del reajuste del salario mínimo, el otorgamiento de subsidios, bonos u otras ayudas sociales a las personas, si bien incrementan sus ingresos, no tienen efecto sobre el empleo porque no encarecen la mano de obra. En cambio, el incremento del salario mínimo no contribuye a mejorar la distribución del ingreso, porque no se puede obligar a las empresas a contratar trabajadores más caros. El ingreso de las personas depende en definitiva de la posibilidad que tengan de encontrar un empleo, y eso es lo que debe cuidarse.


La señora Matthei compartió lo observado por algunos Diputados opositores en el sentido de que los argumentos vertidos a favor y en contra del incremento del salario mínimo son los mismos que se vienen repitiendo desde hace dos décadas, y ello se debe a que los Ministros de Hacienda de todos los gobiernos anteriores tuvieron siempre la precaución de no elevarlo demasiado para no generar efectos adversos en el mercado laboral, salvo en tiempos del ex Presidente Frei, cuando por decisiones erradas de política interna se incrementó exageradamente el salario mínimo, lo que, sumado a la crisis asiática, provocó un alza del desempleo que costó once años revertir. 


Negó que el aumento del salario mínimo tenga la capacidad de mejorar la distribución del ingreso, porque entre quienes están en la categoría de indigentes la tasa de desempleo es de 51%. Si estas personas consiguieran trabajo, saldrían inmediatamente de esa situación, ya que el salario mínimo cubre aproximadamente 2,7 veces la línea de pobreza. En todo caso, como ésta se mide por persona, hay quienes, aún teniendo trabajo, pueden seguir siendo indigentes si tienen familias muy numerosas. Lo importante es tener claro que el mayor problema para los indigentes es el desempleo.


Sin embargo, observó que la mayor parte de los parlamentarios, según ha podido constatar en los últimos veinte años, no cree que haya una relación entre el aumento del salario mínimo y el crecimiento del desempleo. Por otra parte, muchos de ellos han acudido recientemente a su despacho en el Ministerio a manifestarle su preocupación porque se están cerrando muchos call center en el país y se están instalando en Perú. Esto es consecuencia, precisamente, del aumento del salario mínimo, ya que las empresas tienden a emigrar a aquellos países donde les resulta más barato producir bienes y servicios. Hay muchos trabajos que las empresas asentadas en un país pueden mandar a hacer en el extranjero, lo cual implica que es perfectamente posible crecer económicamente, manteniendo altas tasas de desempleo.


Negó, asimismo, que Chile sea un país muy inequitativo, ya que, si bien se ve pobreza en muchos lugares del país, no es dable creer que nuestra situación sea peor que la de Brasil, México, Perú o Bolivia. Planteó que en esos países hay millones de personas que no tienen empleo, cuya situación no se ve reflejada en el índice de Gini, porque éste compara los ingresos autónomos mayor y menor, y no considera -por tanto- a los cesantes. Tampoco este índice tiene en cuenta el valor de los subsidios que Chile entrega a las personas de más escasos recursos, en educación, en salud, etcétera. La verdad es que el país ha hecho un enorme esfuerzo de equidad que ha rendido sus frutos, y no puede seguir considerándose a sí mismo uno de los países más desiguales del mundo, cuando cualquiera que recorra su territorio puede constatar que no es así.


Hizo notar luego que, cuando se incrementa el salario mínimo, se reduce la brecha del ingreso autónomo entre el quintil más rico y el más pobre, pero se corre el riesgo de que las personas pertenecientes a este último no consigan empleo o lo pierdan, aumentando en definitiva la pobreza y la indigencia, efectos que en todo caso no se producen inmediatamente, ya que hay estudios sobre lo sucedido en Francia, por ejemplo, que aumentó sus salarios mínimos, redujo la jornada de trabajo y aumentó las vacaciones, entre otras medidas, provocando que muchas empresas que eran intensivas en el uso de mano de obra se trasladaran después de diez años a otros países. Lo que hoy está ocurriendo en España demuestra también que sus gobiernos se equivocaron con sus políticas laborales. En cambio, Alemania, que adoptó políticas en su momento muy impopulares, hoy está en muy buen pie, sosteniendo prácticamente al resto de Europa.


Insistió, por último, en que Chile puede crecer mucho sin necesariamente generar empleo. Así, por ejemplo, puede crecer sobre la base de la explotación del cobre, pero esta industria representa un ínfimo porcentaje en las tasas de ocupación. Puede crecer subcontratando muchos servicios en el extranjero y, aun así, transformarse en un país desarrollado, pero con mucho desempleo entre las personas de escasos recursos. Por lo mismo, no se debe creer que aumentando el salario mínimo se va a terminar con la indigencia, porque, si ello fuera posible, se habría conseguido hace mucho tiempo.


Los Diputados señores Andrade, Marinovic y Rincón abogaron por que el debate parlamentario sobre el salario mínimo deje de ser un rito que se repite año tras año, para lo cual debe dejar de ser importante, lo que sólo será posible en la medida en que los trabajadores puedan negociar por sí mismos sus remuneraciones. 


Plantearon además que, si bien todos comparten los criterios técnicos que justifican la propuesta del Gobierno sobre la materia, es necesario añadir a ésta un componente político que se haga cargo de las demandas de la gente, del hecho de que el alza de los alimentos castiga más duramente a quienes están afectos al salario mínimo; de que la fijación de precios en la economía -entre ellos, el del trabajo- tiene siempre un efecto redistributivo, y de que la pérdida de puestos laborales por migración de las empresas a otros países es un fenómeno global, que puede perjudicar o beneficiar a los trabajadores chilenos, entre otras consideraciones.


La Ministra señora Matthei respondió a las inquietudes de los Diputados presentes señalando que, para revertir las cifras de desempleo que hoy afectan principalmente a los jóvenes menores de 24 años, se va a modificar el sistema de capacitación, que tiene actualmente un costo de casi 400 millones de dólares, que se van prácticamente en su totalidad a las grandes empresas y, dentro de ellas, a los trabajadores que más ganan, lo cual resulta inaceptable. Además, para el presente año se han aumentado de 3.500 a 7.000 los cupos de la Red Forjar, que acoge a jóvenes que han abandonado el colegio. Esto, porque la capacitación es clave para que los jóvenes más vulnerables puedan encontrar y conservar sus empleos, ya que muchas veces carecen incluso de la disciplina necesaria para ello.


El señor Arturo Martínez, Presidente de la CUT, aclaró, en primer lugar, que la comisión técnica asesora en materia de trabajo y salario mínimo, que integraron representantes de la CUT, se formó para explorar los parámetros económicos que permitieran iniciar las conversaciones sobre el tema entre el Gobierno y la multisindical. En ningún caso para reemplazar la negociación política tendiente a fijar el monto del salario mínimo.


En segundo lugar, mencionó que, según datos de que dispone la CUT, existen hoy 800 mil trabajadores afectos al salario mínimo, en circunstancias que cuando se inició la discusión del mismo, en 1990, eran sólo 320 mil. Añadió que cerca de dos millones de trabajadores están ganando actualmente entre 1 y 1,5 salarios mínimos.


Asimismo, planteó que el salario mínimo constituye una señal para los trabajadores informales, ya que generalmente al trabajador sin contrato se le ofrece esta remuneración, y el año pasado se usó como referencia -incluso- para determinar el reajuste del sector público.


De esta manera, el debate sobre el salario mínimo ha adquirido una importancia fundamental en el país, y ello se debe a que la tasa de negociación colectiva en Chile es muy baja, pasando de 6,8% el año recién pasado a 6,2% en enero del año en curso. 


Lo que está en discusión, por lo tanto, no es un salario mínimo para los trabajadores más precarios o menos calificados, como señala la OIT, sino para una gran cantidad de trabajadores formalmente contratados y con algún grado de capacitación, a los que muchas empresas, por la vía de la externalización de servicios, les terminan pagando este monto. Tampoco es efectivo que el salario mínimo lo paguen principalmente las empresas de menor tamaño, porque lo pagan también muchas grandes empresas, a través de filiales subcontratistas.


Resulta necesario, entonces, reflexionar sobre el salario mínimo, porque además éste se encuentra muy pegado a la línea de pobreza. Se requiere encontrar mecanismos que permitan reajustarlo automáticamente en base a ciertos parámetros técnicos, por supuesto con los debidos resguardos frente a los vaivenes económicos, pero antes es menester elevarlo hasta un nivel que lo despegue de la línea de pobreza.


Informó el expositor que este año no fue posible concordar con el Gobierno una fórmula de reajuste del salario mínimo, porque la propuesta de la CUT fue automática y públicamente descalificada, señalándose que con ella la multigremial no estaba haciendo ningún esfuerzo por negociar. Con el Ministro de Hacienda, se constató que no había espacio para llegar a un acuerdo entre la CUT y el Gobierno, ya que los enfoques que ambas partes tienen sobre la materia son completamente disimiles, por lo que se desahuciaron las conversaciones, lo cual no tiene ningún dramatismo, porque no es la primera vez que ocurre.


Agregó que el salario mínimo está revestido en Chile de un elemento bastante simbólico, y es que sirve para medir el valor social que se asigna al trabajo. Esta es la diferencia fundamental que la CUT tiene con el Ejecutivo, pues mientras éste quiere fijar el salario mínimo exclusivamente sobre la base de guarismos económicos, la multisindical quiere que se considere además el valor social del trabajo. El Ministro de Hacienda planteó durante las conversaciones que el salario mínimo lo perciben únicamente las personas que hacen aseo u otras labores menores, cosa que no es efectiva, pero aún si lo fuera, el alto ejecutivo que trabaja en una oficina, haciendo funcionar una empresa, no podría hacer bien su trabajo sin contar con el que limpia su escritorio. Por tanto, este trabajador es tan importante como el de mayor jerarquía, y ese es el valor social que se le debe reconocer, porque además tiene las mismas necesidades que su superior.


En otro orden de ideas, señaló que la CUT coincide con el Gobierno en que la economía del país ha mejorado, y lo celebra, porque hacía muchos años que ella no se mostraba tan eficiente y con un nivel de crecimiento que proyecta a Chile a ser un país desarrollado hacia 2018. En ese contexto, se dice que, hoy en día, el país tiene un ingreso per cápita de 15 mil dólares. Pero cabe preguntarse, ¿qué porcentaje de ese ingreso per cápita constituye el salario mínimo? ¿Vamos a ser un país desarrollado con altos índices de pobreza, o se va redistribuir la riqueza cuando al país le esté yendo bien?


Celebró también la reducción del desempleo, porque para los sindicalistas es imprescindible que haya trabajadores con ocupación, pero advirtió que la mayor parte del empleo es actualmente externalizado y remunerado con el salario mínimo. Por tanto, no basta sólo con dar empleo; hay que considerar también la calidad del trabajo que se está ofreciendo a la población. Por otra parte, la inflación se encuentra controlada, todo lo cual configura una oportunidad óptima para que el salario mínimo sea mejorado más allá de lo propuesto por el Ejecutivo.


Por lo expuesto, la CUT propone elevar el monto del salario mínimo a $ 190 mil, lo que representa un reajuste de 10,46%. Esto obedece a que el IPC general no da cuenta de lo que consume la gente que percibe el salario mínimo, la que, además de solventar los descuentos previsionales, gasta gran parte de sus ingresos en locomoción y, luego, en alimentos, que son los bienes que más han subido de precio en el último tiempo y, por tanto, la calidad de vida de quienes dependen del salario mínimo se ha deteriorado.


Junto con ello, la CUT aboga por compensar las alzas de precio de la locomoción, los alimentos y la electricidad -que las hubo en su momento- con un bono para, al menos, los pensionados que perciben rentas más bajas.


Asimismo, aun cuando nunca ha compartido la diferenciación de la asignación familiar en tres tramos, la multisindical aspira a que ésta se mejore, reajustando cada tramo de ella en 20%.


Para finalizar, manifestó el deseo de que la Comisión pueda llegar a un buen acuerdo con el Ejecutivo, a fin de que los trabajadores puedan tener un salario mínimo más acorde con el buen momento que atraviesa la economía nacional, dado que ésta es además la única instancia que tienen para lograrlo, mientras no opere en el país un buen sistema de negociación colectiva.


B. Discusión particular


El proyecto de ley presentado por el Ejecutivo es del tenor siguiente:


“Artículo 1°.- Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, de $ 172.000 a $ 180.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad.


Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, de $ 128.402 a $ 134.374 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad.


Elévase, a contar del 1 de julio de 2011, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $ 110.950 a $ 116.111.”

Los Diputados señores Auth, Ortiz, Espinosa don Marcos, Rincón y Schilling, formularon una indicación para reemplazar, en el artículo 1º del proyecto, el guarismo “180.000” por “190.000”, la cual fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, por incidir en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 


Puesto en votación el artículo 1° fue rechazado por 6 votos a favor y 7 en contra. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; 
Macaya, don Javier; Recondo, don Carlos; Rosales, don Joel, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Votaron por la negativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don 
Enrique; Jarpa, don Carlos Abel; Marinovic, don Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Rincón, don Ricardo, y Schilling, don Marcelo.


“Artículo 2°.- Reemplázase, a contar del 1 de julio del año 2011, el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:


“Artículo 1º.- A contar del 1 de julio del año 2011, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley 
Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:


De $ 7.091 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de 
$ 185.455;


De $ 5.064 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 
$ 185.455 y no exceda los $ 307.863;


De $ 1.600 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 
$ 307.863 y no exceda los $ 480.162. 


Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 480.162 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este 
artículo.

Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores. 


Dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.”.


Puesto en votación el artículo 2° fue rechazado por 6 votos a favor y 7 en contra. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; Macaya, don Javier; Recondo, don Carlos; Rosales, don Joel, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Votaron por la negativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Jarpa, don 
Carlos Abel; Marinovic, don Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Rincón, don Ricardo, y 
Schilling, don Marcelo.


“Artículo 3°.- Fijase en $ 7.091 a contar del 1 de julio del año 2011, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.”.


Puesto en votación el artículo 3° fue rechazado por 6 votos a favor y 7 en contra. Votaron por la afirmativa los Diputados señores Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; 
Macaya, don Javier; Recondo, don Carlos; Rosales, don Joel, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Votaron por la negativa los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don 
Enrique; Jarpa, don Carlos Abel; Marinovic, don Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Rincón, don Ricardo, y Schilling, don Marcelo.


“Artículo 4°.- El mayor gasto que represente durante el año 2010 la aplicación de los 
artículos 2º y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.


Puesto en votación el artículo 4°, reemplazándose el año “2010” por “2011”, por tratarse de un error formal, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados señores Auth, don 
Pepe; Cardemil, don Alberto; Godoy, don Joaquín; Jaramillo, don Enrique; Jarpa, don Carlos Abel; Macaya, don Javier; Marinovic, don Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Rincón, don Ricardo; Rosales, don Joel; Schilling, don Marcelo, y Von 
Mühlenbrock, don Gastón.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN


Se rechazaron los artículos 1°, 2° y 3° del proyecto.

V. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES


Indicación de los Diputados señores Auth, Ortiz, Espinosa don Marcos, Rincón y 
Schilling al artículo 1° del proyecto.

VI. ARTÍCULOS QUE FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD


El artículo 4° del proyecto.


Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.

VII. TEXTO APROBADO O RECHAZADO POR LA COMISIÓN


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo.- El mayor gasto que represente durante el año 2011 la aplicación de los artículos 2º y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.


Tratado y acordado en sesiones de fecha 16 de junio de 2011, con la asistencia de los Diputados señores Godoy, don Joaquín (Presidente); Auth, don Pepe; Espinosa, don Marcos (Jarpa, don Carlos Abel); Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier; Marinovic, don 
Miodrag; Ortiz, don José Miguel; Recondo, don Carlos; Rincón, don Ricardo; Rosales, don Joel; Santana, don Alejandro (Cardemil, don Alberto); Schilling, don Marcelo, y Von 
Mühlenbrock, don Gastón, según consta en las actas respectivas.


Concurrieron, además, los Diputados señores Osvaldo Andrade, Marcos Espinosa, René García y Jorge Tarud.


Sala de la comisión, a 20 de junio de 2011.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
9. Informe de la Comisión de Seguridad Ciudadana y de Drogas recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley N° 17.798, de Control de Armas y el Código Procesal Penal. (boletín Nº 6201-02)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Seguridad Ciudadana y de Drogas viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en moción de la Diputada señora María Angélica Cristi Marfil y de los Diputados señores Eugenio Bauer Jouanne; Alberto Cardemil Herrera; José Pérez Arriagada; Jorge Ulloa Aguillón; Ignacio Urrutia Bonilla; Gastón Von Mühlenbrock Zamora y de los ex Diputados Sergio Correa de la Cerda; Renán Fuentealba Vildósola, y Alfonso Vargas Lyng.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1) La idea matriz o fundamental del proyecto:


Consiste en dotar al Estado de mejores herramientas para el combate de la delincuencia previniendo el uso de armas de fuego en hechos delictuales.

2) Normas de quórum especial:


El artículo 1° número 2, del proyecto es de quórum calificado de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 103 de la Constitución Política de la República.


No tiene disposiciones orgánicas constitucionales.

3) Normas que requieran trámite de Hacienda:


No tiene normas que requieren ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

4) Aprobación del proyecto, en general:


El proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión presentes señorita Sabat y señores Eluchans, Gutiérrez, don Romilio; Harboe, Montes, Monckeberg, don Cristián, y Walker.

5) Diputado informante:


Se designó Diputada informante a la señorita Marcela Sabat Fernández.

II. ANTECEDENTES. 


Los autores de la moción recuerdan que durante el año 2007, se suscribió el Acuerdo Político Legislativo en materia de Seguridad Ciudadana, por representantes del Ejecutivo de la época y de todos los partidos políticos con representación parlamentaria en ese momento que tiene por objetivo la aprobación de un conjunto de medidas destinadas a dotar al Estado de mejores herramientas para el combate de la delincuencia.


Agregan que dentro de dicho acuerdo, se logró consenso y apoyo transversal para la modificación de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, en dos materias específicas. La primera relacionada con el perfeccionamiento de las medidas cautelares a fin de incorporar la prohibición de tenencia y porte de armas de fuego. La segunda consideraba el establecimiento de penas agravadas para el que proporcionará armas a menores de edad. 


No obstante existir dicho consenso éste no fue suficiente para agilizar la tramitación del proyecto de ley presentado por la ex Presidenta de la República, contenida en el Boletín 5405-02, que si bien incluía las dos materias específicas respecto de las que existió un acuerdo amplio consideró otras respecto de las cuales se requiere un mayor debate y discusión.


En definitiva, la moción tiene como propósito perfeccionar la legislación en los aspectos respecto de lo que existía un amplio consenso sobre la necesidad de legislar en el sentido de prevenir el uso de armas de fuego en hechos delictuales.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


La iniciativa legal en informe, consta de dos artículos permanentes.


El artículo 1° modifica la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto N° 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional:


1) En el artículo 5° A, se agrega un nuevo requisito para la inscripción de armas consistente en no encontrarse sujeto a la medida cautelar personal de prohibición de tenencia, porte o posesión de armas, que se incorpora al artículo 155 del Código Procesal Penal.


Además, se dispone que los juzgados de garantía deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la dictación de estas medidas cautelares.


Seguidamente, se agregan dos nuevos incisos, mediante los cuales se posibilita la incautación por el tribunal de las armas inscritas a nombre de la personas objeto de la medida cautelar las que serán remitidas a la autoridad fiscalizadoras y, posteriormente depositadas en los Arsenales de Guerra, hasta el alzamiento de la medida.


Asimismo, se establece que, a petición del ministerio público o de la autoridad fiscalizadora, el juez de garantía podrá ordenar la incautación de las armas en poder de las personas enunciadas o querelladas por hechos de violencia intrafamiliar hasta el término del procedimiento.


2) Se intercala un inciso segundo en el artículo 9° A, con el propósito de establecer una agravante para quien venda, ceda o transfiera un arma inscrita a su nombre a un menor de edad, salvo que éste se encuentre acreditado como deportista en las condiciones que la propia Ley de Control de Armas autoriza.


3) Se agrega un inciso final en el artículo 14° A, que establece una sanción pecuniaria a las personas que teniendo legalmente inscrita un arma no comuniquen a la autoridad fiscalizadora correspondiente todo cambio de domicilio. 

El artículo 2°, modifica el artículo 155 del Código Procesal Penal, que enumera y aplica medidas cautelares personales, entregando al tribunal la facultad de dictar la prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego.

- Normas legales o reglamentarias que se propone modificar o que inciden, directa o indirectamente, en esta iniciativa legal.


El proyecto de ley propone modificar los siguientes cuerpos legales:


a) Ley N° 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional.


b) Código Procesal Penal, artículo 155, que enumera otras medidas cautelares personales.

IV. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a) Discusión general.


Durante el estudio de la iniciativa se recibió la opinión del Director General de Movilización Nacional, General, señor Günther Siebert, y del asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, don Juan Francisco Galli. Además, remitieron por escrito, sus opiniones el señor Fiscal Nacional, don Sabas Chahuan y el Juez de Garantía de Viña del Mar don Rodrigo Cortés. 

1. Director General de Movilización Nacional.


Hizo presente que, en general concordaba con los objetivos del proyecto de ley pues perfecciona la legislación vigente en materia de control de armas.


En particular, respecto de la letra g) que se incorpora al artículo 5 A, expresó su acuerdo con el nuevo requisito propuesto para inscribir armas que consiste en no encontrarse sujeto a medida cautelar personal que impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal.


Para el control de este requisito, los juzgados de garantía deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional las medidas cautelares de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego dentro de las 24 horas siguientes a que la hubieren decretado.


Indicó que esta modificación llena un vacío legal en cuanto al control de las armas desde el momento en que se decretaba la causa correspondiente, es decir la primera audiencia hasta el procesamiento definitivo. 

Sostuvo que para evitar una posible alusión a la presunción de inocencia, esta medida se aplica al imputado ya formalizado y entrega la obligación a los jueces de garantía de informar dentro de las 24 horas siguientes de decretada la medida cautelar de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego a la Dirección General de Movilización Nacional.


Respecto a la modificación que incorpora un inciso sexto en el artículo 5° A que establece que las armas que se encuentren inscritas a nombre de quienes se hubiere decretado la medida señalada en la letra g) de este artículo serán incautadas por el tribunal respectivo y remitidas a la autoridad fiscalizadora para que ésta las deposite en los Arsenales de Guerra hasta el alzamiento de la medida, consideró que por tratarse de medidas cautelares transitorias lo óptimo sería hasta el término del procedimiento y no hasta el alzamiento de la medida, pues podría darse el caso que la medida cautelar se deje sin efecto en forma anticipada al término de la causa y en el intertanto podría existir un mal uso de ésta.


En relación a la modificación que incorpora un inciso séptimo en el artículo 5° A que faculta al juez de garantía para ordenar que las armas que se encuentren inscritas a nombre del denunciado o querellado en procesos relacionados con la ley N° 19.325, sobre Violencia Intrafamiliar, sean incautadas por la policía y depositadas en los Arsenales de Guerra hasta el término del respectivo procedimiento, expresó que complementa la disposición pues anticipa la incautación del arma por parte de la policía antes que termine el proceso en una medida de prudencia y protección a la víctima.


En el artículo 9°, se agrega un nuevo inciso segundo que sanciona, a los que vendan, cedan o transfieran a cualquier título un arma inscrita a su nombre a menores de edad, salvo que se trate de menores debidamente acreditados como deportistas. 

Sugirió reemplazar la venta, cesión o transferencia a cualquier título de un arma inscrita a menores de edad, por la entrega a cualquier título, por cuanto cualquiera de las tres modalidades indicadas son nulas en atención a la minoría de edad del adquirente. 


Por otra parte, el citado artículo 9° debería ampliarse a todas las armas que establece esta ley de Control de Armas en sus artículos 2° y 3°.

A su juicio, el actual artículo 2° de dicha ley, es más completo ya que somete a control de la ley el material de uso bélico, las municiones y cartuchos, los explosivos, bombas y otros artefactos y sustancias químicas. Con ello se aplicaría la disposición no sólo al arma inscrita sino a todos los elementos a que alude el artículo 2°. Además, se debería hacer referencia al artículo 3° que regula las armas artesanales o hechizas.


En cuanto a la propuesta del artículo 14 A que sanciona con pena de multa de ocho a cien unidades tributarias mensuales al poseedor o tenedor de un arma inscrita que no comunique a la autoridad fiscalizadora un cambio de domicilio, la estimó pertinente por cuanto salva una situación producida en el año 2007 cuando el ex fiscal Peña comunicó al Fiscal Nacional que la tenencia de armas en domicilio diferente al autorizado en la inscripción constituía una falta administrativa y no un delito.


Finalmente sostuvo que la Dirección General Movilización Nacional no está de acuerdo con las penas pecuniarias porque convierten una sanción accesoria en una principal, quedando en duda la efectividad de la ley.


La Diputada Cristi indicó que el fundamento de la moción, obedece a que el año 2007 se aprobó un paquete de medidas llamadas “ley corta de seguridad” impidiendo que quienes estén sujetos a medidas cautelares y a los acusados por violencia intrafamiliar puedan portar armas y sancionar el abuso por parte de los delincuentes hacia menores de 14 años involucrándolos en la comisión de delitos.


Hizo presente que Carabineros de Chile informó que en los últimos cinco años se han cometido alrededor de 40.000 delitos por menores de 18 años portando armas de fuego.


Por otra parte, informó que en la Comisión de Defensa Nacional se analizó la situación de los menores de 14 años que portan armas, considerando que al no ser imputables son enviados al Servicio Nacional de Menores. Al respecto presentó una indicación que regula tales situaciones, la que posteriormente fue retirada.


En todo caso, estimó necesario establecer que los padres sean responsables de sus hijos menores sorprendidos portando armas, para lo cual, al menos, se debería contemplar una citación al tribunal a fin de que tomen conocimiento del hecho. Anunció la presentación de una indicación en tal sentido.


El Diputado Montes expresó que la gravedad del porte de armas está dada por el alto número de armas hechizas o no inscritas, por lo que consultó que instituciones son las responsables de controlar y hacer un seguimiento de las armas ilegales y hechizas. Asimismo, estimó necesario conocer la opinión de la autoridad sobre políticas públicas y el control de armas, ello debido al crecimiento que este mercado ha experimentado. 


La Diputada Girardi opinó que esta iniciativa debe indicar el responsable y la forma de ejercer el control sobre las armas que circulan.


El Diputado Harboe consideró que para concretar cualquiera modificación en este tema es necesario conocer la visión del Gobierno, así como las políticas públicas que la inspiran. 

Se manifestó de acuerdo en restringir el acceso a armas de fuego e incrementar los controles de las actualmente inscritas. Las cifras de armas inscritas datan de la década del 80 lo que atenta contra su credibilidad. Agregó que, en las fiscalizaciones realizadas por Carabineros, un número importante de los domicilios visitados ya no existen, o las personas tenedoras que allí residían mudaron su domicilio, haciendo casi imposible su fiscalización y control.


Consideró que el Gobierno debería convocar a un proceso de reinscripción de todas las armas que se encuentren en manos de particulares para actualizar los registros y otorgar a los fiscalizadores información oportuna y veraz para llevar un buen registro y fiscalización de las mismas. 


El señor Director General de Movilización Nacional contra argumento que la Ley de Control de Armas ha constituido un excelente instrumento, aún cuando tiene falencias, no obstante, ha funcionado como herramienta poderosa contra los delincuentes.


Aclaró que la Dirección General de Movilización Nacional debe actuar dentro de sus facultades legales, por ello no puede allanar el domicilio, para conocer cuántas armas existen. En cuanto a la estimación de armas señaló que actualmente se encuentran 750.933 armas inscritas, sin que se cuente con una base estadísticas, podría afirmarse que las armas hechizas o no lícitas alcanzarían a los 2.000.000. 

Hizo presente que todas las mociones en trámite regulan las armas inscritas, sin hacer mención a las no inscritas. Carabineros, Policía de Investigaciones y Aduanas debería ser quienes controlen las armas no inscritas o prohibidas. 

2. Asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y Seguridad Pública.


El señor Galli explicó que el Ejecutivo ha formulado una indicación al proyecto de ley en discusión que, tal como lo informó la Diputada Cristi, obedece a un compromiso que el Gobierno adquirió dentro de la agenda legislativa de seguridad pública 2010-2014, respecto al resguardo del orden y la seguridad pública.


Agregó que en lo que respecta al control de armas, en el Acuerdo Nacional sobre Seguridad Pública se manifestó el compromiso de modificar su regulación con la finalidad de penalizar más duramente a quienes provean armas a menores de edad e incorporar como medida cautelar, en el Código Procesal Penal, la prohibición de tener o portar armas de fuego.


El proyecto de ley en estudio establece, entre otras cosas, elevar la pena aplicable a la tenencia ilegal de armas y a quienes ilegalmente las comercien, sancionando con la pena aumentada en un grado y con multa, la venta, cesión, o transferencia de armas a menores de edad; y estableciendo una nueva medida cautelar consistente en la incautación de armas en procesos de violencia intrafamiliar.


Explicó que la modificación que propone establecer una agravante para quien venda, ceda o transfiera un arma inscrita a su nombre a un menor de edad, salvo que éste se encuentre acreditado como deportista en las condiciones que la propia ley de Control de Armas autoriza, se fundamenta en que actualmente los menores de edad son inimputables y utilizados, muchas veces, para cometer ilícitos.


Sostuvo que la indicación del Ejecutivo crea un nuevo tipo penal, debiéndose probar que quien entregó el arma, al menor para que cometiera el delito la portaba en ese momento.


Se hizo presente que se deberían también incluir las municiones para restringir su entrega. 


En cuanto a las medidas cautelares personales explicó que éstas pueden disponerse durante la sustanciación del proceso penal, con el objeto de:


a) Garantizar el éxito de diligencias de investigación; 


b) Garantizar la seguridad de la sociedad;


c) Proteger al ofendido, o


d) Asegurar la comparecencia del imputado a las actuaciones del procedimiento o ejecución de la sentencia.


Su enumeración se encuentra en el artículo 155 Código Procesal Penal y consisten en:


a) Privación de libertad, total o parcial, en su casa o en la que el propio imputado señalare, si aquella se encontrare fuera de la ciudad asiento del tribunal.


b) La sujeción a la vigilancia de una persona o institución determinada, las que informarán periódicamente al juez.


c) La obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que él designare.


d) La prohibición de salir del país, de la localidad en la cual residiere o del ámbito territorial que fijare el tribunal.


e) La prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, o de visitar determinados lugares.


f) La prohibición de comunicarse con personas determinadas siempre que no se afectare el derecho a defensa, y


g) La prohibición de aproximarse al ofendido o su familia y, en su caso, la obligación de abandonar el hogar que compartiere con aquel.


Esta iniciativa agrega entre éstas la prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego.

b) Votación General.


Sometido a votación general fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señorita Sabat y señores Eluchans, Gutiérrez Pino, Harboe, Montes, Monckeberg Bruner, y Walker.

c) Discusión particular.

Artículo 1°.


Introduce modificaciones a la ley N° 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional.

Número nuevo, que pasa a ser 1.


Se propone modificar el artículo 5° que establece que toda arma de fuego que no sea de las señaladas en el artículo 3° deberá ser inscrita a nombre de su poseedor o tenedor.


El inciso segundo dispone que la Dirección General de Reclutamiento y Movilización llevará el Registro Nacional de Inscripciones.


Asimismo, el inciso tercero establece que la inscripción sólo autoriza a su poseedor o tenedor para mantener el arma en el bien raíz declarado correspondiente a su residencia, a su sitio de trabajo o al lugar que se pretende proteger.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar, en el inciso tercero del artículo 5°, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“Todo cambio del lugar autorizado deberá ser comunicado por el poseedor o tenedor de un arma inscrita a la autoridad fiscalizadora correspondiente.”.


Sin discusión, sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señorita Sabat y señores Eluchans, Silber y Walker. 
Numero nuevo, que pasa a ser 2, letra a).


Se introducen diversas modificaciones en el artículo 5° A, que establece los requisitos para la inscripción de una o más armas.


Los ex Diputados señores Correa de la Cerda, Díaz del Río y Fuentealba Vildósola, formularon indicación para sustituir la letra d) del artículo 5 A, por el siguiente:


“d) No haber sido condenado por crimen o simple delito.”

El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública explicó que la norma contenida en la actual letra d) otorga al Subsecretario de las Fuerzas Armadas la facultad para que, en casos excepcionales, previo informe de la Dirección de Movilización Nacional, pueda autorizar la inscripción de un arma por parte de personas que hayan sido condenadas por crimen o simple delito.


Agregó que, no obstante que esta excepción se usa en casos específicos muy fundados, se estima necesario que exista para casos de delitos no violentos, como delitos informáticos cuyos condenados podrían requerir inscribir armas, por ejemplo, para cazar.


Algunos parlamentarios hicieron presente que quien tenga un arma inscrita a su nombre debe tener idoneidad moral que le permita asumir correctamente esta responsabilidad.


Sometida a votación, la indicación, se produjo un empate a dos votos. Votaron por su aprobación los señores Silber y Walker y en contra la señorita Sabat y el señor Eluchans.


El señor Galli, asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, explicó que la norma contempla una serie de limitaciones, a saber, no se puede tratar de delitos que tengan asignada una pena aflictiva y establece que para autorizar la inscripción del arma, la resolución debe ser fundada y debe considerar la naturaleza y gravedad del delito cometido, la pena aplicada, el grado de participación, la condición de reincidencia, etcétera, por lo que existen los resguardos necesarios para un uso restrictivo de esta facultad. 

Repetida la votación, en conformidad al artículo 154 del Reglamento, la indicación fue aprobada por unanimidad de los Diputados presentes señorita Sabat y señores Eluchans, 
Silber y Walker. 

Número 1, que pasa a ser 2, letra b).


En el artículo 5° A, se agrega una letra g) que establece que la persona que solicita la inscripción de una o más armas no debe encontrarse sujeta a medida cautelar personal que le impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal .


Para el control de este requisito, los juzgados de garantía deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional las medidas cautelares de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego.


El Juez de Garantía, señor Rodrigo Gutiérrez, remitió su opinión por escrito, expresando que la aprobación de esta disposición constituía una buena medida para subsanar un vacío legal que había sido solucionado parcialmente con la dictación de la ley N° 20.066, al permitir que el juez de garantía pudiese dictar como medidas cautelares en dicho procesos la prohibición de porte o tenencia de armas. Ahora, se precisa como se materializa la ejecución de la medida algo que tampoco contemplaba dicha legislación.


Destacó que con esta modificación legal se abre el espectro de casos en que se puede utilizar dicha medida cautelar y no queda circunscrito a los casos de violencia intrafamiliar, por lo que es favorable la modificación.


Sometido a votación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señorita Sabat y señores Eluchans, Harboe, Montes, Silber y Walker. 
Número nuevo, que pasa a ser 2, letra b).


El Ejecutivo formuló indicación para incorporar, en el inciso primero del artículo 5° A, la siguiente letra h):


“h) No habérsele cancelado a su respecto alguna inscripción de armas de fuego en los cinco años anteriores a la solicitud.”.


El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública explicó que se agrega este nuevo requisito para la inscripción de armas, pues actualmente todas las causales sobrevinientes de cancelación de la inscripción producen inhabilidad para inscribir, sin embargo el proyecto de ley, establece que en casos de reincidencia por no haber comunicado un cambio de domicilio, siendo nuevamente es multado se puede cancelar la inscripción, ello impide que una persona vuelva a inscribir el arma habiéndosele cancelado la inscripción.


Sin mayor debate, sometida a votación, la indicación fue aprobada por unanimidad de los Diputados presentes señorita Sabat y señores Eluchans, Harboe, Montes, Silber y Walker. 
Número 2, letra c).


Incorpora dos incisos -sexto y séptimo-, en el artículo 5° A. Por el primero, dispone que las armas inscritas a nombre de quien se haya decretado la medida cautelar personal, -letra g)-, serán incautadas y remitidas a la autoridad fiscalizadora para ser depositadas en los Arsenales de Guerra hasta el alzamiento de la medida. 


Por el segundo, se faculta, a petición del ministerio público o de las autoridades fiscalizadoras, al juez de garantía, para incautar las armas inscritas a nombre del denunciado o querellado en procesos relacionados con violencia intrafamiliar.


El Juez de Garantía, señor Rodrigo Gutiérrez consideró positivo que la decisión respecto de los casos en que se aplique esta medida quede entregada a la solicitud del ministerio público, ello evita lo que actualmente ocurre, en que a las distintas reparticiones de la Dirección General de Movilización se les comunican todos los autos de apertura por los juzgados de garantía y por delitos de distintas índoles, información que en muchos casos puede ser innecesaria. 

Sostuvo que el proyecto de ley y la norma que se comenta es clara en cuanto expresa la forma de actuar para la implementación de la medida, es decir, su ejecución; pero, es feble en cuanto a expresar que ocurre con dichas armas una vez que cesa la medida cautelar.


Agregó que si el proceso termina por sentencia condenatoria no existe mayor incertidumbre respecto del destino del arma, pero hay que tener presente que el nuevo proceso penal tiene diversos otros términos que no necesariamente son la sentencia definitiva; como la suspensión condicional del procedimiento, el principio de oportunidad, la comunicación de la decisión de no perseverar, sobreseimiento, etcétera. Casos en los cuales no se puede ordenar el comiso y que natural será, ordenar devolver el arma sin saber si las razones que se tuvieron en consideración para decretar la medida subsisten o no; o si se mantiene la decisión de la entidad administrativa que otorgó el permiso de porte.


Asimismo, hizo constar que la situación es aún más complicada en el caso de que el ministerio público comunique la decisión de no perseverar en el procedimiento, porque no se reúnen todos los antecedentes necesarios para fundar una acusación y por ello se decide no acusar, pero se trata de un tema de escasa prueba, por lo que nuevamente se plantea la disyuntiva de si subsiste el peligro de la víctima que generó la medida decretada o no; y, en tal caso, cuál debe ser el proceder con el arma incautada. Al respecto el proyecto no entrega elementos al juez o a otro organismo para evitar que una situación de peligro inminente renazca.


El Ejecutivo formuló indicación, para reemplazarlo por el siguiente:


c) Incorpórase el siguiente inciso sexto:


“Las armas que se encuentren inscritas a nombre de la persona respecto de las cuales se hubiere decretado la medida señalada en la letra g) de este artículo serán incautadas por orden del tribunal respectivo y remitidas a la autoridad fiscalizadora para que ésta las deposite en los Arsenales de Guerra hasta el alzamiento de la medida.”.


El señor Galli explicó que la redacción dada al nuevo inciso sexto del proyecto de ley permitía interpretar que el tribunal mismo era el que estaba facultado para realizar la incautación. La eliminación del segundo inciso propuesto en el proyecto de ley, busca impedir la violación de la presunción de inocencia, en caso de decretar el tribunal la incautación sin mediar una medida cautelar. 

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por unanimidad de los Diputados presentes señorita Sabat y señores Eluchans, Harboe, Montes, Silber y Walker, dándose por rechazado reglamentariamente el número 2.

Número 3.


Intercala un inciso segundo en el artículo 9 que establece una agravante para quien venda, ceda o transfiera a cualquier título un arma inscrita a su nombre a un menor de edad, salvo que éste se encuentre acreditado como deportista en las condiciones que la propia Ley de Control de Armas autoriza.


Se formularon las siguientes indicaciones:


1.- Del Diputado señor Cardemil, para sustituirlo por el siguiente: 


“Con la misma pena señalada en el inciso anterior y multa de ocho a cien unidades tributarias mensuales, serán sancionados los que entreguen a cualquier título un arma inscrita a su nombre a menores de edad, salvo que se trate de menores debidamente acreditados como deportistas, en virtud de lo que establece la letra a) del artículo 5° A de la presente ley.”

2.- Del Ejecutivo para sustituirlo por el siguiente:


“Intercálese, en el artículo 9°, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El poseedor o tenedor de un arma inscrita deberá comunicar a la autoridad fiscalizadora correspondiente todo cambio de domicilio. El titular de un arma inscrita que sea sorprendido en tenencia del arma fuera del domicilio declarado para estos efectos, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se procederá a la cancelación de la inscripción y la multa se elevará al doble. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años.”.


3.- Del Ejecutivo para reemplazarlo por el siguiente:


“Intercálase, en el artículo 9°, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual inciso tercero a ser sexto y final:


“El poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se procederá a la cancelación de la inscripción y la multa se elevará al doble. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años. Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este inciso, no podrá inscribir un arma o elemento señalado en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, en los cinco años siguientes a la cancelación.


El que entregue, a menores de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2° será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. No se aplicará esta pena al que entregue un arma inscrita a un menor de edad debidamente acreditado como deportista conforme a la letra a), del artículo 5° A, de la presente ley.


Dicha pena se elevará a presidio mayor en su grado máximo si se tratare de la entrega de los elementos señalados en el artículo 3°.”.


El señor Galli, en cuanto a las indicaciones del Ejecutivo, hizo presente que la primera se debería entender retirada, y que para efectos de la discusión de esta iniciativa sólo se debería considerar la signada con el número 3.


Asimismo, recordó que la venta, cesión o transferencia de armas a menores son nulas en atención de la minoría de edad del adquirente. 


En relación a la indicación signada con el numeral 3, del Ejecutivo, precisó que establece una multa y en caso de reincidencia sanciona duramente a quien entregue armas a menores para la comisión de un delito, dada su inimputabilidad penal.


Los parlamentarios se manifestaron conforme con la indicación signada con el número 3, por cuanto contempla sanciones más altas, para el que posea o tenga un arma inscrita en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos.


Además, se declararon partidarios de establecer que la entrega de armas a un menor de edad puede ser “a cualquier titulo” y que se debe contemplar la aplicación de una multa para el que proporcione un arma a menores de edad, concordando en que ella sea de ocho a cien unidades tributarias mensuales, facultando a la Secretaría para efectuar las modificaciones.


Consecuentemente, se concordó en la siguiente redacción, para el inciso cuarto:


“El que entregue, a cualquier título, a menores de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2° será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y a una multa de ocho a cien unidades tributarias mensuales. No se aplicará esta pena al que entregue un arma inscrita a un menor de edad debidamente acreditado como deportista conforme a la letra a), del artículo 5° A, de esta ley.”.


Sometido a votación, el numeral con la indicación signada con el numero 1), fue rechazado por la unanimidad de los Diputados presentes, señora Cristi y señores Gutiérrez, don 
Romilio; Montes y Squella.


Sometida a votación, la indicación 3) fue aprobada por unanimidad, de los Diputados presentes señora Cristi y señores Gutiérrez, don Romilio; Montes y Squella, dándose por rechazadas la signada con el número 2, por la misma votación.

-o-

El asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, hizo presente que por Mensaje 356-358, de fecha 22 de octubre de 2010 se había formulado una indicación para reemplazar el número 4 del proyecto de ley que proponía una modificación al artículo 14 A, por otra que agregaba un inciso cuarto en el artículo 10, del siguiente tenor:


“El que entregue a menores de edad cualquiera de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o señaladas en el artículo 3°, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. No se aplicará esta pena al que entregue un arma inscrita a un menor de edad debidamente acreditado como deportista conforme a la letra a), del artículo 5° A, de la presente ley.”. 


Dicha indicación fue rechazada por cuanto la formulada por Mensaje N° 034-359 de 14 de abril de 2011 la sustituye.

Número nuevo, que pasa a ser 4.


Durante la discusión particular, se analizó latamente la necesidad de establecer una norma referida a la responsabilidad de los padres por los actos de los hijos en relación con el uso o porte de un arma de fuego en la ley sobre Control de Armas.


Seguidamente, se formularon las siguientes indicaciones:


1. De las Diputadas Cristi, Girardi y Sabat y de los Diputados Eluchans, Gutiérrez, don Romilio; Harboe; Monckeberg, don Cristián; Montes y Walker, para agregar los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno al artículo 5° A:


“Si un menor de dieciocho años de edad fuere sorprendido en tenencia, posesión o porte de armas de fuego, como medida de protección deberá ser conducido por Carabineros al cuartel policial o a su domicilio.


En el cuartel policial, Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a su familia o a las personas que el menor indique acerca del lugar en el que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas.


Al devolver al menor a sus padres o a la persona encargada de su cuidado, Carabineros extenderá una citación al padre, madre o tutor y al menor, para que comparezcan ante el juez de garantía competente, quien podrá aplicar en contra de los mayores como sanción una multa de hasta una unidad tributaria mensual; y, en contra del menor, la realización de tareas en beneficio de la comunidad ofrecidos por la Municipalidad respectiva u otro organismo público, si fuera mayor de 14 años. Además, el Juzgado de Garantía deberá informar al Servicio Nacional de Menores con el objeto que adopte las medidas pertinentes.”.


2. De los Diputados señora Cristi, señorita Sabat y señores Monckeberg, don Cristian y Montes, para introducir en el artículo 10, el siguiente inciso quinto, pasando el actual quinto a ser sexto: 


“El padre, madre o persona que tenga a su cuidado a un menor de 14 años que, fuera de los casos señalados en el inciso precedente, permitiere en que el menor tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o en el artículo 3° o que consintiere en ello, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo a medio. Si dicha tenencia se produjere por descuido o negligencia del padre, madre o persona que tiene a su cuidado al menor de 14 años, la pena será de multa de tres a diez unidades tributarias mensuales.”

La Diputada señora Cristi explicó que las indicaciones buscan prevenir el uso de armas por menores de edad, ello porque se ha detectado el reclutamiento de niños por parte de narcotraficantes en sectores de riesgo social, así como un aumento de ilícitos cometidos por menores que portan armas. 


Por ello, se propone sancionar al padre, madre o a quien tenga a su cuidado a un menor de 14 años cuando permitiere o consintiere en que éste tenga en su poder armas de fuego, material de uso bélico, municiones, cartuchos, explosivos, bombas, y otros artefactos o substancias químicas que sirvan para fabricar explosivos u otros elementos como armas artesanales o hechizas, salvo que se trate de menores debidamente acreditados como deportistas. Cuando esta tenencia se produjere por descuido o negligencia del padre, madre o quien tenga a su cuidado se les sanciona con multa. 


Se argumentó que esta norma tiene como fundamento el artículo 234 de Código civil que prescribe que los padres tendrán la facultad de corregir a los hijos, cuidando que ello no menoscabe su salud ni su desarrollo personal.


Otros señores Diputados, hicieron presente que esta norma ponía en riesgo el principio de culpabilidad al imponer una multa por un hecho ajeno como lo sería la tenencia o posesión de un arma de fuego por un menor, sin que exista vinculación alguna entre tal conducta y un hecho atribuible a los padres, como dolo o culpa al entregar un arma de fuego a un hijo menor o permitir que acceda a ella.


En todo caso, se hizo presente que en países como España, Estados Unidos y Argentina, se sanciona a los padres de menores que cometan ilícitos portando armas de fuego.


El asesor de la Biblioteca, señor Guillermo Fernández, precisó que en la legislación comparada existe sanción penal pero por incumplimiento a la ley de armas, es decir si un menor roba utilizando un arma no se puede castigar al padre penalmente por el robo, pues la responsabilidad en esta materia es de carácter personalísimo, pero si se lo podría sancionar penalmente, si no tomó los resguardos necesarios para impedir el ilícito, como en el caso de Estados Unidos que cuenta con leyes que establece la responsabilidad penal de los padres por sus hijos. Estas normas son similares a las que castigan el abuso o negligencia parental, sancionan al adulto por causar o contribuir con acciones u omisiones a que un menor cometa actos delictivos.


Puesta en votación, la indicación signada con el número 2) se contabilizaron cuatro votos a favor, de las Diputadas Cristi y Sabat y de los Diputados Letelier y Squella y cuatro abstenciones de los señores Harboe, Monckeberg, don Cristián, Silber y Walker.


Repetida la votación, la indicación 2) fue aprobada por cinco votos a favor de las Diputadas Cristi y Sabat y Diputados Letelier; Monckeberg, don Cristián, y Squella y tres abstenciones de los señores Harboe, Silber y Walker.


La indicación número 1) fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes de las Diputadas Cristi y Sabat y de los Diputados Harboe, Letelier; Monckeberg, don Cristián, Silber, Squella y Walker. 

Número 4.


Agrega un inciso final en el artículo 14 A que sanciona con multa a quienes teniendo legalmente inscrita un arma no comuniquen a la autoridad fiscalizadora correspondiente el cambio de domicilio, dentro de los treinta días siguientes a que éste ocurra. 


Se presentaron las siguientes indicaciones: 

1.- Del Diputado señor Urrutia para suprimirlo.


2.- Del mismo, señor Diputado, en subsidio, de la anterior, para agregar un nuevo inciso final, del siguiente tenor:


“En caso de desastres naturales, lo antes señalado no regirá.”.


Puestas en votación, las indicaciones números 1 y 2, fueron rechazadas por la unanimidad de los Diputados presentes, señora Cristi, y señores Gutiérrez, don Romilio; Montes y Squella.


3.- De la Diputada señora Cristi para, reemplazarlo por el siguiente:


“Se sancionará al poseedor o tenedor de un arma inscrita que no comunique a la autoridad fiscalizadora correspondiente todo cambio de domicilio, dentro de los 30 días siguientes a que se produzca el hecho con una multa de una a diez unidades tributarias mensuales.”

Este numeral y la indicación número 3, se rechazaron, por la unanimidad de los Diputados presentes, señora Cristi, y señores Gutiérrez, don Romilio: Montes y Squella, en razón de encontrase su contenido recogido en otras normas del proyecto.

Artículo 2°.


Modifica el artículo 155 del Código Procesal Penal, agregando una letra h), a fin de incorporar la prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego entre las medidas cautelares personales que se pueden imponer al imputado. 


Ante una consulta de la Diputada señora Cristi de si el imputado podría ser objeto de esta medida cautelar, se hizo presente que ello puede ocurrir, por cuanto el nuevo literal h) del artículo 155 del Código Procesal Penal dispone como medida cautelar la prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego. En tal sentido, aquel imputado a quien se le haya decretado tal medida, no podrá, además, inscribir armas de fuego ante la Dirección General de Movilización Nacional, atendido lo dispuesto en el nuevo literal g) del artículo 5 A. 

Sometido a votación, el artículo fue aprobado por unanimidad de los Diputados presentes señora Cristi y señores Gutiérrez, don Romilio; Montes y Squella.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

Artículos rechazados.


No hay. 

Indicaciones rechazadas.

Al número 2.


1. De las Diputadas Cristi, Girardi y Sabat y de los Diputados Eluchans, Gutiérrez, don Romilio; Harboe; Monckeberg, don Cristián; Montes y Walker, para agregar los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno al artículo 5° A:


“Si un menor de dieciocho años de edad fuere sorprendido en tenencia, posesión o porte de armas de fuego, como medida de protección deberá ser conducido por Carabineros al cuartel policial o a su domicilio.


En el cuartel policial, Carabineros adoptará las medidas necesarias para informar a su familia o a las personas que el menor indique acerca del lugar en el que se encuentra, o bien le otorgará las facilidades para que se comunique telefónicamente con alguna de ellas.


Al devolver al menor a sus padres o a la persona encargada de su cuidado, Carabineros extenderá una citación al padre, madre o tutor y al menor, para que comparezcan ante el juez de garantía competente, quien podrá aplicar en contra de los mayores como sanción una multa de hasta una unidad tributaria mensual; y, en contra del menor, la realización de tareas en beneficio de la comunidad ofrecidos por la Municipalidad respectiva u otro organismo público, si fuera mayor de 14 años. Además, el Juzgado de Garantía deberá informar al Servicio Nacional de Menores con el objeto que adopte las medidas pertinentes.”.

Al número 3.


1.- Del Diputado señor Cardemil para intercalar el siguiente inciso segundo, al artículo 9°: 


“Con la misma pena señalada en el inciso anterior y multa de ocho a cien unidades tributarias mensuales, serán sancionados los que entreguen a cualquier título un arma inscrita a su nombre a menores de edad, salvo que se trate de menores debidamente acreditados como deportistas, en virtud de lo que establece la letra a) del artículo 5° A de la presente ley.”

2.- Del Ejecutivo para intercalar, en el artículo 9°, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El poseedor o tenedor de un arma inscrita deberá comunicar a la autoridad fiscalizadora correspondiente todo cambio de domicilio. El titular de un arma inscrita que sea sorprendido en tenencia del arma fuera del domicilio declarado para estos efectos, será sancionado con multa de dos a diez Unidades Tributarias Mensuales. En caso de reincidencia, se procederá a la cancelación de la inscripción y la multa se elevará al doble. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años.”.

Número nuevo.


3.- Del Ejecutivo para intercalar en el artículo 10, el siguiente inciso cuarto:


“El que entregue a menores de edad cualquiera de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2, o señaladas en el artículo 3°, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. No se aplicará esta pena al que entregue un arma inscrita a un menor de edad debidamente acreditado como deportista conforme a la letra a), del artículo 5° A, de la presente ley.”. 

Al número 4.

4. Del Diputado señor Urrutia para suprimir el número 4 del proyecto, y en subsidio, de la anterior, agregar un nuevo inciso final, del siguiente tenor:


“En caso de desastres naturales, lo antes señalado no regirá.”

5. De la Diputada señora Cristi para incorporar el siguiente inciso final, al artículo 14° A:


“Se sancionará al poseedor o tenedor de un arma inscrita que no comunique a la autoridad fiscalizadora correspondiente todo cambio de domicilio, dentro de los 30 días siguientes a que se produzca el hecho con una multa de una a diez unidad tributaria mensual.”
-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente la Diputada Informante, esta Comisión recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto N° 400, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional.


1.- En el artículo 5°, inciso tercero, agregase el siguiente párrafo final. 


“Todo cambio del lugar autorizado deberá ser comunicado por el poseedor o tenedor de un arma inscrita a la autoridad fiscalizadora correspondiente.”.


2.- En el artículo 5° A:


a) Reemplázase la letra d), por la siguiente:


“d) No haber sido condenado por crimen o simple delito.”.


b) Incorpóranse las siguientes letras g) y h): 


“g) No encontrarse sujeto a medida cautelar personal que le impida la tenencia, posesión o porte de armas de fuego, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 155 del Código Procesal Penal.


Para el control de este requisito, los juzgados de garantía deberán comunicar a la Dirección General de Movilización Nacional la medida cautelar de impedimento de posesión o tenencia de armas de fuego dentro de las 24 horas siguientes a que la hubieren decretado.


h) No habérsele cancelado a su respecto alguna inscripción de armas de fuego en los cinco años anteriores a la solicitud.”.


c) Agrégase el siguiente inciso sexto:


“Las armas que se encuentren inscritas a nombre de la persona respecto de la cual se hubiere decretado la medida señalada en la letra g) de este artículo, serán incautadas por orden del tribunal respectivo y remitidas a la autoridad fiscalizadora para que ésta las deposite en los Arsenales de Guerra hasta el alzamiento de la medida.”.


3) En al artículo 9°, intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual tercero a ser sexto:


“El poseedor o tenedor de un arma inscrita que la tenga en un lugar distinto de aquel declarado para estos efectos, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se procederá a la cancelación de la inscripción y la multa se elevará al doble. Para efectos de la reincidencia, no se considerarán aquellas sanciones cuya aplicación tengan una antigüedad superior a cinco años. Quien sea sancionado con la cancelación de la inscripción conforme a este inciso, no podrá inscribir un arma o elemento señalado en las letras b), c), d) y e) del artículo 2°, en los cinco años siguientes a la cancelación.


El que entregue, a cualquier título, a menores de edad alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2° será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y a una multa de ocho a cien unidades tributarias mensuales. No se aplicará esta pena al que entregue un arma inscrita a un menor de edad debidamente acreditado como deportista conforme a la letra a), del artículo 5° A, de la presente ley.


Dicha pena se elevará a presidio mayor en su grado máximo si se tratare de la entrega de los elementos señalados en el artículo 3°.”.


4) En el artículo 10, agregase el siguiente inciso quinto, pasando el actual quinto a ser sexto:


“El padre, madre o persona que tenga a su cuidado a un menor de 14 años que, fuera de los casos señalados en el inciso precedente, permitiere en que el menor tenga en su poder alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2°, o en el 
artículo 3° o que consintiere en ello, será sancionado con presidio menor en su grado mínimo a medio. Si dicha tenencia se produjere por descuido o negligencia del padre, madre o persona que tiene a su cuidado al menor de 14 años, la pena será de multa de tres a diez unidades tributarias mensuales.”

Artículo 2°. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 155 del Código Procesal Penal:


a) En la letra f), reemplázase la coma (,) y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma (;).


b) En la letra g), sustitúyese el punto (.) final por una coma (,) agregándose la conjunción “y”.


c) Agrégase, la siguiente letra h):


“h) La prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego.”.

-o-

Se designó Diputada informante a la señorita MARCELA SABAT FERNÁNDEZ. 

-o-

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de fecha 6, 13 y 20 de abril; 4 de mayo, 1 y 15 junio de 2011, con la asistencia de los Diputados señorita Marcela Sabat Fernández (Presidenta), y señoras Maria Angélica Cristi Marfil; Cristina 
Girardi Lavín y Clemira Pacheco Rivas, y señores Giovanni Calderón Bassi; Juan Luis 
Castro González; Edmundo Eluchans Urenda; Romilio Gutiérrez Pino; Felipe Harboe 
Bascuñan; Cristián Letelier Aguilar; Cristián Monckeberg Bruner; Carlos Montes, Cisternas; Gabriel Silber Romo; Arturo Squella Ovalle y Matías Walker Prieto.


Sala de la Comisión, 15 de junio de 2011

(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de la Comisión.”
10. Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones que modifica la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, con el objeto de derogar el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 c. (boletín N°7.617-15.)

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informaros sobre el proyecto de ley, iniciado en una moción de los Diputados señores Hasbún, don Gustavo; Gutiérrez, don Hugo; Meza, don Fernando, y Tuma, don Joaquín y de la Diputada, señora Hoffmann, doña María José, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, con el objeto de derogar el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C.

El proyecto modifica la Ley General de Telecomunicaciones, con el objeto de derogar el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C de la mencionada normativa, para resolver el criterio establecido para adjudicar u otorgar un permiso de servicios de telecomunicaciones, en caso que hubiere dos o más peticionarios en igualdad de condiciones. De esta forma, se sustituye dicho mecanismo, por la aplicación directa de la licitación, la cual, opera en la actualidad, sólo en defecto de la concurrencia del derecho preferente.

Constancias reglamentarias.

Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:

Artículos nuevos: No hay.

Indicaciones aprobadas: No las hay.

Indicaciones rechazadas: No las hay

Normas de ley orgánica constitucional o de quórum calificado: El artículo único no contiene este tipo de normas.

Normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda: El artículo único no contiene normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

Aprobación en general y en particular: El proyecto fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes, señores: Auth, don Pepe; Espinoza, don Fidel; García, don René Manuel; García-Huidobro, don Alejandro; Hasbún, don Gustavo; Hernández, don Javier; Latorre, don Juan Carlos; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Venegas, don Mario.

Diputado informante: Sepúlveda Orbenes, doña Alejandra.

Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la asistencia y colaboración del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz Domínguez; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma; del asesor señor Andrés Rodriguez, y del Jefe de la División de Fiscalización de la Subsecretaría, señor Jorge Molina.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

El artículo 13 C de la ley N°18.168 General de Telecomunicaciones, fue introducido por la ley N°19.277, por el que se estableció un procedimiento concursal para el otorgamiento de concesiones o permisos para servicios de telecomunicaciones. De esa forma, se resolvió el sistema de asignación de frecuencias del espectro radioeléctrico, un bien nacional de uso público y recurso económico escaso, conforme a la tecnología establecida, para los interesados en prestar servicios que, conforme a sus características tecnológicas, sólo toleran un número limitado de operadores. Sin embargo, en caso de que se igualen las condiciones técnicas entre distintos postulantes, el propio articulo 13 C, en su inciso segundo, prevé que el concurso debe resolverse primeramente a favor de quien detente el derecho preferente para la adjudicación. 

Si bien es cierto que, conforme a la historia fidedigna del establecimiento de la disposición, se buscaba, tal como en otras legislaciones comparadas, incentivar la investigación tecnológica y premiar la innovación, fomentando con ello el desarrollo de las telecomunicaciones en el país, y habiendo transcurrido más de dieciséis años de vigencia y siendo múltiples los procesos concursales en que se ha dado aplicación práctica al precepto, nada aporta evidencia que permita afirmar que se ha cumplido con el objetivo pretendido, por el contrario, la temática del reconocimiento de los derechos preferentes, lejos de fomentar el desarrollo de las telecomunicaciones, ha sido fuente de conflictos, judicialización en el sector y materia propicia para gestiones de orden especulativo, generándose verdaderos mercados secundarios de dichas preferencias.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

Se argumenta en la moción que el objeto principal de esta iniciativa, es proponer una disminución de la presentación de solicitudes que sólo buscan sin mayor mérito obtener un derecho preferente. Con tal objeto se busca aumentar la transparencia de los concursos y evitar querellas espurias. Es por ello, que resulta indispensable derogar el instituto del derecho preferente en los procedimientos concursales para la obtención de nuevas concesiones y permisos a que se refiere el artículo 13 C de la Ley General de Telecomunicaciones, los cuales deben dirimirse, en caso de ser varios los postulantes en igualdad de condiciones, mediante una licitación entre éstos.

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la Ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose como tales las contenidas en la moción.

De acuerdo con esto último, el proyecto busca derogar el derecho preferente a que se refiere el inciso segundo del artículo 13 C, de la Ley General de Telecomunicaciones.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

El proyecto no contiene normas de este tipo.

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

No los hay.

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

A la discusión del proyecto, habida en el seno de vuestra Comisión, concurrió el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz, quién expuso el parecer del Ejecutivo al respecto.

Señaló que esta iniciativa en estudio, es un proyecto simple y que no lesiona los derechos constitucionales adquiridos con anterioridad, respecto de los titulares de los derechos preferentes, puesto que éstos nacen a la vida del derecho, cuando se dictó la norma técnica señalada.

Finalmente indicó para conocimiento de la Comisión, que los actuales titulares de los derechos preferentes son las empresas Movistar, Entel PCS y Claro.

-o-
También participó el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton, planteó que el proyecto se refiere sólo a lo relacionado con la concesión del espectro que utilizan la telefonía móvil e internet, y no el que utilizan las radios ni la televisión, los que se rigen por normas distintas.

Explicó que el titular del citado derecho preferente, es quien hubiere solicitado una concesión o permiso con anterioridad a la publicación de la norma técnica que motiva el concurso específico. Por lo tanto, se busca tal como en otras legislaciones comparadas, incentivar la investigación tecnológica y premiar la innovación, fomentando con ello el desarrollo de las telecomunicaciones en el país.

Sin embargo, transcurridos más de dieciséis años de vigencia del precepto y con múltiples procesos concursales en que se ha dado aplicación práctica al mismo, ninguno aporta evidencia que permita afirmar que se ha cumplido el objetivo pretendido. Por el contrario, la temática del reconocimiento de los derechos preferentes, lejos de fomentar el desarrollo de las telecomunicaciones, ha sido fuente de conflictividad y judicialización en el sector, a la vez que pareciera que pueda tratarse de una materia propicia para efectuar gestiones de orden especulativo, generándose verdaderos mercados secundarios de dichas preferencias.

Señaló que a su juicio, resulta indispensable en la actualidad, aumentar la transparencia de los concursos y derogar el instituto del derecho preferente en los procedimientos concursales para la obtención de nuevas concesiones y permisos a que se refiere el artículo 13 C), los cuales deben dirimirse, en caso de ser varios los postulantes, en igualdad de condiciones, mediante licitación entre éstos. Es por ello, que el proyecto propone sustituir dicho mecanismo, estableciendo la aplicación directa de la licitación, la cual hoy opera sólo en defecto de la concurrencia del derecho preferente.

Finalmente, indicó que esta iniciativa es muy importante, dado que pronto se debe enfrentar un nuevo proceso concursal de asignación de espectro radioeléctrico, para la asignación de la banda de 2,6 MHz destinada a la incorporación en el país de la tecnología 4G.

-o-
-Puesto el proyecto en votación en general y en particular, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth, don Pepe; Espinoza, don Fidel; García, don René Manuel; García-Huidobro, don Alejandro; Hasbún, don Gustavo; Hernández, don Javier; Latorre, don Juan Carlos; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y Venegas, don Mario.

VII. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO.

En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir la señora Diputada informante, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda la probación del siguiente

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifícase el artículo 13 C del Título II de la ley N°18.168, General de Telecomunicaciones, de la siguiente forma:

Sustitúyase el inciso segundo, por el siguiente:

“El concurso se resolverá asignándose la concesión o permiso al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del concurso, ofrezca las mejores condiciones técnicas que asegure una optima transmisión o excelente servicio. Si hubiere dos o más postulantes en igualdad de condiciones, se resolverá la asignación entre éstos, mediante licitación.”.

Se designó Diputada Informante a la señora Alejandra Sepúlveda Orbenes.

Sala de la comisión, a 15 de junio de 2011.

Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de fecha 7 y 14 de junio de 2011, con la asistencia de los Diputados Hasbún, don Gustavo (Presidente); Auth, don Pepe; 
Espinoza, don Fidel; García, don René Manuel; García-Huidobro, don Alejandro; Hernández, don Javier; Latorre, don Juan Carlos; Meza, don Fernando; Norambuena, don Iván; Pacheco, doña Clemira; Pérez, don Leopoldo; Sepúlveda, doña Alejandra; Tuma, don Joaquín, y 
Venegas, don Mario.

Se hace contar que el Diputado Espinoza, don Fidel asistió en reemplazo de la Diputada Pacheco, doña Clemira en la sesión del 14 de junio.

Se adjunta al presente informe un texto comparado, que contiene la legislación y el proyecto de ley despachado por la Comisión.

(Fdo.) PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión.”
11. Informe de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización recaído en sendos proyectos de Ley: uno que fomenta el mercado de cruceros turísticos y, el otro, que modifica la Ley N° 19.995, sobre otorgamiento de permisos para operación de casinos de juego. (boletines Nos 7528-06 y 7285-06, refundidos.)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Gobierno Interior y Regionalización pasa a informar los proyectos de ley refundidos individualizados en el epígrafe, originado en un mensaje, el primero de ellos, y en una moción, el otro, suscrito por los Diputados señores Ascencio, Álvarez-Salamanca; Baltolu; Becker; Cornejo; Goic, doña Carolina; Montes; Ojeda; Schilling y Ward, ambos en primer trámite constitucional y reglamentario, y con urgencia calificada de “simple” el mensaje, los que fueran informados, primeramente, por la Comisión Especial de Turismo.

Tal como se señala en el informe de la Comisión últimamente mencionada, accediendo a la petición del Diputado Ascencio y luego de efectuar las consultas dispuestas en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, la Corporación acordó autorizar la fusión de ambos proyectos, disponiendo que, en primer término, fueran radicados en la Comisión Especial para el Desarrollo del Turismo, para, a continuación, ser conocido por la Comisión de Gobierno Interior.

Cabe hacer presente que esta Comisión, por unanimidad, acordó tomar como base de discusión el texto propuesto por su similar de Turismo, sin perjuicio, naturalmente, de tener a la vista y pronunciarse, igualmente, por aquél contenido en el mensaje.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

Antes de hacer mención al estudio y tratamiento dado por esta Comisión al proyecto de ley, refundido, en referencia, debe señalarse: 
1) Que su idea matriz consiste en consagrar aquellas medidas que posibilitan la eliminación de distorsiones existentes en el mercado de cruceros turísticos, y, además, fomentar la competitividad en dicha área comercial; promoviendo, de este modo, una mayor inversión privada en ésta, con los efectos positivos que ello conlleva y que se reflejarían no sólo en la propia actividad, sino, también, en los sectores que se relacionan con ella. 

2) Que sus disposiciones son de rango de ley común.

3) Que sus artículos 1° y 2° deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

4) Que fue aprobado, en general, por los votos emitidos por los señores Becker (Pdte.); Ascencio; Browne; Recondo; Hoffmannn, doña María José, Lemus; Morales; Rosales; Schilling y Ward (10). Votaron en contra de la idea de legislar en esta materia los señores Campos y Ojeda (2). Se abstuvo el señor Farías (1).

5) Que fue designado Diputado Informante el señor Rosales, don Joel.

II. ANTECEDENTES GENERALES.

Ellos se contienen, tanto los de hecho como los de derecho, en el informe de la Comisión Especial de Turismo, los que deben entenderse compartidos por esta Comisión e incorporados a este informe.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.

A.- En general.

La Comisión, al igual que su antecesora, en el tratamiento de esta iniciativa, compartió, en gran medida, los puntos de vista expuestos por el Ejecutivo en el mensaje y los aportados durante el debate de la misma, recordando lo que se indicara en el primer capítulo del presente informe, en cuanto a que fue aprobado, en votación dividida: por 10 votos a favor, 2 en contra y una abstención, emitidos por los Diputados también allí indicados.

Durante este trámite, expusieron ante esta Comisión las siguientes autoridades, y directivos gremiales en los términos que se consignan, a continuación, quienes fueron invitados, a solicitud de ellos o de integrantes de la Comisión, y con el propósito de que complementaran sus respectivas exposiciones efectuadas ante la Comisión Especial de Turismo.

a) Señor Rodrigo Guíñez, Presidente de la Asociación de Casinos de Juego.

Este directivo efectuó una serie de propuestas encaminadas a modificar el proyecto en estudio, principalmente enfocados al texto del mensaje, las que pasan a señalarse.

-La primera de las proposiciones de dicha Asociación está dirigida a eliminar la letra a) del N° 1 del artículo primero del proyecto, la cual reduce, de 120 a 80, la capacidad correspondiente al número de pasajeros con pernoctación que se establece como mínimo para que la Superintendencia de Casinos pueda autorizar la explotación de juegos de azar “de manera excepcional” en naves mercantes mayores nacionales, lo que tiene por finalidad resguardar el estatuto jurídico que se estableció al momento de dictar la ley N° 19.995, cuyas disposiciones fijaron reglas claras y exigentes para la operación de Casinos, con el objetivo de garantizar que dicha industria se desarrollara bajo altos estándares de calidad, y, también, la seguridad de quienes acceden a tales servicios; por lo que bajar el número de pasajeros de las naves mercantes que puedan acceder a operar un Casino, va en contra del carácter excepcional que dicha norma establece y, además, va en contra de los principios que el propio mensaje indica como aquéllos que inspiran la regulación de esta industria.

Una legislación que abra sin mayores restricciones concretas la operación de Casinos flotantes, a su modo de ver, tendrá como resultado la existencia de un constante flujo de un sinnúmero de naves medianas que actuarán con dicho fin, sin fiscalización en cuanto a su funcionamiento por parte de la Superintendencia de Casinos, sin perjuicio de no garantizar la seguridad del servicio para el cliente y de lesionar gravemente a los concesionarios que en tierra operarán bajo elevadas exigencias, a partir de la creación de una competencia desleal.

- La segunda de estas propuestas apunta a la letra b), N° 1, del artículo 1° del proyecto, por la que se pretende modificar lo dispuesto por la actual letra c) del inciso segundo del artículo 63 de la ley N° 19.995, que establece que, en el caso de explotación de juegos de azar en las naves mercantes mayores nacionales, el titular del permiso de operación para la explotación de los juegos autorizados deberá ser una persona distinta del propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor, a cualquier título, de la nave. El mensaje, aseguró, va en el sentido inverso a lo prescrito por la norma citada, al establecer que tales personas sí podrán ser titulares del permiso de operación, en circunstancias que la razón de ser de la norma vigente es resguardar al usuario del respectivo Casino, separando la operación de la nave del juego, de manera tal de evitar que el manejo del Casino se vea afectado por consideraciones propias del negocio marítimo.

Lo anterior se hace más grave si se considera que, en conformidad al texto del proyecto, la operación de los juegos de azar al interior de estas naves, no estará sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Casinos. A lo que cabría agregar que ello abre de manera indiscriminada la operación de juegos de azar, sin respetar los principios de resguardo del orden público y seguridad que se tuvieron a la vista al momento de dictar la ley N°19.995, y que justifica la estricta reglamentación a la cual se debe someter actualmente un operador de Casino.

- La tercera propuesta dice relación con el número 2) del artículo primero del proyecto, por el cual se elimina la expresión “nacionales y” del inciso primero del artículo 63 ter que se propone incorporar la ley N°19.995.

A modo de ver de la Asociación de Concesionarios, la eliminación de impuestos contemplados en los artículos 58 y 59 de la ley N°19.995 respecto a las naves extranjeras aparece como razonable, pero no se explica en relación a las naves nacionales, ya que permitiría que cualquier persona pueda, incluso arrendar, uno o más barcos medianos, que operen sin fiscalización en el funcionamiento de los juegos de azar existentes en su interior, y que, además, no pague los impuestos que deben cancelar las concesiones establecidas en la ley precitada, enormes requisitos y una férrea fiscalización.

Lo anterior, vulnera y lesiona gravemente derechos y garantías constitucionales de los titulares de las concesiones, dentro de las que se pueden mencionar, a manera ejemplar, la igualdad ante la ley (Art. 19 N° 2 de la Constitución); la igual repartición de tributos (Art. 19 N° 20 de la Constitución); el derecho a desarrollar cualquier actividad económica lícita en conformidad a la ley (Art. 19 N° 21 de la Constitución); la no discriminación arbitraria que el Estado y sus órganos deben dar en materia económica (Art. 19 N° 22 de la Constitución); el derecho de propiedad (Art. 19 N° 24 de la Constitución), y la garantía de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución, regulen o complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones o requisitos que impidan su libre ejercicio (Art. 19 N° 25).

-La cuarta crítica está dirigida al número 2) del artículo 1° del proyecto, que en el inciso segundo del artículo 63 ter, propone que la operación de los juegos de azar que se realicen en las naves nacionales no se encuentren sometidas a la fiscalización de la Superintendencia de Casinos, siéndoles aplicables sólo las disposiciones de la Ley N°19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica Diversas Disposiciones en Materia de Lavado y Blanqueo de Activos, lo que significa que quienes operen en un barco nacional juegos de azar, sólo están obligados a informar sobre operaciones sospechosas que se puedan producir en su funcionamiento, lo que importa una fiscalización a los usuarios del Casino Flotante, pero en caso alguno significa un control a la forma como su titular opera.

Señaló que las medidas que se plantean respecto a los Casinos que operan al interior de las naves internacionales son proporcionadas y adecuadas al objetivo que se pretende obtener, en cuanto facilitar que los cruceros turísticos internacionales lleguen a nuestras costas; pero el estatuto establecido en el proyecto respecto a las embarcaciones nacionales, más que incentivar el turismo, permite el establecimiento de un mercado desregulado de juegos de azar y con nula fiscalización

- La última propuesta consiste en introducir un artículo 63 quater, del siguiente tenor: “Artículo 63 quater.- Los operadores nacionales y extranjeros autorizados en conformidad a lo establecido en los artículos 63 y 63 bis de la presente ley, no podrán abrir sus puertas al público en general, y sólo podrán acceder a sus servicios las personas que sean pasajeros en los mismos, entendiéndose por tales a quienes duermen en las habitaciones destinadas para aquello en la embarcaciones que operen, durante dos o más noches.”.

Ella pretende garantizar que los Casinos Flotantes no operarán como sucedáneos de los Casinos Terrestres, en términos de burlar el sentido de las normas contenidas en el proyecto, y afectado la operación de los titulares de concesiones que se encuentran vigentes, las cuales fueron asignadas de manera pública, transparente y en conformidad a derecho.

b) Señor Francisco Javier Leiva, Superintendente de Casinos de Juego.

El señor Leiva hizo una vasta exposición, en la que se refirió a una serie de aspectos de la legislación vigente que dicen relación con los casinos, en general, y las que permiten el funcionamiento de los casinos en naves mercantes; la regulación y fiscalización de los regidos por la ley N° 19.995, el rol que cabe en la materia a la Superintendencia; para finalizar efectuando una serie de consideraciones respecto del proyecto de ley en informe. 

Se ha estimado del caso referirnos, en este capítulo del informe de la Comisión, a aquel aspecto señalado en el último lugar del párrafo anterior, para insertar, como anexo al mismo, los demás puntos abordados por el señor Superintendente, por entender que son de real interés general en la materia.

Aclarado lo anterior, se pasa a señalar los principales aspectos resaltados por el Superintendente en relación al proyecto en informe.

Así, hizo presente que la regla general en nuestro derecho es que los juegos de azar son ilícitos, por lo que debe existir una norma legal que los autorice expresamente. Dicha norma, que reviste el carácter de excepcional, debe interpretarse restrictivamente, esto es, aplicarse únicamente a los casos y situaciones contempladas en la misma. Por lo tanto, para que los casinos de juego de los cruceros extranjeros puedan operar en aguas territoriales chilenas se requiere una modificación legal que expresamente autorice su funcionamiento, como lo establece el proyecto de ley del Ejecutivo.

En cuanto a las naves nacionales, si bien la actual ley de casinos les permite solicitar autorización para iniciar el funcionamiento de un casino de juego, lo concreto es que transcurridos casi 6 años desde su entrada en vigencia, ninguna nave mercante nacional lo ha solicitado.

El proyecto de ley del Ejecutivo flexibiliza algunos de los requisitos y condiciones actuales para las naves mercantes nacionales (Art. 63 de la Ley N° 19.995), tales como:

- Reduce de 120 a 80 la capacidad de pernoctación que deben tener las naves.

- Disminuye el recorrido de 500 a 300 millas náuticas.

- Elimina el requisito de que el titular del permiso de operación deberá ser una sociedad distinta del propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor a cualquier título de la nave.

-Se les exime del pago de impuestos especiales establecidos en los artículos 58 y 59 de la ley N° 19.995.

-Se les exime de todas las normas sobre fiscalización y sanciones de la ley N°19.995.

Para evitar que los casinos en cruceros se conviertan en “casinos flotantes”, se mantiene la condición de que el circuito turístico en el cual se autorice la explotación de juegos de azar tenga una duración no inferior a tres días y además su cobertura debe comprender a lo menos un recorrido de 300 millas náuticas en las naves nacionales y de 500 millas náuticas para los cruceros extranjeros.

Si bien la actual Ley N° 19.995 establece que la explotación de juegos de azar en naves nacionales se someterá a las mismas disposiciones sobre autorización, operación y fiscalización que las previstas para los casinos de juego que funcionan en tierra; en el proyecto de ley se excluye de dicha obligación tanto a las naves extranjeras, como a las nacionales, lo que es totalmente comprensible en el primero de los casos, ya que se trata de casinos que no sólo operarían en aguas territoriales chilenas, sino que, también, en otras jurisdicciones y sería excesivo exigirles que cumplan con los requisitos propios de un operador que sólo está autorizado a funcionar en Chile, como por ejemplo: catálogo de juegos, homologación del material de juego, moneda en que se realizan las apuestas, instrucciones en idioma español, atención de reclamos, entre las principales.

En el caso de las naves nacionales, parecería necesario mantener algunos ámbitos de la fiscalización, con el objetivo de resguardar la fe pública de los jugadores, como por ejemplo la homologación del material de juego. Esto permitirá que los casinos de naves mercantes nacionales cuenten con máquinas de azar nuevas, certificadas por laboratorios internacionales, con sus instrucciones en español y con un porcentaje de retorno, como premio al jugador, de más de un 85%, tal como ocurre con los casinos de la nueva industria.

Sin embargo, también se debe tener presente que la legislación debe evitar tratamientos que podrían considerarse discriminatorios, respecto de las empresas navieras, según su bandera, ya sea chilena o extranjera o, bien porque se trata de casinos que operan en tierra o en el mar.

Finalmente, señaló que no se puede obviar la dificultad que significaría para la Superintendencia, la aplicación de las acciones de fiscalización en el caso de los casinos en naves.

-o-
Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por diez (10) votos a favor, dos (2) en contra, y una (1) abstención, según consta en la suma de este informe.

Se anexa al presente informe, un documento comparado que da cuenta de las normas vigentes de la ley que se modifica, el Mensaje, y el texto finalmente aprobado por la Comisión, destacando las modificaciones que ésta introdujo al texto previamente aprobado por la Comisión de Turismo.

-o-
B.- En particular

La iniciativa consta de tres artículos, a los cuales, a continuación, someramente nos referiremos, aunque, en líneas generales, no difiere del texto aprobado por la Comisión Especial de Turismo, y sólo haciendo especial hincapié en aquellas normas a las cuales esta Comisión de Gobierno Interior introdujo alguna variante.

Artículo 1°

Así, como indica la aludida Comisión en su informe, el artículo 1° introduce diversas modificaciones al artículo 63 de la ley N° 19.995.

N° 1

Letra a)
Reemplaza, en el inciso primero, el guarismo “120” por “80” en cuanto al número mínimo de pasajeros con pernoctación en la nave mercante mayor nacional, para que, cumpliendo los demás requisitos allí señalados, pueda ser autorizada para explotar juegos de azar. Ella fue aprobada, por 9 contra 4, con los votos a favor de los Diputados señores Becker; Ascencio; Browne; Recondo; Hoffmann, doña María José; Lemus; Morales; Rosales y Ward. Emitieron su voto en contra los señores Campos; Farías; Ojeda y Schilling.

***Letra b)

Esta letra, que sustituye en el referido inciso primero la expresión “ y tener por función principal el transporte nacional o internacional de pasajeros con fines turísticos” por “y tener entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos”, como requisito que ha de cumplir, entre otros, la nave mercante mayor nacional, para los mismo fines precitados, fue aprobada, en los mismos términos, por 8 votos a favor, correspondientes a los Diputados señores Becker; Ascencio, Browne; Recondo; Hoffmann, doña María José; Morales; Rosales y Ward; 4 votos en contra, emitidos por los Diputados señores Farías; Lemus; Ojeda y Schilling, y 1 abstención del Diputado señor Campos.

Letra c)

Reemplaza el encabezamiento del inciso segundo del artículo en referencia, que excluye a las naves nacionales de la aplicación de aquellas disposiciones contenidas en la ley N° 19.995 que se ocupan de las materias que aquél indica. Sometida a votación esta norma, fue aprobada por 7 contra 6. Votaron en favor de ella los señores Becker; Browne; Recondo; Hoffmann; doña María José; Morales; Rosales y Ward; lo hicieron en contra los señores Ascencio; Campos; Farías; Lemus; Ojeda y Schilling.

Letra d)

Ésta, que rebaja, de “500” a “300”, la cantidad de millas mínimas que deberá tener el circuito turístico, fue aprobada por 8 votos contra 5. Lo hicieron a favor los señores Becker; Ascencio; Browne; Recondo; Hoffmann; doña María José; Morales; Rosales y Ward. Votaron en contra los señores Campos; Farías; Lemus; Ojeda y Schilling.

Letra e)

Ésta, que suprime en la letra b) del artículo 63, la alusión que efectúa a que la cantidad de juegos de azar que posibilita autorizar pueda ser “por categoría”, conforme a la capacidad de pasajeros de la nave, fue aprobada por 8 votos contra 5 y tal cual se consigna en la letra precedente.

Letra f)

Ésta, que sustituye a la letra c) del referido artículo, posibilitando que el titular del permiso de operación pueda ser el propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor, a cualquier título, de una nave o una sociedad distinta de aquéllos siempre que cumpla con lo que allí se dispone, fue aprobada sin variaciones, por igual votación que la letra anterior y por los mismos señores Diputados.

Letra g)

Esta letra, que introduce un inciso tercero al mencionado artículo 63, por el cual se limita a 5 años de duración la autorización para operar y explotar juegos de azar, renovables por períodos iguales, y que señala los casos en que aquélla puede ser denegada, revocada o no renovada, según proceda, fue aprobada por similar votación, emitida en igual sentido y por los señalados señores Diputados consignados en la letra anterior.

N°2

Por este número, la Comisión Especial de Turismo aprobó introducir los artículos 63 bis y 63 ter a ley N° 19.995.

El primero de ellos, que fue aprobado por unanimidad (13 por 0) y sin variantes, se ocupa de las naves mayores extranjeras y les fija los requisitos que han de cumplir para operar y explotar juegos de azar en agua sometidas a la jurisdicción nacional.

En cambio el artículo 63 ter, que señala la exención del pago de impuestos establecidos en los artículo 58 y 59 de la ley en mención (de ingreso o entrada a las salas de juego y del 20% sobre los ingresos brutos obtenidos por los operadores, luego de efectuar las deducciones que se indican), fue motivo de dos indicaciones suscritas por los señores Becker; Ascencio; Brown; Hoffmann, doña María José; y Ward; la primera de ellas, que intercala un nuevo inciso segundo al artículo, que preceptúa que los operadores nacionales y extranjeros autorizados para explotar juegos de azar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, habrán de suspender tal actividad durante el atraque de la nave en puertos nacionales y mientras se encuentran a menos de 3 millas de los mismos. Por otra parte, mediante la segunda indicación, proponen agregar un inciso final al artículo, que obliga a los operadores nacionales autorizados, a cumplir con los procedimientos de homologación de las máquinas e implementos necesarios para la operación y práctica de los juegos de azar.

Sometidas a votación ambas indicaciones, conjuntamente con el nuevo artículo, fueron aprobadas por 8 votos contra 5. Lo hicieron a favor los señores Becker; Ascencio; Browne; Recondo; Hoffmann, doña María José; Morales; Rosales y Ward; votaron en contra los señores Campos; Farías; Lemus; Ojeda y Schilling.

Artículo 2°

Por este artículo, la Comisión de Turismo aprobó introducir dos modificaciones al artículo 36 del decreto ley N°825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y servicios.

N°1 (anterior letra a) del N°2)

Éste, reemplaza por sus nombres, en lugar de los números romanos, como lo hace actualmente el texto legal vigente, las Regiones donde habrán de estar ubicados los puertos de recalada de las naves pertenecientes a empresas que no estén constituidas en Chile, que explotan naves pesqueras y buques factorías que operan fuera de la zona económica exclusiva, para gozar del beneficio consistente en recuperar el impuesto allí establecido. Además, hace extensivo tal beneficio a los servicios portuarios que se les prestan a aquéllas, no sólo respecto de las naves pertenecientes a las ya señaladas empresas, sino ampliándolo a aquéllas que se hayan constituido en Chile, que efectúen transporte de pasajeros o de carga, de tránsito por el país.

La Comisión aprobó esta modificación por 8 votos a favor, 4 en contra y una abstención. Emitieron su voto en el primero de los sentidos indicados los señores Becker; Ascencio; Browne; Recondo; Hoffmann, doña María José; Morales; Rosales y Ward. Lo hicieron en contra los señores Campos; Farías; Lemus y Ojeda. Se abstuvo el señor Schilling.

N°2 (anterior letra b) del N°2)

Esta norma tiene por propósito hacer extensivo a las empresas naviera chilenas que señala, que explotan naves mercantes mayores, con las características que también indica, cuya función sea el transporte de pasajeros con fines turísticos, respecto de los servicios prestados a turistas extranjeros sin domicilio ni residencia en Chile, el beneficio actualmente existente de devolución del impuesto aplicable a las empresas hoteleras a que hace referencia. 

La Comisión aprobó esta modificación por 8 contra 5. Votaron a favor los señores Becker; Ascencio; Browne; Recondo; Hoffmann, doña María José; Morales; Rosales y Ward. Lo hicieron en contra los señores Campos; Farías; Lemus; Ojeda y Schilling.

Artículo 3°

Este artículo que, a su vez, modifica el artículo 3° de la Ley que Crea la Unidad de Análisis Financiero y que modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos, en términos de agregar a las personas naturales y jurídicas que en él se señalan y que están obligadas a informar sobre los actos, transacciones u operaciones sospechosas que adviertan, a los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con propósitos turísticos, fue aprobado por 12 contra 1.

Votaron a favor los señores Becker; Ascencio; Browne; Campos; Recondo; Hoffmann, doña María José; Lemus; Morales; Ojeda; Rosales; Schilling y Ward; con el voto en contra del señor Farías.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS

No hay.

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES 

a) Una indicación del señor Ascencio, del siguiente tenor:

“Para eliminar el artículo 63 ter”.

b) Otra indicación, suscrita por el señor Schilling, “Para eliminar del artículo 63 ter la frase “los operadores nacionales” y reemplazándola por “ los operadores”.”
Concluida la discusión y votación particular, la Comisión somete a la consideración de la H. Cámara el siguiente

“PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Incorpóranse las siguientes modificaciones a la ley N°19.995, que Establece las Bases Generales para la Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juego:

1) Modifícase el artículo 63 en los siguientes términos:

a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo “120” por “80”.

b) Sustitúyese, en el mismo inciso, la expresión “y tener por función principal el transporte nacional o internacional de pasajeros con fines turísticos” por “y tener entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos”.

c) Reemplázase el encabezado del inciso segundo por el siguiente: “La explotación de juegos de azar en las naves se someterá a las siguientes disposiciones sobre autorización y operación:”.

d) Sustitúyese, en la letra a), el guarismo “500” por “300”.

e) Suprímense, en la letra b), la expresión “por categoría”, y las comas (,) que la preceden y la siguen.

f) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) El titular del permiso de operación para la explotación de los juegos de azar autorizados podrá ser el propietario, armador, operador, arrendatario o tenedor, a cualquier título, de la nave o una sociedad distinta de aquéllos que cuente con su autorización, según corresponda. En este último caso, tal sociedad deberá cumplir, en lo que fuere pertinente, con lo dispuesto en los artículos 17 y 18.”.

g) Incorpórase el siguiente inciso tercero:

“La autorización de operación y explotación de juegos de azar otorgada por aplicación del presente artículo, tendrá una duración de cinco años, renovables por períodos iguales. La autorización podrá ser denegada, revocada o no renovada, según corresponda, por incumplimiento de las disposiciones del presente artículo y en caso que el operador de juegos de azar o sus representantes legales hayan sido sancionados por delito que merezca pena aflictiva o de aquéllos señalados en la ley N° 20.393, en virtud de una sentencia condenatoria penal en un proceso nacional, o que merezca una pena privativa de libertad de 3 años y 1 día o superior en un proceso extranjero, que se encuentren ejecutoriadas. La forma de la solicitud de operación será determinada en un reglamento expedido a través de decreto supremo del Ministerio de Hacienda.”.

2) Agrégase, a continuación del artículo 63, los siguientes artículos 63 bis y 63 ter:

“Artículo 63 bis.- Las naves mercantes mayores extranjeras, con capacidad de pernoctación a bordo, entendiendo por tal el disponer de servicios de hotelería, restaurante, camareros y de atención de público, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos, sólo podrán operar y explotar juegos de azar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, siempre que:

a) Cuenten con la autorización para navegar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional, otorgada por la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante;

b) Se encuentren navegando y no detenidas en puertos chilenos, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32 del decreto ley N°2.222, de 1978, Ley de Navegación;

c) El circuito turístico en el que operen y exploten tales juegos de azar, no tenga una duración inferior a tres días y su cobertura comprenda, a lo menos, un recorrido de 500 millas náuticas;

d) Estén incorporadas en el registro que, para este efecto, llevará la Superintendencia, en el que, además, deberá inscribirse el operador de juegos de azar si es una sociedad distinta del propietario de la nave. Para ingresar al registro, la Superintendencia sólo podrá exigir al operador de juegos de azar de la nave acreditar una antigüedad de, a lo menos, tres años; antecedentes que comprueben la existencia y vigencia del operador; y sus tres últimos balances y estados financieros. Estos documentos deberán presentarse junto a la solicitud de autorización, debidamente traducidos al idioma español, en los casos en que sea necesario.

A la autorización de operación y explotación de juegos de azar otorgada por aplicación del presente artículo, le será aplicable lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.”.

“Artículo 63 ter.- Los operadores nacionales y extranjeros autorizados de acuerdo a los artículos 63 y 63 bis, estarán exentos del pago de los impuestos especiales establecidos en los artículos 58 y 59 de la presente ley.

Los operadores nacionales y extranjeros autorizados a explotar juegos de azar en aguas sometidas a la jurisdicción nacional deberán suspender la operación de tales juegos de azar durante el atraque de la nave en puertos nacionales y mientras se encuentre a una distancia inferior a tres millas de tales puertos.

Asimismo, las normas sobre fiscalización y sanciones de esta ley no se aplicarán a la explotación de los juegos de azar regulados en los artículos 63 y 63 bis, aplicándoseles, para estos efectos, sólo las disposiciones de la ley N°19.913.

Sin perjuicio de lo indicado en el inciso anterior, los operadores nacionales autorizados deberán cumplir los procedimientos para la homologación de las máquinas y los implementos de juegos de azar necesarios para la operación y práctica de tales juegos.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 36 del decreto ley Nº 825, de 1974, Ley Sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:

1) Reemplázase, en el inciso noveno, la frase “las regiones I, XI o XII”, por “las Regiones de Tarapacá, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de Magallanes y la Antártica Chilena y de Arica y Parinacota” e insértese, después de la expresión “Igual beneficio tendrán las referidas empresas”, la siguiente frase: “, incluso aquéllas constituidas en Chile,”.

2) Intercálase en el inciso décimo, a continuación de la expresión “de este texto legal”, las siguientes oraciones: “, y a las empresas navieras chilenas a que se refiere el número 3 del artículo 13 de esta ley, que exploten naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos, en cuanto corresponda a servicios prestados a turistas extranjeros sin domicilio ni residencia en Chile”.

Artículo 3°.- Modifícase en el artículo 3º de la ley N°19.913, que Crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica Diversas Disposiciones en Materia de Lavado y Blanqueo de Activos, a continuación de la frase “los casinos, salas de juego e hipódromos” la siguiente oración: “; los titulares de permisos de operación de juegos de azar en naves mercantes mayores, con capacidad de pernoctación a bordo, y que tengan entre sus funciones el transporte de pasajeros con fines turísticos”.”.

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de 31 de mayo, y de 7 y 14 de junio de 2011, con la asistencia de los señores Ascencio, don Gabriel; Becker, don Germán; Browne, don Pedro; Campos, don Cristián; Estay, don Enrique; Farías, don Ramón; Hoffmann, doña María José; Lemus, don Luis; Morales, don Celso; Ojeda, don Sergio; Rosales, don Joel; Schilling, don Marcelo, y Ward, don Felipe.

Sala de la Comisión, a 17 de junio de 2011.

(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión.”
12. Moción de los señores Diputados Rincón, De Urresti, Farías, Hasbún, Jiménez, Latorre, Meza, Ortiz, Ward, y de la diputada señora Sepúlveda, doña Alejandra.

Regula el plazo de vigencia de las tarjetas de prepago de las empresas de telefonía móvil. (boletín N° 7738-03)
Fundamentos

1.- Que la telefonía móvil es un tipo de Servicio de Telefonía Pública Básica Conmutada (TPBC)1. El sistema de prepago de servicios de telefonía móvil, por su parte, comúnmente conocido como “tarjeta de prepago”, es cualquier medio impreso o electrónico que, mediante el uso de claves de acceso u otros sistemas de identificación, permite a un usuario acceder a una capacidad predeterminada de servicios de telecomunicaciones que ha adquirido en forma anticipada'. Este servicio de prepago de telefonía móvil supone el pago previo de los servicios de telefonía móvil por parte del cliente o usuario. Como contraprestación a dicho pago, el prestador del servicio o compañía le asegura un tiempo de comunicación variable, según el monto prepagado.

2.- Que actualmente el tiempo de comunicación contratado (minutos) debe, necesariamente, ser utilizado o consumido totalmente dentro de un determinado plazo, también variable, que se cuenta desde la fecha de activación de la tarjeta. Este plazo -conocido como plazo de vigencia-varia, generalmente, según la cantidad de minutos contratados. A mayor cantidad de minutos, mayor es el tiempo para utilizarlos. Ai vencimiento de éste, utilizados que sean o no los minutos, éstos caducan. Los plazos de vencimientos son fijados libremente por la compañía de telefonía móvil, limitándose el usuario a aceptar o no tales condiciones. Ello, en virtud de un contrato de adhesión, donde las cláusulas del mismo son establecidas por una sola de las partes (la compañía), limitándose la otra a aceptarlas o rechazarlas, contratando o no con la compañía3.

3.- Que la telefonía móvil y su sistema de prepago reconocen corno marco regulatorio la Ley General de Telecomunicaciones N° 18.168, y el Reglamento de Servicio Público Telefónico, dictado por Decreto Supremo N°425 de 1997, del Ministerio de Transportes y Servicio de Telefonía Pública Básica Conmutada fl-PBC). es el servicio básico de telecomunicaciones cuyo objeto es la transmisión conmutada de voz o a través de la Red Telefónica Pública Conmutada con acceso generalizado al público (Ley General de Telecomunicaciones) 2 Glosario de la Subsecretaria cte I elecomunicaciones En ht1pillwwwsublel.cliprontus (Junto, 2011)

El articulo 27° del D S N°425 dispone El contrato de suministro, local o móvil, impone a la respectiva compañía telefónica la obligación de dar servicio al suscriptor según se establezca en el respectivo contrato y en este reglamento. Por su parte, el suscriptor naciones que le impone el referido contrato y el presente reglamento.

Telecomunicaciones4. El primero norma, de manera general, los diversos sistemas de telecomunicaciones, distinguiendo entre servicios de libre recepción o radiodifusión; servicios públicos de telecomunicaciones; servicios limitados de telecomunicaciones; servicios de aficionados; y servicios intermedios de telecomunicaciones. El segundo, por su parte, regula de manera particular el Servicio Público Telefónico, estableciendo los derechos y obligaciones de los suscriptores, respecto de las compañías telefónicas, con motivo de la contratación y uso de dicho servicio. Sin perjuicio de dichos cuerpos normativos, rige también al Servicio de telefonía móvil las normas contenidas en la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores N° 19.496 (LPC), cuyas disposiciones son aplicables en todo aquello que no se oponga a la normativa especial contenida en los cuerpos legales individualizados precedentemente.

4.- Que el marco regulatorio descrito no contempla ninguna norma destinada a regular el plazo de vigencia fijado por las empresas de telefonía móvil, otorgando absoluta libertad a éstas para fijar aquél según sus propios criterios económicos. En efecto, ni la Ley General de Telecomunicaciones, ni el Reglamento de Aplicación sobre Servicio Público Telefónico contienen disposición alguna sobre este punto. Sólo tangencial y subsidiaramente aplicarian a la relación de consumo entre el prestador del servicio y sus consumidores, las normas relativas a información y publicidad, consagradas en el Párrafo 1° del Título Hl de la LPC. Sin embargo, estas normas sólo obligan a los prestadores de servicios de prepago de telefonía móvil a proporcionar a sus clientes una completa información sobre las características relevantes del bien o servicio, y nada dicen sobre la caducidad de los minutos por vencimiento del plazo.

5.- Que sí bien el establecimiento de plazos de caducidad de los minutos no constituye, por si solo, un hecho reprochable, si lo es el enriquecimiento ilícito en que incurrirían las compañías al percibir por anticipado el pago de tarifas de telefonía móvil cuyo uso ve limitado el cliente por la caducidad de los minutos asignados. El enriquecimiento sin causa es un cuasicontrato y, por tanto, fuente de obligaciones, además es un principio del Derecho Civil que cruza toda nuestra legislación legal chilena. Ahora bien, desde la perspectiva del cliente, la caducidad de los minutos o el vencimiento del plazo asignado para su uso se traduce en la imposibilidad de éste de utilizar un servicio prepagado. No se duda de la necesidad del establecimiento de un plazo de vencimiento o de caducidad que otorgue certeza jurídica y económica a las partes de la relación de consumo del servicio en comento, sin embargo, dicho plazo debe ser reflejo de un equilibrio en las relaciones entre consumidores y usuarios y no una manifestación clara de una imposición

4 Ambos cuerpos normal vos se encuentran disponibles en la Base de Datos legal de la Bibltoteca del Congreso Nacional tAmnty Itypt.ttlei (Jumo, 2011) de la parte más fuerte de un contrato de adhesión, que deja de manifiesto la vulnerabilidad de los consumidores. Superar tal desequilibrio pasa por normar legalmente dos aspectos del servicio de prepago de telefonía móvil: a) el plazo de vigencia de los minutos, estableciendo un mínimo legal; y b) la información sobre el plazo de vigencia, estableciendo legalmente las características que dicha información debe poseer.

6.- Considerando que la legislación regulatoria de los servicios de telefonía no considera normas especiales para el servicio detallado, cualquier consideración normativa para regular los aspectos descritos pasaría por modificar la Ley de protección de los derechos de los consumidores, texto que, respecto de otros servicios análogos, ha dispuesto, en ocasiones, normas específicas destinadas a proteger a los consumidores ante su vulnerabilidad frente a los proveedores. Por coherencia legislativa, los aspectos a regular debieran incorporarse a continuación del artículo 25 de la citada ley, ya que esta norma regula la suspensión, paralización de servicios previamente contratados.

Que creemos que este tipo de situaciones deben terminarse. El costo del minuto de telefonía de prepago es un 400% más caro que el minuto de teléfonos con contrato, lo cual nos parece excesivo. Avanzar en otorgar mejores condiciones de vida a todos los chilenos, implica también preocuparse de terminar con estas injusticias, que no sólo son contrarias a los principios inspiradores del Código Civil, sino que también repercuten en los bolsillos de las personas de menores recursos económicos.

Por tanto. en virtud de lo anteriormente señalado. los abajo firmantes venimos en presentar el siguiente:

“PROYECTO DE LEY

Se propone modificar la Ley N° 19.496 incorporando un artículo 25 bis nuevo.

“Articulo Agréguese el siguiente artículo 25 bis nuevo a la Ley N° 19.496.

“Artículo 25 bis.- Los proveedores de servicios de telefonía móvil de prepago deberán informar al público el plazo dispuesto para la utilización de la capacidad predeterminada de servicio contratado. En ningún caso el plazo de vigencia podrá ser inferior a un año contado a partir de su primer uso''.
13. Moción de los señores diputados Monckeberg, don Cristián; Bertolino, Browne, Cardemil, Edwards, Godoy; Pérez, don Leopoldo; Santana, Sauerbaum, y de la diputada señora Sabat, doña Marcela.


Modifica la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en el sentido que indica. (boletín N° 7739-07).

“FUNDAMENTOS:

I. REFERENCIA A LA LEY 20.084.

La Ley 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (conocida también como reforma penal adolescente), entró en vigencia el 8 de junio del 2007, después de cinco años de debate parlamentario, y 18 meses luego de su publicación en el Diario Oficial. Su objetivo es hacer efectiva la responsabilidad criminal de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, planteando para ello una serie de sanciones que no son más que formulas socioeducativas con miras a su integración social.

El ex Presidente de la República, Ricardo Lagos Escobar, en los considerandos del proyecto que más tarde se materializó en la ley 20.084, plantea que dicho proyecto se inscribe en el marco más amplio de la adecuación de la leyes y políticas de la infancia y adolescencia a los criterios y principios establecidos en la Constitución Política de la República, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, y demás instrumentos internacionales vigentes en Chile.

La pretensión, desde la génesis del proyecto, fue crear un moderno sistema de responsabilidad penal, orientado a la reinserción social plena del adolescente que delinque. Se daría así, cumplimiento al mandato del artículo 40 de la Convención sobre Derechos del Niño, que señala:

Artículo 40:

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad.

2. Con este fín, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular:

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron;

b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo siguiente:

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley;

ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa;

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres o representantes legales;

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad;

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley;

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado;

vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes, y en particular:

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales;

b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales.

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción.

- En síntesis, la Ley de Responsabilidad Penal de Adolescentes constituye una reforma necesaria, cuya mayor virtud es poner fin al sistema de discernimiento (procedimiento que databa de 1810, y que consistía en determinar si el infractor tenía conciencia de haber transgredido la ley, y si distinguía entre el bien y el mal) y los procesos judiciales informales. Se establecen sanciones y procedimientos propios, adaptados a la realidad adolescente y a la normativa internacional en la materia. Las sanciones, además de poner su énfasis en la responsabilización, suponiendo un componente socioeducativo, tienen la finalidad de favorecer la reinserción de los adolescentes.

II. BREVE ANALISIS DE LA SITUACION ACTUAL.

La reforma trajo un avance sustancial al establecer un sistema de juzgamiento que respeta las garantías procesales de los adolescentes, dando así cumplimiento a las exigencias generales del debido proceso. Sin embargo, analizada la normativa bajo la óptica del derecho internacional, en particular de la Convención de Derechos del Niño, se puede observar que el desarrollo de un sistema especializado es relativamente débil tanto en el aspecto orgánico como en lo procedimental. Producto de lo anterior, es imperativo que la acción estatal vaya dirigida a fortalecer la especialización de los intervinientes en el proceso penal, lo que a su vez implicaría mayores dotaciones de fiscales, defensores y jueces.

- Si bien el mensaje de la ley 20.084 señala el compromiso del Estado de Chile con la adolescencia y la infancia, en lo referente a esta última, sigue pendiente una revisión al sistema proteccional. En efecto, la prevención de la delincuencia juvenil seria mucho mas efectiva si el Estado se preocupara de las etapas previas a la adolescencia, para lo cual urge revisar la ley de menores y la ley que regula los tribunales y procedimientos de familia. En la actualidad no parece existir un límite claro entre el sistema proteccional y el sistema penal adolescente.

- Aun cuando parezca algo reiterativo, cada vez se hace mas patente la necesidad de inyectar recursos al Servicio Nacional de Menores para potenciar las prestaciones de los centros de administración directa y de los organismos colaboradores acreditados, tanto del área de protección de derechos como de justicia juvenil.

- Resulta imprescindible el fortalecimiento de las redes que permitan agilizar el acceso de niños y adolescentes a las prestaciones existentes a nivel local; tanto a nivel de especialidades médicas (principalmente psiquiatría en cuanto conoce y trata enfermedades tales como alcoholismo y drogadicción), acceso escolar y capacitación.

- Las irregularidades que tienen lugar en los centros de internación provisoria y en los centros de régimen cerrado, en muchos casos con resultados trágicos, podrían evitarse con un efectivo sistema de seguridad preventivo al interior de los mismos.

- Existe consenso, toda vez que fue parte de las promesas de campaña de los distintos candidatos, de la necesidad de introducir cambios sustanciales al Servicio Nacional de Menores dividiéndolo en dos: una parte dedicada a la protección, y otra orientada exclusivamente a la justicia penal. Con ello, la institucionalidad nacional se ajustaría aun más a los requerimientos internacionales relativos a la especialización de los diversos actores del sistema.

III. IDEAS MATRICES DEL PROYECTO.

- En la actualidad, y habiendo transcurrido un tiempo prudente desde la entrada en vigencia de la ley 20. 084, el legislador nacional debe definir los aspectos que deben ser sujetos a revisión. En este orden de cosas, se debe definir si dichas reformas tendrán por objeto endurecer el sistema de penas o perfeccionar el ya existente. En síntesis, la discusión tras algunos años desde la entrada en vigencia de la ley, gira en torno a si las observaciones que podríamos hacer al régimen imperante van por el lado de fortalecer la finalidad preventiva general (que busca intimidar o advertir al infractor y al resto de los adolescentes de la no comisión de un ilícito), o resaltar el fin preventivo especial que se traduce en rehabilitar y reinsertar socialmente al infractor.

- La presente propuesta de reformas discurre por la segunda opción, intentando dar cumplimiento a lo dispuesto en los principios que informan la propia ley 20.084 y convenciones internacionales que versan sobre esta materia.

- El presente proyecto, es fruto del trabajo conjunto de quienes lo patrocinamos, y operadores del sistema (principalmente funcionarios del Servicio Nacional de Menores) que se desempeñan diariamente en él.

- A continuación, pasamos a detallar de acuerdo al orden establecido en el articulado del proyecto, punto por punto el contenido del mismo; esto es:

1.- Establecer un plazo legal, de manera tal que se entregue un tiempo prudente para elaborar el plan de intervención con ocasión de la libertad asistida simple y especial. Esto principalmente por la ambiguedad que existe en torno al particular. Cabe señalar que hay jueces que entregan solo algunos días para su elaboración, debiendo por ello recurrirse a planes estandarizados, que en nada ayudan en la labor de reinserción social. Por ello, y tras conversarlo con quienes tienen que lidiar en la práctica con esta situación, parece prudente un plazo de quince días, donde además se pueda contactar y trabajar con la familia; parte fundamental en este asunto.

Punto aparte es la participación del menor en la audiencia, y del adulto responsable si lo hubiese, con el objeto de hacerlos parte de la elaboración final del plan, acentuando con ello desde un comienzo la responzabilización del adolescente.

2.- Brindar mayor protección a quienes se encuentren privados de libertad en centros cerrados, o a toda persona que ahí se desempeñe; mediante la autorización de guardias internas de carácter transitorio a cargo de Gendarmería de Chile. Se busca una alteración menor de la situación actual, estableciendo una guardia en proporción a la cantidad de internos que más bien tenga una función preventiva y persuasiva. Hoy, las guardias internas solo pueden decretarse con ocasión de motines y a solicitud del director del recinto.

Esta medida tendría vigencia solo por los períodos que se establecen, esto es entre cinco a treinta días, y tiene como fundamento cualquier alteración grave al interior del recinto, ya sea por hechos que efectivamente se hubiesen verificado, o que por antecedentes concretos se espera que sucedan.

Se fija una proporción de un gendarme cada 30 internos, lo que da señales no de una función represiva, sino más bien persuasiva atendido el hecho que, en promedio, los centros cerrados albergan entre 80 a 120 internos (sin perjuicio de que en los centro más poblados como los de la Región Metropolitana o Valparaíso, las poblaciones alcanzan los 200 internos).

Conviene aclarar que estas guardias se encuentran de ronda al exterior de los centros cerrados, por lo que la presente modificación no significaría la creación de nuevas funciones ni la asignación de nuevos recursos. Finalmente, estamos hablando de una medida esencialmente transitoria, que para su aprobación requiere de la presentación fundada del director del recinto, condicionada a su aceptación por parte del Director Regional.

3.- Se entregan facultades a cualquier persona para denunciar situaciones reñidas con el principio de separación, permitiéndose que estas concurran a la brevedad a la Dirección Regional, a fin de que esta verifique los hechos constitutivos de dicha denuncia, tomando las medidas necesarias en caso de constatarse la veracidad de la misma.

4.- Establecer con claridad el juez de control de la ejecución competente, distinguiendo entre penas privativas de libertad y aquellos que no lo son. Esto se justifica en la gran cantidad de contiendas de competencia que han tenido lugar como consecuencia de la parte final del artículo 50, donde se establece como juez competente aquel de “el lugar donde esta deba cumplirse (en referencia a la condena)”. Lo anterior no significa problema alguno cuando se trata de penas privativas de libertad.

Sin embargo, pueden presentarse casos donde tanto el domicilio, el centro, y la institución externa que imparte un determinado programa se encuentren en comunas distintas; siendo en este caso donde se han presentado complicaciones para establecer donde se está “cumpliendo la condena”.

Asimismo, esto permitiría involucrar aún más a los miembros de la familia en el proceso de ejecución, uno de los principios que informan el nuevo sistema penal juvenil.

Por otro lado, y con ocasión de la aplicación de medidas alternativas (donde no podemos hablar de condena propiamente tal), durante la ejecución o vigencia de estas se suscitan una serie de circunstancias que requieren de revisión por parte del juez. La idea es suplir el silencio del legislador, y extender la competencia del juez de control de la ejecución a estos asuntos, y con ello evitar un revocamiento de la medida por no haber jueces que se consideren competentes. Esto adquiere especial importancia a propósito de la Suspensión Condicional del Procedimiento, donde el juez deberá decidir cuan graves, injustificados o reiterados son los incumplimientos del menor con el objeto de resolver si revoca o no la medida.

5.- Solucionar la omisión del legislador al no regular la sanción frente al quebrantamiento de internación en régimen cerrado. En efecto, esta es la única hipótesis de quebrantamiento que no consideró la ley.

Para el particular, proponemos que el adolescente cumpla un tiempo adicional a la condena, idéntico a aquel durante el cual se quebrantó la condena.

Lo que pretendemos no es sustituir la condena, cual es el criterio del legislador en la presente ley, sino más bien hacer cumplir lo que se ha dictado en la sentencia condenatoria (el legislador de la ley 20.084 no contempla el quebrantamiento como un nuevo delito, sino más bien como una causal para sustituir la condena original por otra agravada).

Nuestra solución, no hace sino seguir algunos criterios jurisprudenciales (en dicho sentido se ha pronunciado la Corte de Apelaciones de Concepción, mediante resolución dictada con fecha trece de agosto de 2010 en causa RIT 386-2010, sobre robo con homicidio), sin agravar ni sustituir penas, sino más bien exigiendo el cumplimiento íntegro de la condena originalmente impuesta, que de por sí, ya es la más severa que contempla el legislador.

Asimismo, se consagra la apelación en el solo efecto devolutivo respecto de las resoluciones dictadas con motivo del artículo 52; es decir, con ocasión del quebrantamiento de condena. Esto último vendría a solucionar el problema de menores que se dan a la fuga durante la tramitación del recurso.

6.- Con el objeto de brindar mayor certeza jurídica, y con ello una tutela más eficiente de los derechos de los intervinientes en el proceso, se establece la procedencia del recurso de apelación respecto de toda resolución judicial que se pronuncie sobre cuestiones relativas a la ejecución de la condena.

Si bien la procedencia del recurso de apelación está cada día más acotada, este sigue siendo el medio impugnaticio, que al menos desde el punto de vista teórico, ofrece mayores garantías de una solución justa.

La idea es, siguiendo los criterios del procedimiento penal moderno, limitar la procedencia del recurso a los procedimientos que instruyan tribunales unipersonales (como en este caso el juez de control de la ejecución).

7.- Fortalecer el principio de separación y con ello evitar que mayores de edad lleguen a centros del Servicio Nacional de Menores a convivir con adolescentes en formación, y aún alejados de los patrones delictivos de los adultos. Esto último tiene lugar hoy, con ocasión de mayores de edad que se acogen al principio pro reo y terminan en centros cerrados del Sename con más de veinte años de edad. Asimismo, y más frecuente aún, muchos adolescentes cumplen la mayoría de edad al interior del centro, en muchas ocasiones con la gran mayoría de su condena aún por cumplir.

Por lo anterior, se introducen dos reformas que buscan limitar esta situación.

En primer lugar, se limita la facultad del Sename de permitir que internos que cumplan la mayoría de edad con más de 6 meses de condena por cumplir, puedan permanecer en sus centros. Sobre el particular, proponemos mantener dicha facultad cuando, desde el día en que el condenado cumpla la mayoría de edad, falten más de seis meses pero menos de un año de condena. Con más de un año de condena por cumplir, el condenado debe ser trasladado a recintos administrados por Gendarmería de Chile.

En segundo lugar, cuando un condenado mayor de edad se acogiese al principio pro reo en los términos señalados previamente en este mismo punto, este deberá ser conducido a las secciones juveniles administradas por Gendarmería de Chile, las que se encuentran contempladas como un lugar susceptible de ser utilizado a efectos de dar cumplimiento a una condena en el marco de la ley 20.084.

Por los fundamentos antes expuestos, venimos en proponer el siguiente:

“PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modificase la ley 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en el siguiente sentido:

1) Para agregar un articulo 14 bis del siguiente tenor:

“Artículo 14 bis.- Plazo de aprobación del plan de intervención. El plan de intervención que tenga lugar con ocasión de la aplicación de las sanciones señaladas en los artículos 13 y 14 de la presente ley, será aprobado en audiencia que tendrá lugar dentro de los quince días siguientes a aquel en que la sentencia condenatoria se encuentre firme.

A dicha audiencia deberá comparecer el adolescente, y el adulto responsable si lo hubiere.”
2) Para agregar un inciso penúltimo al artículo 43, del siguiente tenor:

“Sin embargo, si el director del recinto lo solicitase fundadamente, el Director Regional del Servicio Nacional de Menores podrá autorizar la presencia transitoria de funcionarios de Gendarmería de Chile al interior del establecimiento, por un período que vaya desde los cinco a los treinta días, y en una proporción que no exceda de un gendarme cada treinta internos o fracción.”
3) Para agregar un inciso final al artículo 48, del siguiente tenor:

“Cualquier persona a quien le constare la inobservancia del presente artículo, deberá ponerlo a la brevedad en conocimiento de la Dirección Regional del Servicio Nacional de Menores, la que dispondrá inmediatamente las medidas para verificar dicha circunstancia.”
4) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 50:

a) Remplázese en el inciso 1°, la expresión “alguna de las sanciones que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.”, por 'sanciones privativas de libertad contempladas en la presente ley, serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde esta deba cumplirse. En el caso de conflictos suscitados con ocasión de la ejecución de sanciones no privativas de libertad, estos serán resueltos por el juez de garantía con competencia en la comuna o agrupación de comunas donde el adolescente tenga su domicilio.”
b) Incorpórase un inciso final del siguiente tenor:

“Asimismo, el juez de garantía competente, lo será también, para conocer de cuestiones que se susciten con ocasión del cumplimiento de salidas alternativas.”
5) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 52:

a) Incorpórase un numero 8, del siguiente tenor:

“8.- Tratándose de la internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, se aplicará como sanción el cumplimiento de un período complementario a la condena original, idéntico a aquel en que se hubiese quebrantado la misma.”
b) Incorpórase un inciso final, del siguiente tenor:

“La resoluciones judiciales que se dicten con ocasión del presente artículo, serán apelables en el solo efecto devolutivo.”
6) Para agregar un artículo 55 bis, del siguiente tenor:

“Artículo 55 bis.- Recurso de apelación. Serán apelables las resoluciones que se pronuncien acerca de cualquier cuestión relativa a la ejecución de la condena.”
7) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 56:

a) Remplázase en el inciso 3°, la expresión “más de seis meses”, por “entre seis meses y un año”.

b) Incorpórase un inciso penúltimo, del siguiente tenor:

“Si a un mayor de edad se le aplicara la sanción de internación en régimen cerrado con programa de reinserción social, ella deberá cumplirse en fas secciones juveniles administradas por Gendarmería de Chile.”
14. Moción de las diputadas señoras Zalaquett, doña Mónica; Cristi, doña María Angélica; Goic, doña Carolina; Hoffmann, doña María José; Molina, doña Andrea; Nogueira, doña Claudia, y de los diputados señores Barros, Hasbún y walter.


Establece defensor de ausentes para el caso de no ser ubicable el alimentante. (boletín N° 7740-18)

“1.- Que en materia de los alimentos que se deben por ley suele ocurrir que el demandante desconoce el paradero del demandado, ya sea porque simplemente no se tiene noticia de él a raíz de que los cónyuges no tienen relación alguna desde hace muchos años, o porque éste último oculte su domicilio a fin de evadir su obligación de contribuir con los gastos de la crianza.

2.- Que en la presente ley y atendida la importancia del aporte económico que supone el cumplimiento de la obligación alimentaria para la subsistencia y crianza de los menores, en el pasado en virtud de la Ley 20.152 del año 2007, se modificaron los requisitos de interposición de la demanda, prescindiéndose de la indicación del domicilio del demandado.

3.- Que, asimismo existen en la legislación en comento varios mecanismos de garantía para permitir que en los hechos los deudores en materia de alimentos cumplan con su obligación, tal y como se advierte en ella, siendo una de sus últimas modificaciones la posibilidad de decretar el arraigo.

4.- Que, no obstante ello, sabido es que los demandado de alimentos tal como se expresa en el considerando primero, no son habidos y en tal circunstancia no es posible trabar la litis, impidiéndose la prosecución del juicio. Ello debido a que el emplazamiento es un requisito esencial de todo proceso judicial que se pretenda seguir en contra de determinada persona.

5.- Que si bien en la especie resulta aplicable la Ley de Tribunales de Familia, N° 19.968 sujetándose su tramitación a las normas procedimentales establecidas en ella, rigiendo en subsidio las disposiciones comunes a todo procedimiento, establecidas en el Libro 1 del Código de Procedimiento Civil, permitiéndose por ende acudir a todas las formas de notificación que prescribe el artículo 23 de la señalada ley, en la práctica, se evidencia que los juicios no llegan a destino por la imposibilidad de dar satisfacción al mínimo estándar de garantía para la defensa de los derechos del no habido, en la apreciación que se ha hecho por parte de los jueces, denegándose la actuación del defensor de ausentes.

6.- Que, bajo esa premisa resulta ineludible buscar una solución a las demandantes de alimentos atendidas las razones dadas sobre la importancia que reviste para la subsistencia de los menores como ya se ha planteado.

7.- Que, no obstante ello, la solución que se plantee debe dar suficiente garantía de los derechos de todas las partes comprometidas, especialmente el no habido. En ese sentido se propone que primeramente se acredite la ausencia del demandado de alimentos, debiéndose dejar constancia de haberse acudido a todos los mecanismos que prevé la legislación para su notificación. Incluso la notificación por avisos a que se refiere el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil. De ello deberá dejarse constancia en el proceso a fin de que quede consignado que se agotaron los medios para su ubicación y emplazamiento.

8.- Que en función de lo dicho se impone modificar nuestra legislación en este punto específico de modo de permitir al demandante de alimentos seguir con la tramitación del juicio ya sorteado el inconveniente de designar el domicilio, en virtud de la modificación del año 2007, para así no permitir al demandado inescrupuloso que pretende evadir sus obligaciones legales. Del modo que se propone se asegura al mismo tiempo que los derechos del demandado no sean afectados y quede en una situación desmedrada, pudiendo tener la posibilidad de enterarse del proceso en su contra y seguidamente intervenir n el mismo ejerciendo su derecho de defensa en cada una de las fases del proceso. En razón de todo ello, vengo en proponer el siguiente:

“PROYECTO DE LEY

Artículo 1°: Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 18 de la ley de tribunales de familia, 19.968, pasando su actual tercero a ser el cuarto y así sucesivamente:

“En el caso del demandado de alimentos no habido, cuya ubicación no ha sido posible establecer, será representado por el defensor público a que se refiere el artículo 365 del Código de Orgánico de Tribunales, en los términos que se expresan en el artículo 2° de la ley de 14908.”
Artículo 20: Agregase el siguiente inciso segundo al artículo 2° de la ley n° 14.908 sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, pasando su actual segundo a ser el tercero y así sucesivamante:

“En el evento de no poder ser notificado el demandado en virtud de los expedientes señalados en el artículo 23 inciso 4to de la ley de tribunales de familia aplicable en la materia, y habiéndose ordenado la notificación por avisos a que se refiere el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, bajo el apercibimiento legal de designación del defensor de ausentes, sin resultados positivos, el juez deberá proceder a su nombramiento sin más trámite para los efectos de representarle debidamente”.
15. Moción de los señores diputados Morales, Arenas, Calderón, Macaya, Silva, Squella y Ward, y de las diputadas señoras Cristi, doña María Angélica; Hoffmann, doña María José; Molina, doña Andrea.


Establece responsabilidad subsidiaria de la Asociación Nacional de Futbol Profesional (ANFP), en caso de daños con ocasión de partidos del fútbol profesional. (boletín N° 7741-25)

“Los espectáculos masivos como el fútbol, siempre conllevan la posibilidad de producirse disturbios, incidentes mayores o menores que empañan de una u otra manera el evento deportivo. De todas formas, es deber de la autoridad que organiza tales espectáculos el implementar todas y cada una de las medidas de seguridad que proteja la tranquilidad y seguridad de los asistentes.

Por lo anterior, los organizadores de un espectáculo deportivo deben responder de los perniciosos efectos provocados a causa o con ocasión de tales juegos deportivos.

En efecto, nuestra legislación civil contempla todo un estatuto de responsabilidad para quien, actuando con dolo o culpa, cometa un hecho que produzca injuria en la persona o propiedad de otro, asimismo, también nuestra legislación civil establece la subsidiaridad como posibilidad de responder frente a circunstancias que produzcan un detrimento en el patrimonio de las personas aunque dicha institución se acerca más a un estatuto contractual que extracontractual.

De todas formas, los firmantes del presente proyecto de ley concordamos que la subsidiaridad en materia de espectáculos deportivos de fútbol, tanto de primera como de segunda división, es conveniente a partir de sus claros fundamentos, sobre todo en materia de garantía de pago para las personas que invisten un daño en su patrimonio.

Que, el presente proyecto de ley viene en consagrar una responsabilidad subsidiaria de la Asociación nacional de Fútbol Profesional (ANFP) frente a daños producidos a la propiedad pública y privada con ocasión de partidos de fútbol profesional, inmersos dentro del campeonato de fútbol profesional que organiza año a año la ANFP.

Entendemos de todas formas que la responsabilidad directa compete a la institución dueña del espectáculo y la responsabilidad indirecta recaería en la ANFP, para que así no exista desviación de responsabilidades y con ello, establecer mayor certeza y seguridad para quienes son eventualmente las víctimas de hechos deleznables que ocurren con frecuencia en los estadios de nuestro país.

“PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese un nuevo artículo 12 a la ley 19.327 sobre Violencia en los Estadios del Fútbol Profesional en el siguiente sentido

“La Asociación Nacional de Fútbol Profesional será subsidiariamente responsable de los daños acontecidos a la propiedad pública y privada, con ocasión de los espectáculos de fútbol profesional pertenecientes al campeonato de primera a, primera b y copa chile”
16. Moción de los señores diputados Hasbún, Álvarez-Salamanca, Bauer, Calderón, Macaya, Morales, Moreira, Silva y Ulloa, y de la diputada señora Molina doña Andrea.

Incorpora a la Ley de Tránsito la obligatoriedad de implementar el -Sistema de Posicionamiento Global (GPS) en los vehículos motorizados (boletín N° 7742-15)
La seguridad en materia de tránsito debe ser, sin lugar a dudas, la variable más importante en este ámbito. Sin embargo, el acelerado crecimiento del parque automotriz nacional genera mayores riesgos en materia de conducción frente a la contingencia de un accidente de tránsito.

Es por lo anterior que en muchas oportunidades, los diputados que conformamos la bancada de la Unión Demócrata Independiente hemos presentado diversos proyectos de ley bajo la consigna de promover de un modo eficaz normativas vinculadas a la seguridad en el transporte, ya sea a través de la vía sancionatoria como preventiva.

Bajo esta línea argumental, los firmantes del presente proyecto de ley ratificamos nuestro compromiso en torno a incorporar progresivamente normas jurídicas destinadas a aminorar los nocivos efectos provocados por ta carencia de medidas de seguridad necesarias para un adecuado tránsito vehicular.

Es así como el concepto “seguridad” en el ámbito automovilístico tiene una connotación amplia, ya que no sólo implica el resguardo por la seguridad de los automovilistas, sino que además procura la pesquisa y captura efectiva de los responsables frente a robos de automóviles. Es por esta razón que los firmantes del proyecto de ley que presentamos en esta oportunidad, buscamos mayores niveles de eficacia en la represión y sanción de todos aquellos delitos surgidos en relación a este importante bien.

Así las cosas, el presente proyecto de ley tiene por objetivo incluir herramientas de carácter tecnológico de forma obligatoria para todos los vehículos motorizados, específicamente, la incorporación del sistema satelital denominado GPS, con el objeto de otorgarle a los automovilistas mayores condiciones de seguridad en cuanto a la ubicación de los móviles en sus respectivos trayectos.

En efecto, el sistema GPS constituye un sistema global de navegación por satélite que permite determinar en todo el mundo la posición de un objeto, una persona o vehículo con gran precisión.

En este contexto, cabe destacar que con el avance de la tecnología automotriz, se han desarrollado una serie de medidas de seguridad tendientes a evitar situaciones nefastas producidas con ocasión del incremento del parque automotriz tales como delitos de robo de vehículos, como también de la ocurrencia de accidentes en las vías, maximizando la eficacia de los servicios de asistencia médica al lugar de los acontecimientos.

Como se indicó en párrafos anteriores, el presente proyecto de ley tiene por objeto establecer la implementación progresiva de este dispositivo satelital a partir de sus innegables bondades desde el punto de vista de la seguridad, con el propósito de garantizar la prontitud de los servicios de asistencia ante accidentes de tránsito, otorgándole a los automovilistas mejores condiciones de comodidad y seguridad en su automóvil.

“PROYECTO DE LEY

Art. 1.- Agréguese un nuevo numeral 11 en el artículo 75 de la ley 18.290 del Tránsito en el siguiente sentido:

Número 11. Sistema de Posicionamiento Global (GPS)

Artículo Transitorio: “La exigencia establecida en el numeral 11 del artículo 75 será obligatoria, respecto de los vehículos nuevos a partir del 1 de enero del año 2014”.
17. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 14 de junio de 2011.


Oficio Nº 6.166


Remite resolución.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de las resoluciones dictadas por esta Magistratura con fecha 14 de junio de 2011 en los autos Rol Nº 1988-11-CPT, sobre acción de inconstitucionalidad de los artículos 7, 10 Nº 2, 14, 15, 16, 17 y 40 del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV-91), contenidos en el boletín Nº 6426-10. Asimismo, acompaño copia del escrito de fojas 275.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARCELO VENEGAS PALACIOS, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

AL EXCMO. SEÑOR

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PATRICIO MELERO ABAROA

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO.”
18. Oficio del Tribunal Constitucional.


“Santiago, 14 de junio de 2011.


Oficio Nº 6.172


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 14 de junio en curso en el proceso Rol Nº 1.737-11-INA, acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal en los autos Rol Nº 5761-2010 del Tribunal Arbitral de la Superintendencia de Salud, en contra de Isapre Banmedica S.A.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARCELO VENEGAS PALACIOS, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON PATRICIO MELERO ABAROA

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiáno; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.





